









SEGUNDA PARTE

IGLESIA CATÓLICA

�ACUERDO INTERNACIONAL SUSCRITO ENTRE LA SANTA SEDE Y LA REPÚBLICA DEL PERÚ

(19 de julio de 1980)



La Santa Sede y la República del Perú, deseosas de seguir garantizando de manera estable y más conforme a las nuevas condiciones históricas la tradicional y fecunda colaboración entre la Iglesia Católica, Apostólica, Romana y el Estado Peruano para el mayor bien de la vida religiosa y civil de la Nación, han determinado celebrar un Acuerdo sobre materia de común interés.



	A este fin Su Santidad el Sumo Pontífice Juan Pablo II y Su Excelencia el General D. Francisco Morales Bermúdez Cerrutti, Presidente de la República del Perú, han nombrado sus Plenipotenciarios respectivamente, a Su Excelencia Reverendísima Monseñor Mario Tagliaferri, Nuncio Apostólico en el Perú, y al Excelentísimo Señor Embajador Dr. Arturo García y García, Ministro de Relaciones Exteriores, quienes, después de haber canjeado sus respectivos Plenos Poderes, hallados en buena y debida forma, han convenido lo siguiente:



Artículo I



	La Iglesia Católica en el Perú goza de plena independencia y autonomía. Además, en reconocimiento a la importante función ejercida en la formación histórica, cultural y moral del País, la misma Iglesia recibe del Estado la colaboración conveniente para la mejor realización de su servicio a la comunidad nacional.



Artículo II

	

	La Iglesia Católica en el Perú continúa gozando de la personería jurídica de carácter público, con plena capacidad y libertad para la adquisición y disposición de bienes, así como recibir ayudas del exterior.



Artículo III



	Gozan también de tal personería y capacidad jurídicas, la Conferencia Episcopal Peruana, los Arzobispados, Obispados, Prelaturas y Vicariatos Apostólicos existentes, y los que posteriormente pueda crear la Santa Sede.



Artículo IV



	La personería y capacidad jurídicas de tales Jurisdicciones Eclesiásticas comprenden también a los Cabildos Eclesiásticos, a los Seminarios Diocesanos, y a las Parroquias y Misiones dependientes de aquéllas.



Artículo V



	Ninguna parte del territorio peruano dependerá de diócesis cuya sede esté en el extranjero, y las diócesis establecidas en territorio peruano no se extenderán más allá de las fronteras nacionales.



Artículo VI



	La Santa Sede comunicará al Presidente de la República la creación de cualquier diócesis o jurisdicción eclesiástica, sin cuya notificación no gozarán de la situación jurídica que le reconoce el numeral III de este Acuerdo. Trámite similar se reconoce para la supresión de jurisdicciones eclesiásticas.



Artículo VII



Nombrado un eclesiástico por la Santa Sede para ocupar algún cargo de Arzobispo u Obispo o Coadjutor con derecho a sucesión, Prelado o Vicario Apostólico, o para regir alguna diócesis temporalmente, la Nunciatura Apostólica comunicará el nombre del mismo al Presidente de la República antes de su publicación;  producida ésta el Gobierno le dará el correspondiente reconocimiento para los efectos civiles.

	Los Arzobispos y Obispos residenciales serán ciudadanos peruanos.



Artículo VIII



El sistema de subvenciones para las personas, obras y servicios de la Iglesia Católica seguirá com hasta ahora.  Las asignaciones personales no tienen el carácter de sueldo ni de honorarios, por tanto no constituyen renta sujeta a tributación.



Artículo IX



	Las Ordenes y Congregaciones Religiosas y los Institutos Seculares podrán organizarse como Asociaciones, conforme al Código Civil Peruano, respetándose su régimen canónico interno.



Artículo X



	La Iglesia Católica y las Jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran continuarán gozando de las exoneraciones y beneficios tributarios y franquicias que les otorgan las leyes y normas legales vigentes.



Artículo XI



	Consideradas las creencias religiosas de la mayoría nacional, el Estado continúa garantizando que se preste por parte del Vicariato Castrense la asistencia religiosa a los miembros de la Fuerza Armada, Fuerzas Policiales y a los servidores civiles de aquellos que sean católicos.



Artículo XII



	El presente Vicariato Castrense, así como todos  los Capellanes actualmente en servicio, o en situación de retiro, conservan sus grados y prerrogativas.



Artículo XIII



	En el futuro, ni el Vicario Castrense, ni los Capellanes dependientes de él, tendrán asimilación a grado militar ni a la Jerarquía Policial.  Al Vicario Castrense le serán reconocidas las prerrogativas propias de un General de Brigada, y a los Capellanes las de un Capitán o su equivalente, según el Instituto Armado o Policial en que él sirviere.



Artículo XIV



	Los capellanes Castrenses tendrán derecho a promociones similares al que tienen los empleados civiles de los Institutos Armados o Policiales.



Artículo XV



	El Vicario Castrense, por las peculiares circunstancias en que deberá ejercer su servicio, será peruano de nacimiento y teniendo en cuenta su condición episcopal, será nombrado por la Santa Sede de acuerdo con el Presidente de la República.



Artículo XVI



Los Capellanes Castrenses, de preferencia peruanos, por su condición de sacerdotes, serán nombrados por el Vicario Castrense, y reconocidos por los Comandos Generales de los Institutos Armados y Direcciones Superiores de los Institutos Policiales.



Artículo XVII



	Los Capellanes Castrenses, en lo posible, serán tomados del Clero de la Diócesis en cuyo territorio se encuentra la Unidad Militar en la que prestarán servicios, y los cambios de colocación se harán previo acuerdo del Vicario Castrense con el Obispo del lugar, para su posterior presentación a los Comandos Generales o Direcciones Superiores.



Artículo XVIII



	El Estado garantiza que se preste asistencia religiosa a los católicos internados en los centros sanitarios y de tutela a su cargo, así como en los establecimientos penitenciarios.

	Para el ejercicio de las Capellanías de tales obras y centros se requiere contar con un nombramiento eclesiástico, sin que sea exigible el requisito de nacionalidad;  efectuado éste, será presentado a la autoridad competente para los efectos subsiguientes.  Los Capellanes forman parte del Servicio Civil del Estado, con todos los derechos y obligaciones, incluida la Seguridad Social.



Artículo XIX



La Iglesia tiene plena libertad para establecer centros educacionales de todo nivel, de conformidad con la legislación nacional, en el ámbito de la educación particular.  Los eclesiásticos que prestan servicio en la educación pública tienen, sin que sea exigible el requisito de la nacionalidad, al amparo del artículo 65º del Decreto  Ley 22875, los mismos derechos que los demás maestros.  Para el nombramiento civil de los profesores de Religión Católica de los centros educacionales públicos, en los que continuará impartiéndose, como materia ordinaria, la enseñanza religiosa, se requiere presentación del Obispo respectivo.  El Profesor de Religión podrá ser mantenido en su cargo mientras goce de la aprobación del Obispo.



Artículo XX



	Los Seminarios diocesanos y los centros de formación de las Comunidades Religiosas serán reconocidos como Centros Educativos del segundo ciclo de la Educación Superior, de conformidad con el Art. 154º del Decreto Ley Nº 19326 (Ley General de Educación) mediante una certificación de reconocimiento expedida por la Conferencia Episcopal Peruana.

	Dichas entidades, de conformidad con el Art. 163º de la citada Ley General de Educación, otorgarán los títulos propios a nombre de la nación.



Artículo XXI



	Las eventuales diferencias que pudieran presentarse acerca del contenido del presente acuerdo u otros puntos que pudiesen darse se resolverán amistosamente entre las Partes.



Artículo XXII



	El presente Acuerdo entrará en vigencia en la fecha del canje de los instrumentos de ratificación.



	En fe de lo cual los Plenipotenciarios firman y sellan el presente Acuerdo, en doble ejemplar, en la Ciudad de Lima, el día diecinueve de Julio del Año mil novecientos ochenta.



	Por la Santa Sede					Por la República del Perú

	Mario Tagliaferri					  Arturo García y García



II.  DECRETO  LEY Nº 23211

SE APRUEBA ACUERDO  SUSCRITO POR

LA SANTA SEDE Y EL ESTADO

(El Peruano, 24 de julio de 1980)



CONSIDERANDO:



Que, con fecha 19 de Julio de 1980 se suscribió en la ciudad de Lima el “Acuerdo entre la Santa Sede y la República del Perú ”, que establece el nuevo sistema de relaciones institucionales entre la Iglesia Católica y el Estado;

Que,  es conveniente a los intereses nacionales la aprobación de dicho Acuerdo;

En uso de las facultades de que está investido; y

Con el voto aprobatorio de Consejo de Ministros;

	Artículo Unico.- Apruébase el  “Acuerdo entre la Santa Sede y la República del Perú, suscrito en la ciudad de Lima el 19 de Julio de 980.

Por tanto:   Mando se publique y cumpla.

Lima, 24 de Julio  de 1980

Gral. De Div. EP. F. Morales Bermúdez C.

Gral. De Div. EP. Pedro Richter Prada

Tnte. Gral. FAP. Luis Arias Graziani

Vicealmirante AP. Juan Egúsquiza B.

Embajador Arturo García y García.



III.	LEY Nº 26647

(El Peruano, 28 de junio de 1996)



EL  PRESIDENTE  DE  LA  REPÚBLICA POR CUANTO:

El congreso de la República ha dado la Ley siguiente:

El CONGRESO DE LA REPUBLICA:

Ha  dado la ley siguiente:

Artículo 1º.- La presente Ley establece las normas y regula los actos al perfeccionamiento nacional  de los tratados celebrados por el Estado Peruano, comprendiendo:

Las normas de aprobación tierna de los tratados, la publicación del texto integro  de los mismos y de difusión  de su entrada en vigencia e incorporación al derecho nacional.

Artículo 2º.- La aprobación legislativa de los tratados a que se refiere el Artículo 56º de la Constitución Política, corresponde al Congreso de la República, mediante Resolución Legislativa; y ratificación al Presidente de la República mediante Decreto Supremo.

	Cuando los tratados no requieran  la aprobación legislativa, el Presidente de la República  los ratifica directamente, mediante Decreto Supremo, de acuerdo a lo previsto en el Artículo 57º de la Constitución.

	En ambos casos, el Presidente de la República emite además, el respectivo instrumento de ratificación.

Artículo 3º.- Los Tratados celebrados y perfeccionados por el Estado Peruano entran en vigencia y se incorporan al derecho nacional, en la fecha en que se cumplan las condiciones  establecidas en los instrumentos internacionales respectivos, de acuerdo al artículo precedente.

	La incorporación de los tratados al derecho nacional se sujeta a lo que establezca  sus propios tratados sobre el particular.

Articulo 4º.- El texto íntegro de los tratados celebrados y aprobados por el Estado deberá ser publicado en el Diario Oficial. Dicha publicación  comprenderá  uno más instrumentos anexos si los hubiera. Asimismo, deberá  señalar el número y fecha de la Resolución Legislativa que los aprobó o del Decreto Supremo que los ratificó.

Artículo 5º.- La publicación del texto de los tratados se realizará  en un plazo máximo de treinta días útiles contados a partir de la fecha en que sean recibidos en el Diario Oficial.

Artículo 6º.- El Ministerio  de Relaciones Exteriores comunicará  al Diario Oficial, en cuanto se hayan cumplido  las condiciones establecidas en el tratado, para que publique la fecha  de la entrada en vigor del mismo,  a partir de la cual se incorpora al derecho nacional.

Artículo 7º .- Los tratados celebrados  y perfeccionados por el Estado  Peruano, conforme a lo señalado en los artículos anteriores, sólo podrán ser denunciados, modificados o suspendidos, según lo estipulen las disposiciones de los mismos, o en su defecto de acuerdo con las normas generales del derecho internacional.

	La denuncia de los tratados  es potestad del Presidente de  la República con cargo a dar cuenta al Congreso. En el caso  de los  tratados sujetos a aprobación  del Congreso, la denuncia requiere su aprobación previa.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.- Derógase la Ley Nº 26315 y demás disposiciones que se opongan  a la presente.

	Segunda.- La presente Ley entrará en vigente  siguiente  de su publicación  en el Diario Oficial.

	Comuníquese al señor Presidente de la República para su promulgación.

	En Lima, a los dieciocho días de mes de junio de mil novecientos  noventa y seis.

MARTHA CHAVEZ COSSIO DE OCAMPO. Presidente del Congreso de la República. Víctor Joy Way Rojas. Primer Vicepresidente del Congreso de la República.



AL SEÑOR PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veintiséis días del mes junio de mil  novecientos  noventa y seis.

ALBERTO FUJIMORI FUJIMORI, Presidente Constitucional 





IV.  NORMAS ESPECIFICAS

ASUNTOS JURÍDICOS EN GENERAL



A-1.  BULA PRAECLARA INTERBENEFICIA

BULA DE PATRONATO PIO

(03 de marzo de 1874)



Obispo, siervo  de los siervos de Dios para perpetua memoria.

Entre los señalados beneficios con que Dios, rico de misericordia, ha colmado a la Nación Peruana, brilla sobre todos el don de la verdad católica, que lo peruanos han sabido conservar esmeradamente, desde que les fue anunciada por  los predicadores del Evangelio; la cual han sabido cultivar hasta el punto de que de su seno, han sido héroes que la juzgaba  dignos de honrarse en los altares. Esto constituye para dicha Nación una verdadera gloria, como también no haber faltado nunca al deber  de mantener la Fe, desde que el Perú quedó  separados de la dominación de los Reyes  Católicos de España. Se ha declarado en  efecto, de una manera solemne, en las leyes estatuidas por la Constitución  de la República, que El Perú profesa de Religión Católica, que  la protege, y permite el ejercicio público de otros cultos”.

	A ese cuidado de conservar la unidad católica, se  agregan otros actos realizados en la misma comarca  por la autorización pública. Tales son, que las dotaciones de las diócesis existentes  o de las nuevamente erigidas han sido aumentadas o establecidas con liberalismo; que se han concedido subsidios a los seminarios instituidos para la propagación de la Fe; que con igual manuficencia se ha provisto a la difusión  de la sana  doctrina, esto es, que se ha  fundado parroquias en los pueblos que han sido convertidos a la Fe;  en fin que se ha gastado suma considerable, ya para y embellecer las iglesias, ya  para edificar nuevas, ya para favorecer  y  promover el esplendor  del culto religioso  del  culto religioso.

	Todas estas cosas  que a Nos  eran  conocidas, nos  las  ha recordado  y expuesto  nuevamente  el muy amado hijo y varón ilustre Pedro Gálvez, delegado por la República  del Perú cerca de esta Sede Apostólica, a fin de obtener  de Nuestra  persona  de testimonio público y solemne de los méritos contraídos por la República  mencionada respecto de la Iglesia Católica.

	Por lo cual, queriendo satisfacer los deseos  que el Gobierno del Perú nos ha expresado, por su representante, y siguiendo en esto el ejemplo de nuestros  predecesores, quienes colmaron de favores y gracia a los que merecieron bien de la causa cristiana;  Nos hemos resultado después de haber tomado el consejo de algunos Cardenales de la Iglesia Romana, conceder,  como de hecho  nos concedemos, por  autoridad  apostólica, al Presidente de la República  del Perú y a sus  sucesores  pro tempore, el goce, en el territorio de la República el derecho de patronato de que gozaba por gracia de la Sede Apostólica, Los Reyes Católicos de España antes que el Perú estuviesen   separados de  su dominación.

	Sin embargo; ponemos como condición   y ley a la concesión de este privilegio, que los bienes asignados actualmente, tanto al clero, a título de dotación, como al ministerio sagrado y al ejercicio del culto, en las diócesis del territorio de la República, sean conservados íntegramente y distribución con diligencia y fidelidad; y así también nos ponemos como condición, que el Gobierno del Perú continuará favoreciendo y protegiendo la Religión Católica.

	Observando estas leyes y condiciones, el Presidente de la República del Perú y sus sucesores tendrán derecho a presentar a la Sede Apostólica, con ocasión de la vacancia de la Silla Arquiepiscopal o de las Sillas Episcopales, eclesiásticos dignos y aptos, a fin que, según las reglas prescritas, se procede a la institución canónica; de manera, sin embargo, que la presentación de los candidatos deba hacerse, a menos de impedimento  legítimo, en el término de un año a partir de la vacancia de la Silla. No obstante;  los candidatos así presentados, no gozarán de ningún derecho, en cuanto a la administración episcopal, antes de que hayan obtenido las letras Apostólicas de su institución y las hayan exhibido  al capítulo, según el tenor de nuestra Constitución Romanus Pontifex, promulgada al 5 de las Kalendas de setiembre  del  año 1873 de la Encarnación del Señor.

	El Presidente  de la República tendrá  derecho a presentar al obispo varones dignos, para que sean promovidos a las dignidades y canongías de gratia, de cualquier capítulo que sean; como también a presentar varones dignos para la colación de las prebendas de las iglesias catedrales; aún cuando quedaren vacantes   en la Curia  Romana, con tal que su vacancia haya declarado por la autoridad eclesiástica.

	Dicho Presidente gozará también del mismo derecho de presentación, en cuanto a las canongías  de oficio y las parroquias; observando siempre la forma canónica del concurso y del examen; practicado este examen, el Presidente elegirá un eclesiástico, entre los tres sujetos, los más dignos que le hubieran sido presentados, a fin de que dicho eclesiástico reciba en seguida del obispo la institución canónica.

	

	Finalmente; los Presidentes de la República gozarán en las iglesias del Perú, de los honores de que gozaban en otro tiempo los Reyes de España, en virtud del derecho de patronato concedido por Santa Sede.

	Nos queremos, ordenamos y estatuimos  todas estas; y Nos ordenamos al mismo tiempo, que Nuestras  presentes Letras y todo cuanto ellas contienen, permanezcan siempre válidas y eficaces, de manera que deben surtir su efecto pleno sin, que nadie puede, en ningún tiempo, cualquiera que sea por otra parte su condición o dignidad, y cualquiera que sean al título o el pretexto, trasgedirlas, alterarlas o revocarlas.

	Y esto, no embargante todo lo que ha podido ser prescrito, aún en los Concilios Generales y universales; no obstante las Constituciones Apostólicas, las reglas establecidas por Nos y por nuestra Cancillería, particularmente en lo que trate de jure quaesito non tollendo; no obstante, en fin, cualquiera otra cosa contraria que mereciese especial.

	Nos queremos también que a los ejemplares o copias de la presente Letras, aún  impresas, con tal de estar firmadas por escribano público, y provistas de sello de una persona constituida en dignidad eclesiástica, se preste en todas partes tanta fe, como si se exhibiese el origen de las presentes Letras.

	Que a nadie sea lícito, por tanto, trasgedir este documento de Nuestro decreto, indulto, estatuto, orden y voluntad, o quitarle a su valor audacia temeraria. Si alguno osare hacerlo, sepa que incurrirá en la indignación de Dios Todo Poderoso  y de sus Apóstoles, los Bienaventurados Pedro y Pablo.

	Dado en Roma, cerca de San Pedro, el año de la Encarnación del Señor de 1874 el tercer día de las Nonas de Marzo, año vigésimo nono de nuestro  Pontificado.





A-2.  EXEQUATUR DE LA BULA

(27 de enero de 1880)



NICOLAS DE PIEROLA

JEFE SUPREMO DE LA REPUBLICA

Por cuanto consta la autenticidad de las letras apostólicas expedidas en Roma, en San Pedro, a tres de Marzo del año de mil ochocientos setenta y cuatro de la Encarnación del Señor, por la Santidad de Pío IX, de gloriosa memoria, en el vigésimo noveno año de su pontificia, accediendo a la súplica del Gobierno del Perú, relativa  al ejercicio del  patronato por el Mandatario Supremo de la Nación:

	Por tanto: otórgase el correspondiente  exequatur a las a las dichas letras apostólicas, que serán consideradas y regirán, perpetuamente, como ley del Estado.

	El Secretario de Relaciones Exteriores y Culto queda encargado de dar puntual cumplimiento al presente   decreto que será registrado  en debida forma, y que se mandará publicar y circular.

	Dado en el Palacio de Lima, a los 27 días de mes de enero del año 1880 – N.  de Piérola.- Pedro J. Calderón.





A-3.  DECRETO LEY Nº 23147

(16 de julio de 1980)



DEROGAN EL  PATRONATO NACIONAL



CONSIDERANDO:

	Que el sistema de Patronato  Nacional que viene rigiendo  las relaciones instituciones entre el Estado Peruano y la Iglesia Católica, no se adecua a la realidad socio – jurídica del  momento actual ni traduce la  verdadera independencia y autonomía de la Iglesia;

	Que la propia Iglesia, en el Concilio Vaticano II, ha solicitado formalmente  la desaparición de los sistemas de Patronato;

	En uso de las facultades de que está investido; y

	Con el voto aprobatorio del Consejo de “Ministro;

	Ha dado el Decreto Ley siguiente:

	Art. 1º.- Derógase  el Decreto Dictatorial del 27 de Enero de 1880 sobre el patronato Nacional.

	Art. 2º.- El Gobierno suscribirá acuerdos  con la Santa Sede para establecer un nuevo sistema de relaciones institucionales entre el Estado Peruano y la Iglesia Católica.

	Por Tanto: Mando se publique y cumpla.

	Lima, 16 de Julio de 1980.

	Gral. de Div. EP. Fco. Moral. S Bermúdez C.

	Cral. De Div. E.P. Pedro Richar prada

	Tnte. Gral. FA.P. Luis Arias Graziani.

	Vicealnirante A.P. Juan Egúsquiza B.





A-4.  DECRETO SUPREMO N 019-78-PM

(El Peruano, 14 de diciembre de 1978)



PERSONERIA JURIDICA  CIVIL DE LA

IGLESIA CATOLICA EN EL PERU 



CONSIDERADO:

	Que, la Iglesia Católica goza en el perú de pleno reconocimiento legal, basado en la Constitución  del Estado  y en  ordenamiento jurídico  nacional;

	Que, es conveniente precisar en una norma general dicha situación legal, para superar diversos problemas de orden  práctico que se vienen presentando;

	Estando a lo dispuesto por el Art. 232 de la Constitución del Estado;

	DECRETA:

	Art. 1º.- La Iglesia Católica en el Perú goza de personería jurídica en el ámbito del Derecho Público Interno.

	Art. 2º.- Goza de dicha personería la Conferencia Episcopal Peruana, los Arzobispados, Obispados, Prelaturas  y Vicariatos Apostólicos, y los Cabildos Eclesiásticos, Seminarios Diocesanos, Parroquias y Misiones que dependen de aquellos.

	Lima, 14 de Diciembre de 1978.

	Gral. de Div. EP. F. Morales Bermúdez C.,

Presidente de la República.

	Gral. de Div. EP. Oscar Molina Pallocchia, 

Primer Ministro.





A-5.  DECRETO SUPREMO Nº 029-70-PM

(El Peruano, 11 de agosto de 1970)



PERSONERÍA JURÍDICA CIVIL DE LA

CONFERENCIA EPISCOPAL PERUANA



EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA



CONSIDERANDO:

	Que la Iglesia Católico ha creado las Conferencias Episcopales Nacionales, como organismo de coordinación general de la actividades eclesiástica, con función propia para responder a las experiencias socio – religiosas del momento actual;

	Que la Conferencia Episcopal Peruana, integrada por todas las Circunscripciones Eclesiásticas de la Nación, está debidamente reconocida por el Derecho Canónico y sus Estatutos aprobados por la Santa Sede;

	Estando a lo dispuesto en el Art. 231 de la Constitución del Estado;

	DECRETA:

	Artículo Unico.- Reconócese a la Conferencia Episcopal Peruana con sede en la ciudad de Lima, la misma personería y capacidad jurídica de que gozan, para los efectos civiles, los Obispados y demás Circunscripciones Eclesiásticas.

	Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los once días del mes  de Agosto de mil novecientos setenta.

	General  de División  EP. JUAN VELASCO ALVARADO, Presidente de la República.

	General de División EP. ERNESTO MONTAGNE SANCHEZ, Presidente del Consejo de Ministro   y Ministro de Guerra.





A-6.  PERSONERÍA JURÍDICA CIVIL DE LAS

JURISDICCIONES ECLESIÁSTICAS EN EL PERÚ



LEY Nº 299

(El Peruano, 09 de noviembre de  1906)



OBISPADO DE CAJAMARCA



EL PRESIDENTE  DE LA REPUBLICA

	Por  cuanto el Congreso ha dado la ley siguiente:

El Congreso de la República Peruana

	Ha dado la ley siguiente:

Artículo 1º.- Eríjase la sede episcopal de Cajamarca, cuya capital será la del departamento del mismo nombre, comprendiendo bajo su jurisdicción las provincias de Cajamarca, Cajabamba, Chota, Celedín, Contumazá, Jaen y Pataz.

Artículo2º.- El haber del obispo, la determinación del personal que debe componer el Coro y la de los demás empleados y sus respectivas dotaciones, así como la subvención  para el Seminario y fábrica de la Catedral se sujetarán a la planta establecida en el obispado de  Puno.

	Artículo 3º.- Esta planta se observará  también para lo sucesivo en el obispado de Trujillo.

	Articulo 4º.- Corresponderán al obispado de Cajamarca  los bienes inmuebles, los censos, capellanías y demás rentas eclesiásticas pertenecientes en la actualidad al obispado de Trujillo, que se encuentren establecidos en los territorios de la  jurisdicción del primero.

	Artículo 5º.- El poder Ejecutivo dictará las disposiciones convenientes para  obtener el acuerdo del Romano Pontífice y para el pronto establecimiento  del nuevo obispado.

	Comuníquese al poder Ejecutivo para que disponga lo necesario á su cumplimiento.

	Dada en la sala de sesiones del Congreso, en Lima, á los 25 días del mes de  Octubre de 1906 – M.C. Barrios, Presidente del Senado.- Juan Pardo, Primer Vice - Presidente de la H. Cámara de Diputados.- Julio Revoredo, Senador  Pro – Secretario.- Germán Arenas, Diputado Secretario.

Al Excmo. Sr. Presidente de la República.

	Por  tanto: mando se imprima, publique y circule y se le dé el debido cumplimiento.- Dado en la casa de Gobierno, en Lima, a los 9 días del mes de noviembre de 1906 .- José Pardo.- Jorge  Polar.





LEY Nº 8321

(El Peruano, 08 de junio de 1936)



OBISPADO DE PIURA



EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 

Por  cuanto:

El Congreso  ha dado la ley siguiente:

EL CONGRESO CONSTITUYENTE

	Ha dado la ley siguiente:

Artículo 1º.- Créase el obispo de Piura, que tendrá como sede Episcopal la ciudad de Piura.

	Artículo 2º.- En los límites de la Diócesis  se comprende el Departamento de Piura  y  la Provincia Litoral de Tumbes que quedan segregados de la Diócesis de la Libertad.

	Artículo 3.- El haber del Obispo, la determinación del personal que debe componer el Coro y la de demás  empleados y sus respectivas dotaciones, así como la subvención para el Seminario y fábrica de la Catedral, se sujetará  a la planta existente en la Obispado de Trujillo.

	Artículo 4º.- Corresponderán al obispado de Piura, los bienes inmuebles, los censos, capellanías y demás rentas  eclesiásticas pertenecientes actualmente  al obispado de Trujillo  y que se encuentra establecidos en los territorios a que refiere el artículo primero  de esta ley.

	Artículo 5º.- El Poder Ejecutivo dictará las disposiciones convenientes  para obtener el acuerdo del Romano  y para el pronto establecimiento  del nuevo Obispado.

Comuníquese al poder Ejecutivo para su promulgación.

  	Casa del Congreso, en Lima, a los dos días  del mes de junio de mil novecientos treinta y seis.

	Clemente J. Revilla, Presidente del Congreso.

	Ganzalo Salazar, Secretario del Congreso.

	G. Cáceres Gaudet, Secretario del Congreso.

	Al Señor Presidente Constitucional de la República.

	Por tanto.

Mando se publique y cumpla.

Dado en la casa de Gobierno en Lima, a los ocho días del mes de junio de mil novecientos  treinta y seis.

O.R. BENAVIDES.

			Diómedes  Arias Schreiber.





LEY Nº 9785

(El Peruano, 22 de enero de 1943)



ARZOBISPADOS DE AREQUIPA, CUZCO Y TRUJILLO

EL ARZOBISPO DE LIMA TENDRÁ EL TÍTULO DE PRIMADO

DE LA IGLESIA PERUANA.



EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

Por cuanto:

El Congreso ha dado la ley  siguiente:

EL CONGRESO DE LA REPUBLICA PERUANA

Ha dado la ley siguiente:

Artículo 1º.- Elévase a la categoría de Arzobispo, los Obispados de Arequipa, Cuzco y Trujillo. El Arzobispado de Arequipa tendrá sufragáneo  el Obispado  de Puno, el del Cuzco al Obispado de Ayacucho y el Trujillo a los Obispados de Cajamarca, Chachapoyas y Piura.

	Artículo 2º.- El Arzobispo de Lima tendrá  el título y las prorrogativas  de Primado  de la Iglesia Peruano, y  comprenderá  como sufragáneos  a los Obispados de Huaráz  y el Huánuco.

	Artículo 3º.- El Poder Ejecutivo hará  las presentaciones respectivas ante la Santa Sede y queda autorizado para que celebre los acuerdos y dicte las resoluciones conducentes al mejor cumplimiento  de la presente ley.

	Comuníquese al Poder Ejecutivo, para su promulgación.

	Dada en la Sala de Sesiones del Congreso, en Lima, a los veintiún días del  mes de enero del mil novecientos cuarenta  y tres.

I. A. Brandaríz, Presidente del Senado

Gerardo  Balbuena, Diputado Presidente.

Alvarado de Bracamote Orbegoso, Senador Secretario.

M. Leopoldo García, Diputado Secretario.

Al Señor Presidente  Constitucional de  la República.

Por tanto:  mando se publique  y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veintidós días del mes de enero de mil novecientos cuarenta y tres.

Manuel PRADO

			Alfredo Solf y Muro.





LEY Nº 9791

(El Peruano, 25 de enero de 1943)



OBISPADO DE HUANCAYO



EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

Por cuanto:

El Congreso ha dado la ley siguiente:

EL CONGRESO DE LA REPUBLICA PERUANA

Ha dado la ley siguiente:

Artículo 1º.- Créase el Obispado de Huancayo que comprenderá el Departamento de Junín y que será sufragáneo del Arzobispado de Lima.

Artículo2.- Corresponderá al Obispado de Huancayo todos los bienes eclesiástico existentes en el territorio  de jurisdicción.

Artículo 3º.- los haberes del obispo y del Cabildo serán los mismos que los del Obispado de Huánuco.

Artículo 4º.- El Poder Ejecutivo hará la presentación correspondiente ante la Santa Sede.

Comuníquese al poder Ejecutivo, para su promulgación.

Dada en la Sala de Sesiones del Congreso, en Lima, a veinticinco días  del mes de enero de mil novecientos cuarenta y tres.

A. Brandaríz, Presidente del Senado.

Gerar Balbuena, Diputado Presidente.

C.A. BERREDA, Senador  Secretario.

M. Leopoldo García, Diputado Secretario.

Al señor Presidente Constitucional  de la República.

Por tanto: mando se publique y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veinticinco días del mes de enero  de mil novecientos cuarenta y tres.

Manuel PRADO.

			Alfredo Soft y Muro.





LEY Nº 9792

(El Peruano, 25 de enero de 1943)



OBISPADO  DE TACNA



EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

Por cuanto:

El Congreso ha dado la ley siguiente:

EL CONGRESO DE LA REPUBLICA PERUANA

Ha dado la ley siguiente:

Artículo 1º.- Créase el Obispado de Tacna que comprenderá los actuales departamentos de Tacna y Moquegua y que será  sufragáneo del Arzobispado de Arequipa.

	Artículo 2º.- Corresponderán al Obispado de Tacna todos los bienes eclesiásticos existentes en los territorio de su jurisdicción.

	Artículo 3º .- Los haberes del Obispo y del Cabildo serán los mismos  que los del Obispado de Puno.

	Artículo 4º.- El Poder Ejecutivo hará la  presentación correspondiente ante la Santa Sede.

	Comuníquese al Poder Ejecutivo, para  su promulgación.

	Dada en  la Sala de Sesiones  del Congreso en  Lima, a los veinticinco días del mes de enero de mil novecientos cuarenta y tres.

	Antonio de la Torre, 2º Vicepresidente del Senado.

	Gerardo Balbuena, Diputado Presidente 

	C. A. Barreda, Senador Secretario.

	M. Leopoldo García, Diputado Secretario.

	Al señor Presidente Constitucional de la República.

	Por tanto: mando se publique y cumpla.

	Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veinticinco días de mes de enero de mil novecientos cuarenta y tres.

Manuel PRADO.

				Alfredo Soft y Muro.





LEY Nº 9793

(El Peruano, 25 de enero de 1943)



OBISPADO DE HUANCAVELICA



EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

Por tanto:

El Congreso ha dado la ley siguiente:

EL CONGRESO DE LA REPUBLICA PERUANA.

Ha dado la ley siguiente:

	Artículo 1º.- Eríjase un Obispado en el departamento de  Huancavelica que  será  sufragáneo del Arzobispo de Lima. La Sede de la Diócesis de Huancavelica será la ciudad de este nombre.

	Artículo 2º.- El personal del Coro de esta Diócesis, será igual al del Obispado de Huaráz.

	Artículo 3º.- El Gobierno atenderá con la subvención correspondiente al sostenimiento del Seminario.

	Artículo 4º.- El Poder Ejecutivo dictará las disposiciones pertinentes para el acuerdo con la Santa Sede.

	Comuníquese al Poder Ejecutivo, para su promulgación.

       Dada en la Sala de Sesiones del  Congreso, en Lima, a los veintinueve días del mes de diciembre de mil novecientos cuarenta y dos.

A. Brandaríz, Presidente del Senado.

Gerardo Balbuena, Diputado Presidente.

Ernesto More, Diputado Pro Secretario.

Al señor Presidente Constitución de la República.

Por tanto: mando se publique y cumpla .

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veinticinco días del mes de enero de mil novecientos  cuarenta y tres.

Manuel PRADO.

			Alfredo Soft y Muro





LEY Nº  10291

(El Peruano, 22 de noviembre de 1945)



OBISPADO DE ICA



EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

	Por tanto:

	El Congreso ha dado la ley siguiente:

EL CONGRESO DE LA REPUBLICA

	Ha dado la ley siguiente:

Artículo 1º.- Créase un Obispado en el Departamento de Ica, sufragáneo del Arzobispado de Lima. La Sede de la Diócesis  será la ciudad de Ica.

Artículo 2º.- El personal del Coro de esta Diócesis será igual al del Obispado de Huánuco.

Artículo 3.- El Poder Ejecutivo atenderá  con la subvención correspondiente al sostenimiento del Seminario y dictará las disposiciones pertinentes  para el acuerdo con la Santa Sede.

Comuníquese al poder Ejecutivo, para su promulgación.

Casa del Congreso, en Lima, a los dieciséis  días del mes de noviembre de mil novecientos cuarenta  y cinco.

José Gálvez, Presidente del Senado.

F. León de vivero, Presidente de la Cámara de Diputados. Alcides Spelucín, senador Secretario.

Carlos Manuel Cox, Diputado Secretario.

Al señor Presidente Constitucional de la República.

Por tanto: mando se publique  y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veintidós días del mes de noviembre de mil novecientos cuarenta y cinco.

J. L. BUSTAMANTE

				Javier Correa.





DECRETO LEY Nº 11422

(El Peruano, 07 de julio 1950)



OBISPADO DE APURÍMAC



EL PRESIDENTE DE LA JUNTA MILITAR DE GOBIERNO

Por cuanto:

La Junta Militar de Gobierno ha dado el siguiente Decreto – Ley

LA JUNTA MILITAR DE GOBIERNO

	En uso de las facultades de que está investida; y de conformidad con lo dispuesto en la Ley Nº 9166, sobre creación de nuevos Arzobispados y Obispados.

	Decreta:

	Artículo 1º.-  Eríjase un Obispado en  el Departamento de Apurímac, sufragáneo del Arzobispado del Cuzco. La sede de la Diócesis será la ciudad de Abancay.

	Artículo 2º.- El personal del Coro de esta Diócesis  será igual al del Obispado de Ica.

	Artículo 3º.- El Poder  Ejecutivo atenderá con la subvención correspondiente  al sostenimiento  del Seminario y dictará las disposiciones para el cuerdo con  la Santa Sede.

	Artículo 4º.- La Diócesis de Abancay iniciará  su Ministerio a partir del 1º de enero de 1951.

	Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los siete días de mes de julio de mil novecientos cincuenta.

General de Brigada Zenón Noriega  Presidente de la Junta  Militar de Gobierno y Ministro de Guerra.

Contralmirante Roque A. Saldías, Ministro de Marina.

General  de Brigada Armando Artola, Ministro de Trabajo y Asuntos Indígenas.

General C.A.P. José C. Villanueva, Ministro de Aeronáutica.

Contralmirante Ernesto Rodríguez, Ministro de Relaciones Exteriores.

General de Brigada Emilio Pereyra Marquina, Ministro de Hacienda  y Comercio.

Coronel Juan Mendoza R. Ministro de Educación Pública.

Coronel  Alberto  León  Díaz,  Ministro de Agricultura.

Teniente Coronel  Augusto Romero Lovo, Ministro de Justicia  y  Culto.

Teniendo Coronel Augusto Villacorta, Ministro  de Gobierno y Policía.

Teniendo Coronel José  del C. Cabrejo, Ministro de Fomento y Obras Públicas.

	Por tanto:

Mando  se imprima, publique y circula y se le dé el debido  cumplimiento.

Lima, 7 de Julio   de 1950

ZENON NORIEGA.

Romero L.





LEY Nº 12672

(El Peruano, 07 de diciembre de 1956)



OBISPADO DE CHICLAYO



EL PRESIDENTE DE LA  REPUBLICA

POR CUANTO:

El Congreso ha dado la ley siguiente:

EL CONGRESO DE LA REPUBLICA PERUANA.

Ha dado la ley siguiente:

Articulo1º.-  Créase un Obispado en el departamento de Lambayeque, que comprenderá además las provincias  de Cutervo, Chota y Santa Cruz  del Departamento de Cajamarca, sufragáneo del Arzobispado de Trujillo. La sede de la Diócesis será la ciudad de Chiclayo.

Artículo 2º.- El personal del Coro de esta Diócesis será igual al del Obispado de Cajamarca.

Artículo 3º.- El Poder Ejecutivo atenderá con la subvención correspondiente al sostenimiento  del Seminario y dictará las disposiciones pertinentes para el acuerdo con la Santa Sede.

Comuníquese al Poder Ejecutivo para su promulgación.

Casa del Congreso, en Lima, a los seis días del mes de diciembre de mil novecientos cincuentiséis.

JOSE GALVEZ, Presidente del Senado.

CARLOS A. LEDGARD, Presidente de la Cámara de Diputados.

E. MARTINELLI TIZON, Senador Secretario.

ERNESTO GUSMAZ, Diputado Secretario.

Al señor Presidente Constitucional de  la REPÚBLICA.

POR TANTO:

Mando se publique  y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los siete días del mes de diciembre de mil novecientos cincuentiséis.

MANUEL PRADO

			AUGUSTO THORNDIKE.





LEY Nº 13001

(El Peruano, 13 de mayo de 1958)



OBISPADO DE HUACHO



El Presidente de la República; 

	POR CUANTO:

El Congreso  ha dado la ley siguiente:

El CONGRESO DE LA REPUBLICA PERUANA.

Ha dado la ley siguiente:

	Artículo 1º.- Créase  un Obispado en la Provincia de Chancay, que  comprenderá además las provincias de Cajatambo y Canta, del Departamento de Lima, sufragáneo del Arzobispado de Lima, con sede en la ciudad de Huacho.

Artículo 2º.- El personal del Coro de esta Diócesis será el siguiente: Obispo, Vicario General y Canciller.

Artículo3º.- El Poder Ejecutivo atenderá con la subvención  correspondiente al sostenimiento del Seminario y dictará las disposiciones pertinentes para el acuerdo respectivo con la Santa Sede.

Comuníquese al poder Ejecutivo par su promulgación.

Casa del Congreso, en Lima, a los seis días del mes de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho.

Enrique Torres Belón, presidente del Senado. 

Carlos A. Ledgard, Presidente de la Cámara de Diputados.

Jorge Eugenio Castañeda, Senador Secretario.

Ramón Abássolo Rázuri, Diputado Secretario.

Al señor Presidente Constitucional de la  República.

	Por tanto.

Mando se publique y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima a los trece días del mes de mayo de mil novecientos cincuentiocho.

MANUEL PRADO

			Manuel Cisneros.





LEY Nº 13738

(El Peruano, 29 de noviembre de 1961)



ARZOBISPADO DE AYACUCHO, PIURA Y HUANCAYO



Art. 1º.- Elévese a la Categoría de Arzobispados de Ayacucho, Piura y Huancayo. El Arzobispo de Ayacucho  tendrá como sufragánea el Obispado de Huancavelica. El Arzobispado de Piura tendrá  como sufragáneo el Obispado de Chachapoyas. El Arzobispado de Huancayo tendrá como sufragáneo el Obispado de Huánuco.

Art. 2º.-  El poder Ejecutivo hará las presentaciones respectivas ante la Santa Sede y queda autorizado para celebrar los acuerdos y dictar las resoluciones conducentes al mejor cumplimiento de la presente ley.

Dado en la casa de Gobierno, en Lima, a los veintinueve días del mes de noviembre de mil novecientos sesentiuno.

MANUEL PRADO 

		Geraldo  Arosemena Garland.





LEY Nº 13760

(El Peruano, 14 de diciembre de 1961)

OBISPADO DEL CALLAO



	Art. 1º.- Eríjase un Obispado en la Provincia Constitucional del Callao, sufragáneo del Arzobispado  de Lima. La sede será la ciudad del callao.

	Art. 2º.- La Diócesis  comprende los límites de la Provincia Constitucional del Callao.

Que queda segregada de la Arquidiócesis  de Lima.

	Art. 3º.- El Poder Ejecutivo atenderá los gastos del Obispado y dictará las disposiciones pertinentes para el acuerdo con la Santa Sede.

	Dada en la Casa de Gobierno en Lima a los catorce días del mes de diciembre de mil novecientos sesentiuno.

MANUEL PRADO 

		Geraldo Arosemna Garland.





DECRETO SUPREMO Nº 58 –C

(El Peruano, 10 de marzo de 1963)



PERSONERÍA JURÍDICA CIVIL DE LAS

PRELATURAS NULLIUS



El presidente de la República

Considerando

Que  la Sede de acuerdo con el Derecho Económico ha creado en el territorio nacional circunscripciones   eclesiásticas  con plena autoridad y bajo la denominación  de  “Prelaturas Nullius”, a fin de prestar la mejor atención  espiritual a los fieles católicos:

Que dichos Prelaturas ejercen canónicamente sobre el clero y la feligresía igual jurisdicción que los Obispados, con  los mismo deberes y prerrogativas:

Estando a lo dispuesto en el Art. 232 de la Constitución del Estado:  Decreta

Reconócese a las circunscripciones eclesiásticas denominadas “Prelaturas Nullius”, la misma personería y capacidad jurídica de que gozan, para los efectos civiles, los Obispados en sus respectivas Diócesis.

Dado en la Casa de  Gobierno, en Lima, el 10 de marzo de 1962.

Manuel Prado, Geraldo, Arosemena Garland, Ministro de Justicia y Culto.





DECRETO SUPREMO Nº 005-72-PM.

(El Peruano, 21 de marzo de 1972)

PERSONERÍA JURÍDICA CIVIL DE LOS

VICARIATOS APOSTOLICOS



EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

CONSIDERANDO

Que las circunscripciones eclesiásticas denominadas “Vicariatos  Apostólicos”, que tienen la misión de la selva están contempladas por el Derecho Canónico y tienen la aprobación de la Santa Sede;

Que dichos “Vicariatos Apostólicos” ejercen igual jurisdicción ordinaria que los “Obispados”  y “Prelaturas Nullius”, con los mismos deberes y prerrogativas, habiendo sido  reconocidos estos últimos por Decreto Nº 58-C de 16 de Marzo de 1962;

Estando a lo dispuesto en el artículo 232 de la  constitución del estado;

DECRETA:

Artículo 1º.- Reconócese a las circunscripciones eclesiásticas denominadas “Vicariatos Apostólicos” la  misma  personería y capacidad jurídica de que gozan, para los efectos  civiles, lo “Obispados” y las “Prelaturas Nullius”.

Artículo 2º.- El presente Decreto supremo será refrendado por el Primer Ministro.

Dado en la casa de Gobierno, en Lima, a los veintiún días del mes de marzo de mil novecientos setentidós.

GERNERAL DE DIVICION  JUAN VELASCO ALVARADO

PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

			Ernesto Montagne Sánchez General de División.





DECRETO SUPREMO Nº 026-83-JUS

(El Peruano, 25 de mayo de 1983)

ELEVACION A DIOCESIS DE LA PRELATURA DE CHIMBOTE



CONSIDERANDO:

Que, Su Santidad el Papa  Juan Pablo II ha elevado a Diócesis la Prelatura de Chimbote;

Que, el artículo 6º. Del Acuerdo suscrito por la Santa Sede y la República del Perú, aprobado por Decreto Ley 23211, establece las formalidades relativas  a la creación de nuevas jurisdicciones eclesiásticas, formalidades que se han cumplido  en el presente caso, mediante  la Nota Nº 9070, de fecha 6 de abril de 1983, de Monseñor Mario Tagliaferri, Nuncio Apostólico en el Perú;

	DECRETA:

	Artículo 1º.- Reconócese para todos sus efectos  jurídicos civiles a Diócesis de la Prelatura  de Chimbote, dispuesta por su Santidad el Papa Juan Pablo II.

	Lima, 25 de mayo de 1983

FERNANDO DELAUNDE TERRY,

Presidente Constitucional de la República,

ARMANDO BUENDIA GUTIERREZ, 

Ministro de Justicia.





DECRETO SUPREMO Nº 001-86-JUS

(El Peruano, 08 de enero de 1986)

ELEVACION A DIOCESIS DE LA PRELATURA DE TARMA





EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

CONSIDERANDO

	Que,  Su Santidad el  Papa Juan Pablo II ha elevado a Diócesis la Prelatura de Tarma;

	Que, el artículo 6º del Acuerdo suscrito por la Santa Sede y la República  de Perú, aprobado por Decreto Ley Nº 23211, establece las formalidades relativas a la creación  de nuevas Jurisdicciones eclesiásticas, formalidades que se han cumplido en el presente caso, mediante la Nota Nº 14256, de fecha 22 diciembre 1985, de Monseñor Serapión Bambonaniro, Encargado de Negocios de la Santa Sede en el Perú;

	DECRETA:

	Artículo 1º.- Reconócese para todos sus efectos jurídicos  civiles la elevación de Diócesis de la Prelatura de Tarma, dispuesta por Su Santidad el Papa Juan Pablo II.

	Dado en la Casa de Gobierno, en Lima a los ocho días del mes de enero de mil novecientos ochentiséis.





DECRETO SUPREMO Nº 001-89-JUS

(El Peruano, 17 de enero de 1989)

ELEVACION A DIOCESIS DE LA  PRELATURA DE CHULUCANAS



CONSIDERANDO:

Que su Santidad el Papa Juan Pablo II ha elevado a Diócesis  la Prelatura de Chulucanas;

Que el artículo 6º. del  Acuerdo suscrito  por la Santa  Sede y la República  del perú, aprobado por Decreto Ley Nº 23211, establece las formalidades relativas a la creación de nuevas Jurisdicciones Eclesiásticas, formalidades que se han cumplido en el presente caso, mediante la Nota Nº 3593 de fecha 1º de diciembre 1988, de Monseñor Luigi Dossena, Nuncio Apostólico en el Perú.

	DECRETA:

	Artículo 1º.- Reconócese para todos sus efectos jurídicos civiles la elevación a  Diócesis de la Prelatura de Chulucanas, dispuesta por su Santidad Juan Pablo II.

	Lima, 13 de Enero de 1989.

ALAN GARCIA PEREZ

CESAR DELGADO BARRETO.

Ministro de Justicia.





DECRETO SUPREMO Nº 001-97-JUS

(El Peruano, 07 de febrero de 1997)

OBISPADOS DE LURÍN, CARABAYLLO Y CHOSICA



EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 

CONSIDERADO:

Que su Santidad el Papa Pablo II ha creado las Diócesis de Lurín, Carabayllo y Chosica, segregando  territorios de la Arquidiócesis de Lima;

	Que el Artículo6º del Acuerdo entre las Anta Sede y la República del perú, aprobado por el Decreto Ley Nº 23211, establece las formalidades  relativas a la creación de nuevas jurisdicciones eclesiásticas, formalidades que se han cumplido en el presente caso, mediante la Nota Nº 2092 de fecha 13 de diciembre de 1996, enviada por Monseñor Fortunato Baldelli, Nuncio Apostólico en el Perú;

	De conformidad con el establecimiento en el numeral 8  del Artículo 118º de la Constitución Política del Perú y en el numeral 2 del Artículo 3º del Decreto Legislativo  Nº 560, Ley del Poder Ejecutivo;

DECRETA:

	Artículo 1º.- Reconócese  para todos sus efectos civiles, la creación de las diócesis  de Lurín, Carabayllo y Chosica, efectuada por su Santidad el Papa Juan Pablo II.

	Artículo 2º.- El presente Decreto Supremo será  refrendado por el  Ministerio de Justicia.

	Dado en la Casa de Gobierno, en lima, a los seis días del   mes de febrero de mil novecientos noventa y siete.

ALBERRTO FUJIMORI FUJIMORI . Presidente Constitucional de la República. CARLOS E. HERMOZA MOYA. Ministro fe Justicia.





A-7.  RESOLUCIÓN MINISTERIAL Nº 017-98-JUS

(El Peruano, 31 de enero de 1998)

REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONES DEL MINISTERIO DE JUSTICIA



Lima, 23 de enero de 1998 

CONSIDERANDO:

	Que por Decreto Ley Nº 25993 se promulgó la Ley Orgánica del Sector Justicia, y por  Resolución Ministerial Nº 571-94-JUS, se aprobó el reglamento de Organización y Funciones del Ministro de Justicia,

	Que el Artículo 44º del Decreto Supremo Nº 015-93-JUS, Creo la comisión evaluadora  para la Aplicación de la ley de Arrepentimiento, dependiente del Ministro de Justicia:

	Que mediante Ley Nº 26497, se promulgó la Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil, que su Segunda Disposición Final modifica el Artículo 7º del Decreto Ley Nº 25993, sobre la estructura orgánica del Ministerio de Justicia;

	Que la Tercera Disposición de la Ley Nº 26612 modificó el inciso h) del Artículo 6º  y el Artículo 19 del Decreto Ley Nº 25993, relacionados con las funciones del Ministerio de Justicia;

	Que el Artículo 1º de la Ley Nº 26872 declaró de interés nacional la institución y desarrollo de la Conciliación, asignándole al Ministerio de Justicia diversas funciones relacionadas a este importante medio alternativo de solución de conflictos;

	Que por Decreto Legislativo Nº 866 se aprobó la Ley de Organización y  Funciones del Ministerio de promoción de la Mujer y del Desarrollo Humano, cuya Primera Disposición Complementaria que se transfieran a dicho Ministerio algunas funciones de diversas entidades y organismos descentralizados, relacionadas con su competencias;

	Que en virtud de lo expuesto  en los considerandos anteriores se hace necesario aprobar el nuevo Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de Justicia; 

	De conformidad con el Decreto Legislativo Nº 560 y el Decreto Ley Nº 25993;

	SE RESUELVE:

	Artículo 1º.- Aprobar el nuevo Reglamento  de Organización  y Funciones del Ministerio de Justicia, el mismo que consta de cinco (5) títulos, nuevos (9) capítulos y ciento once (111) artículos, que forma parte integrante de la presente resolución.

	Artículo 2º.-  Dejar sin efecto la Resolución Ministerial Nº 571-94JUS y demás disposiciones  que se opongan a la presente.

	Regístrese, comuníquese y publíquese.

	ALFRESO QUISPE, CORREA, Ministro de Justicia



REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONES

INTRODUCCION

	El Presente Reglamento de Organización y Funciones es un instrumento normativo de gestión institucional en el que  se precisan la finalidad, competencia, objetivos y funciones  de las unidades orgánicas del Ministerio de Justicia a fin de imperio de la ley, el derecho y la justicia.

	Responde el presente Reglamento a un proceso de diseño, identificación análisis y armonización de funciones y estructuras. Tiene su base legal en el Decreto Ley Nº 25993 – ley Orgánica del Sector Justicia, en la Ley Nº 26497 y demás  normas que modifican la estructura orgánica  y funciones del Ministro de Justicia.

GENERALIDADES

El presente Reglamento y Funciones  establece la finalidad, competencia, objetivo, estructura y  funciones de los órganos del Ministro de Justicia el tercer nivel organizacional  y su ámbito de aplicación comprende a todos los órganos que lo conforman.

	El Ministerio de Justicia tiene  su domicilio legal en la  calle Spición Llona Nº 350 distrito de Miraflores.

	El  Ministerio de Justicia fue restablecido por el Decreto Ley Nº 23103 del 2-7-80 con la jerarquía antigüedad y prerrogativas  que le corresponde, e inició sus actividades el 28 de julio del mismo año; su duración es indeterminada.



DE LA DIRECION DE ASUNTOS ECLESIASTICOS

	

Artículo 72º.- La Dirección de Asuntos Eclesiásticos se encarga de coordinar las relaciones del Poder Ejecutivo con la Iglesia Católica así como con otras confesiones cuando el Estado establezca formas de colaboración institucional  con ellas.

	Artículo 73.- Son funciones de la Dirección de Asuntos Eclesiásticos:

Dirigir y coordinar acciones tendentes a profundizar  la colaboración del Poder Ejecutivo y las relaciones del Sector  con la Iglesia  Católica y con otras confesiones cuando así lo  establezca el Estado;

Absolver  consulta y realizar coordinaciones sobre asuntos de su competencias;

Proyectar Decreto Supremo de reconocimiento de creación o supresión de jurisdicciones eclesiásticos hechas por la Santa Sede; así como Resoluciones de reconocimiento de nombramiento de los integrantes de la jerarquía eclesiástica , y otorgamiento de pensión a los obispos dimisionarios de asignaciones al personal eclesiástico y civil al servicio  d la iglesia.

Legalizar las firmas autoridades de la Iglesia, documentación sobre migración de su personal  y en otros documentos eclesiásticos, para su uso en el exterior, de los fines civiles;

Emitir informes y tramitar la aprobación de provenientes del exterior destinados a las  jurisdicciones  de la Iglesia Católica; y 

Las  demás funciones que le asigne al Director Nacional.





A-8.  DECRETO LEY N 23020

(El Peruano, 30 de abril de 1980)

GRADO DE GENERAL DE BRIGADA AL

VICARIO GENERAL CASTRENSE



CONSIDERANDO:

Que por Resolución Suprema N�SIMBOLO 176 \f "Symbol" \s 11�∞� 149 CGEX del 28 de Agosto de 1967, se nombró al Arzobispo Titular de Pederodiana Monseñor Alcides Mendoza  Castro, Vicario General Castrense con el grado de General de Brigada EP. Asimilado;



	Que el General de Brigada EP. Alcides Mendoza Castro tiene 13 años en condición de Asimilado y además cuenta con más de 28 años de servicios al Estado;

	Que los derechos administrativos del citado Oficial General se regulan por el Ministerio de Guerra (Ejército), al margen de la dependencia que sobre la Vicaria General Castrense tiene el Comando Conjunto d la Fuerza Armada; 

	Que teniendo en cuenta lo expuesto, los buenos servicios prestados y el alto cargo de Vicario General Castrense de la República Peruana que ostente el citado Oficial General, corresponde por derecho otorgarle la efectividad en el Grado;

	En uso de las facultades de que está investido; y

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;

	Ha dado el Decreto Ley siguiente:

	Art. Unico.- Otórgase la efectividad en el grado de General de Brigada a don ALCIDES MENDOZA CASTRO, Vicario Gral. Castrense.

	Por Tanto: Mando se publique y cumpla.

	Lima, 30 de Abril de 1980

	Gral. De Div. EP Fco.   Morales Bermúdez C.

	Gral. De Div. E.P. Pedro Richter Prado.

Primer Ministro y Ministro de Guerra. En cargo de la cartera de Marina.

	Tnte. Gral. F.A.P. Luis Arias Graziani.







EDUCACIÓN Y ASUNTOS CULTURALES



B-1.  LEY Nº 23384

LEY GENERAL DE EDUCACION 

(El Peruano, 18 de mayo de 1982)

	

Artículo 16o.- La educación religiosa se imparte como elemento formativo de la personalidad de educando a lo largo de todo el proceso educativo, sin violar la libertad de conciencia de educando y los educadores. La educación religiosa es determinada libremente por los padres de familia o por los educandos que sean mayores de edad.

	

El Estado colabora  con la educación católica de conformidad con el Acuerdo vigente con la Santa Sede. Las diversas confesiones coordinan su acción educativa con el Ministerio de Educación.

	

Art. 59o.- La Facultad de Teología Pontificia y Civil de Lima se rige por lo dispuesto en el Decreto Ley Nº 18009.

	

Los seminarios diocesanos y los centros de formación de las comunidades religiosas reconocidas por la Conferencia Episcopal Peruana, tienen el régimen establecido en el Acuerdo vigente con la Santa Sede.

	

Artículo 110o.- Los centros educativos de gestión no estatal tienen patrimonio individualizado que no se confunde con el de los promotores.

La determinación de su línea axiológica, su dirección, organización  y control directo corresponde a la persona natural o jurídica que los haya creado, o a quien esos derechos hubieran sido legítimamente  transferidos. Los bienes de estos Centros Educativos quedan afectados a ellos en forma permanente y, en  caso de poner fin a sus actividades, se aplica al Centro las reglas del Artículo  63o. Del Código Civil.





B-2.  DECRETO SUPREMO N° 016-72-ED

 (El Peruano, 26 de Diciembre de 1972)

REGLAMENTO DE EDUCACION RELIGIOSA



CAPITULO I

DE LOS PRINCIPIOS GENERALES

ART. 1�SIMBOLO 111 \f "Symbol" \s 11�o�.- Los principios que regulan la Educación Religiosa son;

La inviolabilidad de la libertad de conciencia y de creencia de los padres de familia, alumnos y educadores;

El derecho de opción que los padres de familia o apoderados tienen sobre la educación religiosa de sus hijos o pupilos, y asimismo, el derecho de opción de los educandos a optar en orden a la educación religiosa de acuerdo a su edad y madurez psicológica.

El respeto a la libertad del profesor para asumir o abstenerse de la responsabilidad de la educación religiosa por motivos de conciencia.

El respeto y la tolerancia de parte del docente a las actitudes, creencias, libros y objetos religiosos de las distintas confesiones.

El respeto a las observancias religiosas de cada confesión de tal forma que no constituyan impedimento para la participación de los educandos en las diferentes actividades educativas.

El derecho que asiste a las familias y a los grupos confesionales a promover el funcionamiento de Centros y programas educativos de acuerdo con sus creencias.

El derecho a la exoneración de la educación religiosa a solicitud en los centros y programas educativos.



CAPITULO II

DE LOS OBJETIVOS



Art. 2º.- Son objetivos de la Educación Religiosa:

Estimular el desarrollo del sentido y conocimiento religioso de los educandos, como parte de su formación integral;

Cultivar la conciencia crítica del educando de modo que lo comprometa desde su fe, en la construcción de una sociedad justa y libre.

Estimular en el educando respeto y tolerancia por las personas que tienen actitudes o creencias distintas o deciden no tener ninguna.

Armonizar la educación religiosa que se ofrece en los Centros Educativos con la que se da en el hogar y la comunidad.



CAPITULO  III

DEL CURRICULUM DE EDUCACION RELIGIOSA

	

Art. 3º.- La educación religiosa debe ser progresiva, concorde con la maduración del educando de modo que facilite una adhesión libre y espontánea a su compromiso de fe.

Art. 4º.- Cada Confesión Religiosa elaborará el Curriculum de educación religiosa correspondiente a la misma, así como las Guías Didácticas y Textos, en coordinación con el Ministerio de Educación, el cual les dará valor oficial.

Art. 5º.- Los currículos, Guías Didácticas y demás materiales de educación religiosa llevarán, en lugar visible, el nombre de la Confesión Religiosa a que corresponde.



CAPITULO IV

DE LA COORDINACION DE LA EDUCACION RELIGIOSA



Art. 6º.- Las Confesiones Religiosas participarán en la supervisión, orientación didáctica y evaluación de la educación religiosa en los Centros Educativos y Programas Desescolarizados estatales y particulares, en coordinación con el Ministerio de Educación.

Art. 7º.- Cada Confesión Religiosa propondrá para su nombramiento uno o varios supervisores para cada Núcleo y/o Zona de Educación en que se da educación religiosa de la misma.

Art. 8º.- La Dirección de cada Núcleo Educativo Comunal se encargará del estudio socio - religioso de la comunidad dentro de la cual se desempeña, con la participación de las distintas Confesiones, ara los efectos del cumplimiento de lo prescrito en el Art. 18º. De la Ley.

Art. 9º.- Los Consejos Educativos Comunales incluirán entre sus miembros y dentro de la proporción del 30% que señala el Art. 74° de la Ley General de Educación para las instituciones locales, un representante de las Confesiones Religiosas, elegido como tal por las mismas.

Art. 10º.- El Ministerio de Educación promoverá el establecimiento de un Consejo de Educación Religiosa a nivel nacional, integrado por las distintas Confesiones Religiosas, dicho Consejo estará encargado de asesorar al Ministerio de Educación en lo concerniente a la educación religiosa dentro del sistema.



CAPITULO V

DE LA EDUCACION RELIGIOSA EN LOS DISTINTOS

NIVELES Y MODALIDADES



Art. 11º.- Los padres de familia o apoderados al matricular a sus hijos o pupilos en el Centro de Educación Inicial, Básica Regular y Especial indicarán su decisión acerca de la educación religiosa de sus hijos o pupilos, manteniendo el derecho a modificarla cuando lo consideren conveniente.

Art. 12º.- Al matricularse en un Centro Educativo de Educación Básica Laboral, el educando manifestará su decisión en materia de educación religiosa, manteniendo el derecho de modificarla cuando lo considere conveniente.

Art. 13º.- En las Escuelas Superiores de Educación Profesional (ESEPS) se ofrecerán cursos y conferencias electivos en materia de educación religiosa, los cuales según los casos, podrán tener valor crediticia.

Art. 14º.- La educación religiosa en la modalidad de Educación Especial se ofrecerá de acuerdo al tipo de excepcionalidad del educando.

Art. 15º.- Todos los Centros Educativos de los Niveles Inicial y Básico, en sus cuadros de distribución horaria semanal señalarán un tiempo adecuado para la realización de la educación religiosa.



CAPITULO VI

DEL PROFESORADO A CARGO DE EDUCACION RELIGIOSA



Art. 16º.- Para ejercer la docencia en materia religiosa se requiere:

Los requisitos exigidos por la Ley para la docencia.

Autorización de la Confesión Religiosa correspondiente.

Art. 17º.- De no contarse en los Centros Educativos con personal de planta para encargarse de la educación religiosa se podrá contratar personal supletorio que satisfaga los requisitos establecidos en el artículo anterior.

Art. 18º.- En las ESEPS que cuentan con programas de formación magisterial se ofrecerán cursos correspondientes a la especialidad de educación religiosa con carácter opcional y valor crediticio.

Art. 19º.- A solicitud de los padres de familia o educandos los Centros Educativos de nivel Básico deberán designar profesores encargados de la educación religiosa, siempre que haya un mínimo de 40 alumnos de la misma confesión.

Art. 20º.- Si en un Centro Educativo de nivel Básico no hubiere por lo menos 40 alumnos de la misma Confesión Religiosa y/o un profesor aceptado por ella, dicha Confesión podrá a su propia costa, designar un docente encargado de la educación religiosa de los respectivos alumnos.



CAPITULO VII

EDUCACION RELIGIOSA Y COMUNIDAD



Art. 21º.- Los docentes encargados de la educación religiosa procurarán armonizar su trabajo con la familia y con las comunidades religiosas de la localidad promoviendo la participación de los educandos en las actividades de sus Confesiones y en aquellas que se realicen con carácter interconfesional.





B-3.  RESOLUCION MINISTERIAL Nº 0117-75-ED

REGLAMENTO DEL CONSEJO NACIONAL

DE EDUCACION RELIGIOSA



Lima, 24 de Enero de 1975.



CONSIDERANDO:

	

Que de conformidad con el Art. 10º. Del Reglamento de Educación Religiosa –Decreto Supremo No. 16-ED-72- el Consejo Nacional de Educación Religiosa establecido por dicho dispositivo ha formulado el proyecto de Reglamento correspondiente;

	Que dicho proyecto ha sido consultado a las diferentes confesiones religiosas y revisado por el Consejo Superior de Educación;

	Que, en consecuencia, es preciso poner en vigencia el mencionado Reglamento; y

	Estando a lo opinado por la Dirección Superior;



	SE RESUELVE

	Apruébase, el Reglamento del Consejo Nacional de Educación Religiosa, que consta de 4 Capítulos y 15 Artículos.

	Regístrese y comuníquese.

	Gral. De Div. EP. ALFREDO CARPIO BECERRA,

	Ministerio de Educación.





B-4.  RESOLUCION MINISTERAL N° 894-87-ED



Lima, 18 de Diciembre de 1987.

Vistos los documentos que se adjuntan:

CONSIDERANDO:

	Que, lo oficina Nacional de Educación Católica, ONDEC, a través de las Escuelas Superiores de Educación del país, en virtud a las Resoluciones Ministeriales N° 1015-18-ED, del 03-10-81 y, N° 1242-84-ED del 11-10-84, ha desarrollado Cursos de Implementación Doctrinal y Técnico-Pedagógico Docente en Educación Religiosa Católica;	

	Que, de los informes procesados por la Dirección General de Educación Superior, se concluye que dichos cursos han brindado Perfeccionamiento y Capacitación a un número significativo de Profesores y personal no docente, para el desarrollo de acciones de la fe Católica, en los Centros Educativos del país, así como en la  comunidad cristiana.

	Que es política del Ministerio de Educación promover, apoyar y desarrollar acciones de Capacitación y Perfeccionamiento Magistral;

	Que, las acciones previstas por la ONDEC, están enmarcadas en los alcances de la Resolución Ministerial N° 841-87-ED del 02-12-87.

	De conformidad con la Ley General de Educación de Educación N° 23384, Ley del Profesorado N° 24029 y Reglamento de la misma, Decreto Supremo N° 31-85-ED, la opinión  favorable de la Dirección General de Educación Superior y, de acuerdo con el Artículo 4° del Decreto Supremo N° 015-81-ED y el Artículo 5° del Decreto Legislativo N° 135, Ley de Organización y Funciones del Sector Educativo;

	SE RESUELVE:

	1°.- AUTORIZAR, a la Oficina Nacional de Educación Católica, ONDEC, para  continuar con el desarrollo de Cursos de CAPACITACION Y PERFECCIONAMIENTO DOCTRINAL Y TECNICO PEDAGOGICO DOCENTE; los mismos  que se desarrollarán de acuerdo a las siguientes normas específicas:

a. Los estudios  se realizarán en dos fases:

Fase Residencial que se desarrollará de Enero a Marzo con un total de 150 horas; y

Fase a Distancia, que se desarrollará de Abril a Diciembre, con un equivalente a 150 horas de trabajo independiente a cargo del participante.

b. Los estudios  se desarrollarán en base a los objetivos y contenidos  establecidos en las Estructuras Curriculares Básicas, elaborados por la ONDEC.

c. Participación en los Cursos de PERFECCIONAMIENTO: Personal docente titulado  de los Centros Educativos de gestión Estatal de los niveles de Educación Inicial, Primaria o Secundaria; y, en los Cursos de CAPACITACION, Personal no Docente.

d. Al concluir  aprobado cada año de estudios los participantes recibirán:

En los Cursos de Perfeccionamiento: Certificado de Perfeccionamiento

En los Cursos de Capacitación: Constancia  de Capacitación.

En ambos casos se indicarán las asignaturas desarrolladas y correspondiente  duración.

e. Al concluir  el Tercer Año, los participantes se harán acreedores a:

En los Cursos de Perfeccionamiento: Diploma de Perfeccionamiento

En los Cursos de Capacitación: Certificado de Capacitación 

Los referidos documentos serán otorgados  por la ONDEC; la Escuela de Educación Religiosa y la Autoridad Educacional de la  Jurisdicción.

	2°.- DISPONER que la ejecución de los Cursos de referencia se realicen en las siguientes sedes:

DIRECCION DEPARTAMENTAL DE EDUCACION DE LAMBAYEQUE

Escuela Superior de Educación Religiosa de Chiclayo.

DIRECCION DEPARTAMENTAL DE EDUCACION DE LIMA

Escuela Superior de Educación Religiosa de Lima y Yauyos

DIRECCION DEPARTAMENTAL DE EDUCACION DE JUNIN

Escuela Superior de Educación Religiosa de Huancayo y San Ramón.

DIRECCION DEPARTAMENTAL DE EDUCACION DE CUSCO

Escuela Superior de Educación Religiosa del Cuzco

DIRECCION DEPARTAMENTAL DE EDUCACION DE LORETO

Escuela Superior de Educación Religiosa de Iquitos y Requena

DIRECCION DEPARTAMENTAL DE EDUCACION DE PUNO

Escuela Superior de Educación Religiosa de Puno.

DIRECCION DE EDUCACION DEL CALLAO

- Escuela Superior de Educación Religiosa del Callao.

DIRECCION DEPARTAMENTAL DE EDUCACION DE ICA.

Escuela Superior de Educación Religiosa de Ica.

DIRECCION DEPARTAMENTAL DE EDUCACION DE AREQUIPA

Escuela Superior de Educación Religiosa de Arequipa

DIRECCION DEPARTAMENTAL DE EDUCACION DE AMAZONAS

Escuela Superior de Educación Religiosa de Chachapoyas

DIRECCION DEPARTAMENTAL DE EDUCACION DE LA  LIBERTAD

Escuela Superior de Educación Religiosa de Trujillo.

DIRECCION DEPARTAMENTAL DE EDUCACION DE PIURA

Escuela Superior de Educación Religiosa de Piura.

DIRECCION DEPARTAMENTAL DE EDUCACION DE CAJAMARCA

Escuela Superior de Educación Religiosa de Cajamarca

DIRECCION ZONAL DE EDUCACION DE JAEN

Escuela Superior de Educación Religiosa de Jaén

DIRECCION DEPARTAMENTAL DE EDUCACION DE ANCASH

Escuela Superior de Educación Religiosa de Huaraz

DIRECCION ZONAL DE EDUCACION DE CHIMBOTE

Escuela Superior de Educación Religiosa de Chimbote.

3°.- La presente Resolución tiene vigencia por un período de tres promociones, a partir de la fecha de expedición de la misma. 

4°.- Las Escuelas Ejecutoras presentarán al final de cada ciclo Residencial  y Distancia un Informe Evaluativo sobre los Cursos. La Oficina Nacional de Educación Católica consolidará la información y lo remitirá a la Dirección de Formación Magisterial.

5°.- El desarrollo de los Cursos serán supervisados por las Direcciones Departamental, Zonales o Unidades  de Servicio Educativos según corresponda, en  coordinación con las oficinas Diocesanas de cada ámbito eclesiástico.

					Regístrese y comuníquese

		(fdo.) MERCEDES CABANILLAS DE LLANOS DE LA MATA

					Ministra de Educación 

		



B-5.  RESOLUCION MINISTERIAL N° 136-89-ED.

						

Lima, 08 de Marzo de 1989

		Viste al oficio N°927/88-CEE de 27 de diciembre de 1988, remitido por el Presidente de la comisión Episcopal de Educación, mediante la cual propone coordinar esfuerzos  y celebrar un Convenio, entre la Oficina Nacional de Educación católica y el Ministerio de Educación para la ejecución de programas de complementación, Perfeccionamiento, Especialización  y Post - Grado, para profesores en la línea de acción de educación Religiosa católica en los diferentes niveles y/o modalidades  del Sistema  Educativo Nacional.



CONSIDERANDO:

		Que, es política del Ministerio de Educación, promover programas de Complementación, Perfeccionamiento, Especialización y Post - Grado dirigido a docentes en servicio a fin de alcanzar una adecuada preparación académica y profesional para asegurar el debido   cumplimiento de su  labor docente.

		Que, el Ministerio de Educación a través de la Oficina de Desarrollo Magisterial – ODEMA y la Oficina Nacional de Educación Católica ONDEC, han  elaborado conjuntamente el convenio de Cooperación Inter - Institucional  para desarrollar los respectivos programas antes mencionados;

		Estando a lo opinado por la Oficina de Desarrollo Magisterial, las visaciones de la Oficina de Personal, de la Oficina  de Asesoría Jurídica y del Vise Ministro del Ramo; y; 

		De conformidad con lo establecido en el Capítulo  III de Título II de la Ley de Profesorado N° 24029, el Decreto Legislativo  N° 135, Ley  de Organización y Funciones  del Sector Educación, el Decreto  Supremo N° 015-81-ED y la Ley General de Educación N° 23384.

		SE RESUELVE:

		Artículo Unico, “APROBAR Y SUSCRIBIR el Convenio a celebrarse entre el Ministerio de Educación y la Oficina nacional de Educación para la ejecución  de programas de Complementación, Perfeccionamiento, Especialización y Post – Grado para docente  que laboran  en la línea de acción de Educación Religiosa Católica, en los diferentes niveles y/o modalidades del Sistema Educativo Nacional, el mismo que consta de seis cláusulas y que forman parte de la presente Resolución.

		Regístrese y Comuníquese,

		( fdo) MERCEDES CABANILLAS DE LLANOS DE LA MATA						Ministra de Educación



CONVENIO DE COOPERACION INTER-INSTITUCIONAL ENTRE EL MINISTRO DE EDUCACION Y LA OFICINA NACIONAL DE EDUCACION CATOLICA – ONDEC 



Consta por el presente	convenio de cooperación Inter – Institucional que suscriben de una parte, el Ministerio de Educación, representado por la Dra. Mercedes Cabanillas de Llanos de la Mata, identificada con L.E. N° 06589403, con domicilio legal en el Parque  Universitario s/n Ministerio de educación, que para los efectos del presente Convenio se llamará “Ministerio”; y de la otra parte, la Oficina Nacional de educación Católica, representa por Monseñor José Ramón Gurruchaga Ezama, SDB, Presidente de la comisión Episcopal de Educación, identificado con L.E. N° 09430699, con domicilio legal en río de Janeiro 488, Jesús María – Lima, que para los efectos del Convenio se denominará  “ONDEC”; los términos y condiciones del presente Convenio son:



PRIMERO: El Ministerio y la oficina nacional de educación católica – ONDEC, en concordancia con sus fines, objetivos y lineamiento de política educativa, declaran sus propósitos  de concertar esfuerzos para lograr una estrecha y eficaz colaboración orientada a la Complementación, Perfeccionamiento, Especialización y Curso de Post – Grado para los profesores integrantes del Magisterio nacional en la línea de acción de educación religiosa católica, en lo diferentes niveles y/o modalidades del Sistema educativo Nacional.

SEGUNDO:	Para el cumplimiento de estos propósitos el Ministerio y la ONDEC, se comprometen a proporcionar las facilidades necesarias a través de las instancias administrativas y educacionales respectivas; designar un coordinador en los respectivos Cursos y Programas de capacitación y Perfeccionamiento en educación Religiosa; y de formular y ejecutar proyectos específicos que se inscriban en el marco del presente Convenio.

TERCERO:	Los Cursos y Programas a que se refiere el presente Convenio podrán ser ejecutados por las Escuelas  Superior de educación religiosa (ESER), los Institutos Superiores pedagógicos con especialidad en Educación  Religiosa, los Seminarios Diocesanos y los Centros 	de Formación de las comunidades Religiosas, siempre que reúne las condiciones legales indispensables de nivel académico, así como los recursos materiales e infraestructura necesarios.

CUARTO:	Las entidades a que se refiere la cláusula anterior formularán según la naturaleza y duración de los cursos y programas las estructuras  básicas curriculares y los sílabos. correspondiente, en coordinación con  la comisión Episcopal de Educación, a través de la ONDEC, para su aprobación por el respectivo ordinario de la circunscripción eclesiástica. Así mismo, dichas entidades seleccionarán a los participantes en los cursos de conformidad con sus respectivos Reglamentos Internos. Los cursos serán autofinanciados por los participantes debiendo aquellas ofrece un 10% de Becas a los postulantes aprobados.

QUINTO:	El presente  convenio tiene una duración  de (3) tres años a partir de la fecha de suscripción, pudiendo ser prorrogado a solicitar de las partes, con treinta días de anticipación a su vencimiento.

SEXTO:	El Ministerio se compromete a otorgar licencia con goce de remuneraciones a los miembros del Magisterio Nacional al servicio del  Estado en la línea de Educación Religiosa que fueran propuestas por el Ramo y Seleccionados por las entidades a que se refiere el presente convenio, según la naturaleza del curso y por el tiempo regular que duren los estudios.

El presente Convenio consta de seis cláusulas y con la conformidad de ambas partes se suscribe en la ciudad de Lima, a los 14 días del mes de Febrero de mil novecientos ochenta y nueve.



(Fdo)								(Fdo)

Mons. JOSE RAMON GURRUCHAGA EZAMA, SDB	 MERCEDES CABANILLAS DE 

         LLANOS DE LA MATA

  	Obispo Presidente de la Comisión		    	            Ministra de Educación 	

     	         Episcopal  de Educación







B-6.  RESOLUCION SUPREMA N° 23-90-ED

RECONOCIMIENTO DEL FUNCIONAMIENTO DE LAS OFICINAS

DIOCESANAS DE EDUCACIÓN CATÓLICA



Lima, 16 de Julio de 1990.

		CONSIDERANDO:

		Que el Estado Peruano, de conformidad con el Artículo 86° de la Constitución “reconoce a la Iglesia Católica como elemento importante en la formación histórica, cultural y moral del Perú”, brindándose su  colaboración;

		Que por Resolución Suprema N° 15 del 21 de Enero de 1956 se reconoció oficialmente el funcionamiento de la Oficina Nacional de Educación Católica encargándose la coordinación de sus actividades con las Direcciones de Primaria, Secundaria y Normal para garantizar la enseñanza religiosa católica en todos los grados tal como la prescribía  la Ley Orgánica de Educación;

		Que de conformidad con el proceso de desconcentración del Sector Educación y con el propósito de garantizar una mayor coordinación entre la educación a cargo de la Iglesia católica con las dependencias del Ministerio de Educación, desde 1970, por Resolución Ministerial N° 639 del 10 de marzo, se reconoció Representantes – Delegados de la educación católica en las siete regiones de educación existente en ese entonces, Habiéndose ido incrementando de conformidad con los cambios generados por la creación de Direcciones Departamentales, Zonales de educación y Unidades de Servicio educativo;

		De conformidad con el artículo 86° la constitución, el Acuerdo  suscrito entre la Santa Sede y la república del Perú, aprobado por el Decreto Ley N° 23211 y el artículo 16° de la Ley General  de Educación N° 23384;

		SE RESUELVE:

		Artículo 1°.- Reconocer oficialmente el funcionamiento de las Oficinas Diocesanas de Educación católica (ODEC) establecidas en las Arquidiócesis, Diócesis, Prelaturas y Vicariatos del territorio nacional.

		Artículo 2°.- Las Oficinas diocesanas de Educación Católica (ODEC) mantendrán una dependencia funcional con la OFICINA NACIONAL DE EDUCACION CATOLICA (ONDEC) y coordinación  sus acciones con los Organos Desconcentrados del Ministerio de Educación y la Autoridad Educativa de la jurisdicción, de ser el caso, para garantizar la educación Religiosa Católica.

		Artículo 3º.- Las Oficinas diocesanas de Educación Católica (ODEC) estarán a cargo de un Director (a) que será nombrado por la Autoridad Eclesiástica respectiva y acreditado por la ONDEC ante la Autoridad Educativa para su reconocimiento  oficial.

		Artículo 4°.- Las Dependencias del Ministerio de Educación brindarán las facilidades necesarias para garantizar su funcionamiento.

				Regístrese  y comuníquese,





RUBRICA DEL PRESIDENTE CONSTITUCIONAL

                   DE LA REPUBLICA			MERCEDES CABANILLAS DE LLANOS 

DE LA MATA

							    	      Ministra de Educación





B-7.  RESOLUCIÓN MINISTERIAL N° 483-89-ED

(03 de agosto 1989)

REGLAMENTO DE CENTRO EDUCATIVOS DE  ACCION CONJUNTA

IGLESIA CATOLICA - ESTADO PERUANO



					

Art. 1. 	Los centros Educativos de Acción  Conjunta entre la Iglesia  Católica y el Estado Peruano  son centros promovidos, organizados y conducidos  por la Iglesia Católica, con personal reconocido por su autoridad competente  y autorizados aquellos por el Ministerio de Educación.



	Estos centros Educativos que para efecto del  presente Reglamento se denominan en adelante Centros Educativos de Acción Conjunto, tienen por finalidad brindar una educación fundada en los principios de la fe cristiana señalados en el Proyecto Educativo Católico” y en  el magisterio de la Iglesia.

	Específicamente persiguen.

Brindar  al educando una educación integral centrada en los valores reconocidos para tal  desarrollo por la Iglesia Católica.

Afianzar las bases de una sólida democracia.

Cultivar los sentimientos patrios, la integración cultural a lo propio, desde una amplia perspectiva latino americana.

Fundar  ésta en principio que atiendan al  bien común, respecto a la vida y que salva  guarden los derechos humanos de todos por igualdad.

Orientar el desarrollo del educando en base a principios axiológicos que les permitan asumir  un compromiso concreto en su fe y sanas verdades para su Patria como hombres del futuro.



Art.2. 	La variada actividad educacional de la Iglesia  descrita en el Art. 1 de sete Reglamento, se refiere a los Centros Educativos siguientes:

C.E. de Financiación Mixta

C. E. de Régimen Gratuito

C. E. Nacionales  en Convenio



Art. 3. 	Los Centros Educativos a que se contrae el presente Reglamente podrán ofrecer servicios al educando en todos los niveles y modalidades en sus formas escolarizadas y no escolarizadas señaladas en la  Ley General de Educación y autorizadas oficialmente como tales.



Art. 4. 	Los Centros Educativos de Acción Conjunto Iglesia Católica – Estado Peruano, darán preferencia a  los alumnos que provengan de familias de escasos  recursos económicos y que vivan en el ámbito  geográfico de su jurisdicción.



Art. 5. 	La apertura, ampliación y/o modificación de estos Centros Educativos serán autorizados por el  Ministerio de Educación, previo informe de la Oficina nacional de Educación Católica – ONDEC y con  la aprobación del Obispo u organismo señalado por  él mismo.



Art. 6. 	La disolución de un Centro Educativo sujeto al presente Reglamento, será  autorizado por el Ministerio de Educación, a solicitud de los Promotores y previo informe de la Oficina Nacional de  Educación  Católica – ONDEC, el permiso escrito del  Obispo del lugar y al cumplimiento de las disposiciones legales vigentes.

Art.7. 	El personal Directo, Jerárquico, Docente y Administrativo de dichos Centros Educativos estarán integrados por el personal que reúna los  requisitos de ley para ejecutar la docencia y  serán nombrados de acuerdo con la Institución.

Art. 8. 	El Estado ayuda a la financia de estos Centros Educativos de Acción Conjunto mediante  plazas, subvenciones y/o transferencias a través de  la ONDEC, la cual dará  cuenta de su distribución  a los organismos respectivos del Ministerio de  Educación.

Art. 9. 	En lo referente a pensiones y gatos de operación, los Centros Educativos  de Acción conjunta  mencionados antes se regirán por las siguientes  normas:

Los Centros Educativos  de financiación mixta cobrarán pensiones módicas  con conocimiento  de la ONDEC para completar el presupuesto de  operación según lo estipula el Reglamento de  CC.EE. y Programas No Estatales en el  Cap.  “régimen Económico” del D.S 05-84-ED.

Los Centros educativos de Régimen gratuito  no podrán cobrar pensiones y se regirán por  las mismas normas establecidas para los Colegios  Nacionales.

Los Centros educativos en convenio se regirán por las normas establecidas por el Ministerio de Educación en lo referente a los aportes de  los Padres de Familia y/o participantes.

Los centros Educativos de Financiación Mixta y los Centros Educativos en convenio  otorgarán Becas a los alumnos huérfanos de uno o ambos padres y a los de escasos recursos que  se destaquen en  rendimiento y conducta.

Art.10. 	Lo estipula en el art. 9 del presente Reglamento no exime a los Padres de Familia de contribución  al mantenimiento y/o mejoramiento  de la infraestructura del C.E. en la  medida de sus capacidades económicas y/o potencial humano.

Art.11. 	Las plazas para Directores y el Personal Docente, Administrativo o de Servicio, otorgadas por el Ministerio de Educación, serán cubiertas necesariamente a propuesta del Director del centro Educativo, en coordinación en el Promotor (y visto bueno de la Oficina nacional de educación Católica – ONDEC). Recibida la propuesta, el Ministerio de Educación efectuará el  nombramiento  a través de sus organismos correspondientes, cautelando que se cumplan los requisitos de ley e información de inmediato a la ONDEC y ésta al organismo de su jurisdicción.

Art.12. 	El personal al que se refiere al artículo anterior, estará a la legislación del personal  que presta servicios al Estado.

Art.13. 	El personal que no ocupe una plaza financiada por el Estado, estará sujeto a la legislación vigente para los trabajadores de la actividad privada y su administración corresponde al respectivo Centro Educativo.

Art.14. 	Las plazas de Directores, docentes, Administrativos y de servicio, otorgadas por el Ministerio de  Educación a estos Centros Educativos y financieros  por el Estado, serán  considerados en el pliego de educación, dentro del presupuesto administrado por cada Unidad de Servicio Educativos.

Art.15. 	En cada Centro educativo, se organizará en escalafón del personal que labore en esos Centros  donde se registran los méritos y deméritos del  personal que presta servicio en ellos.

Art.16. 	El monto de las asignaciones que el  Estado asigne a la ONDEC será incrementado en cada ejercicio presupuestal de acuerdo al incremento de haberes de los Docentes pagados por el Estado.

Art.17. 	La Construcción, reconstrucción y/o equipamiento de los locales destinados al funcionamiento  de los Centros  Educativos  de financiación mixta, realizados con fondos del Estado, estarán consignados en el inventario específico e individualizado y no formarán parte del patrimonio de la entidad promotora, sino del Centro Educativo.

Art.18. 	La entidad promotora a cargo de estos Centros Educativos de Acción Conjunta podrá aportar fondos para construcción y mejoramiento de los mismos. En caso de que la infraestructura y los  bienes adquiridos  de estos centros Educativos  hayan sido otorgados a título gratuito, estos  no podrán ser enajenadas por la entidad promotora.

	N igual forma los Centros Educativos construidos  con aportes de los Padres de Familia, o mediante al aporte del trabajo comunicarlo no son objeto  de enajenación ni disposición alguna por parte  del promotor, pues incrementan el patrimonio del  Centro Educativo.

Art.19. 	En caso de disolución  de dichos Centros Educativos, los bienes a los que se  refieren los dos artículos anteriores, serán destinados a título gratuito, a otra  Institución similar, o algún  Centro Educativo Estatal, con conocimiento de la  ONDEC y del Ministerio de Educación.

Art.20. 	En caso de ser requeridos, los Centros Educativos  del Convenio podrán a disposición de los Organismos competentes del Ministerio de Educación la documentación económica financiera y administrativa para efectos de supervisión y control.

Art.21. 	El Ministerio de Educación  supervisa el funcionamiento de los Centros Educativos de Acción  Conjunta con la finalidad de asegurar la calidad y la eficiencia del servicio educativo  brindado en ello.

Art.22. 	En todo lo que se halle normado en el presente Reglamento, se regirá por lo establecido en las normas de la legislación educativa  vigente y  las disposiciones legales aplicables sobre el  particular.





B-8.  DECRETO SUPREMO N° 16-90- ED

(El Peruano, 16 de julio de 1990)

CONVENIOS ENTRE EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN  Y LA IGLESIA

CATÓLICA PARA LA ADMINISTRACIÓN DE INSTITUTOS

SUPERIORES PEDAGOGICOS Y TECNOLOGICOS



EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

		CONSIDERANDO:

		Que el Estado reconoce  a la Iglesia Católica como elemento importante de la formación histórica, cultural y moral del Perú.

		Que la Iglesia  Católica  viene realizando una fructífera labor en la  Educación Nacional y en la formación de profesionales en la Educación a  través de la Administración de Institutos Superiores Pedagógico y Tecnológicos en convenio con el Ministerio de Educación;

		Que es necesario garantizar la adecuada coordinación y apoyar el  servicio que da la Iglesia, y coordinar las relaciones entre ésta y el Ministerio de Educación;

		De conformidad con el artículo 86° de la Constitución, y el Acuerdo vigente con la Santa Sede, aprobado por Decreto Ley N° 23211,



		DECRETA:

		Artículo Unico.- Apruébense las Normas Básicas que orientan el Establecimiento  de Convenio entre el Ministerio de Educación y la Iglesia Católica para el Administración de los Institutos Superior Pedagógicos y Tecnológicos, el mismo que consta de 23 Artículos y forma parte del presente Decreto.

		Dado en la Casa de Gobierno, en Lima a los dieciséis días del mes de Julio de mil novecientos noventa:



	ALAN GARCIA PEREZ

Presidente Constitucional de la República



			   	MERCEDES CABANILLAS DE LLANOS DE LA MATA

						     Ministra  de Educación.



NORMAS BASICAS QUE ORIENTAN EL ESTABLECIMIENTO  DE CONVENIOS

ENTRE EL MINISTERIO DE EDUCACION Y LA IGLESIA CATOLICA PARA LA DIRECCION Y ADMINISTRACION DE INSTITUTOS SUPERIORES

PEDAGOGICOS Y TECNOLOGICOS



Art.  1.	El Ministerio de Educación por razones de interés social y en resguardo de la calidad académica y deontología  de la formación docente, establece convenios con la Iglesia Católica para  la Dirección y Administración de los Institutos  Superiores Pedagógico y Tecnológicos, los que serán  aprobados por Resolución Ministerial.

Art.   2.	Las atribuciones que se confía al Ministerio de Educación en las presentes  Normas son ejercidas directamente, o a través de sus Organos de Ejecución Descentralizados.

Art.   3.	 La Iglesia Católica suscribirá el Convenio con el Ministerio de Educación a través de la autoridad Eclesiástica y, en su caso, también con la Congregación Religiosa que administrará el Instituto.

Art.   4. 	La Dirección y Administración de los Institutos Superiores Pedagógicos en Convenio, comprenderá a dicha Institución y al Centro o Centros de Aplicación anexos.

Art.   5. 	Los Institutos Superiores Pedagógicos y Tecnológicos en Convenio están llamados a proporcionar, además de la formación humanista, científica, tecnológica y profesional, una formación deontológica inspirada en los principios y normas de la Iglesia, sin violar la libertad de conciencia.

Art.   6. 	Los Institutos Superiores Pedagógicos y Tecnológicos y sus centros de aplicación anexos, se regirán por las normas legales y técnicas establecidas por el Ministerio de Educación y velaran por la axiología institucional coherente con el Magisterio de la Iglesia.

Art.   7. 	La formación de los profesionales de la Educación y de los profesionales técnicos, respectivamente, que se brinda en los Institutos Superiores Pedagógicos y Tecnológicos, se realizará observando los perfiles, planes de estudio y programas curriculares oficiales, estando facultados a desarrollar proyectos de innovación educativa y de promoción social de pastoral cristiana y proyectos experimentales que respondan a los requerimientos del desarrollo integral, en particular de la promoción humana de los grupos étnicos.

Art.   8. 	Se brindará especial atención a la Educación Religiosa Católica, con el apoyo y asesoramiento técnico de la jurisdicción Eclesiástica (Oficina Diocesana de Educación Católica) y en coordinación con la Oficina Nacional de Educación Católica, pudiendo desarrollar las actividades enunciadas en el numeral anterior y/u otras, en los Institutos y también en los Centros de Aplicación de anexos.

Art.   9. 	El Director de los Subdirectores serán nombrados por el Ministerio de Educación, a propuesta de la Diócesis, o de la congregación, siempre que reúnan los requisitos básicos de Ley.

Art.  10. 	El personal jerárquico no comprendido en el artículo precedente, así como los Docentes, Administrativos y Empleados de Servicios del Instituto y de sus Centros de Aplicación, serán nombrados por el Ministerio de Educación a propuesta del Director, quién evaluará previamente al personal postulante, de conformidad con las normas internas del Instituto Pedagógico o Tecnológico respectivo.

Art.  11. 	En lugares de menor desarrollo y zonas de frontera, la Dirección y/o Cargos Jerárquicos, podrán encargarse temporalmente a miembros activos de la Congregación o personal Laico idóneo, en tanto se designe a los titulares.

Art.  12. 	El Ministerio de Educación y la Oficina Nacional de Educación Católica, cada uno en su respectiva competencia, promoverán la actualización y perfeccionamiento del Personal Directivo y Docente de los Institutos Superiores Pedagógicos y Tecnológicos en convenio.

Art.  13. 	El Director del Instituto velará por la axiología y buena marcha del mismo, coordinando con el Ministerio de Educación a través de su Dependencia respectiva, acciones de movimiento de personal, cuando éste, atente contra la buena marcha del Instituto y de sus Centros de Aplicación.

Art.  14. 	El reglamento Interno del Instituto será aprobado por la Autoridad Eclesiástica o el Superior Ordinario de la Congregación a propuesta del Director y regulará el funcionamiento de la Institución, de conformidad con las disposiciones vigentes y el Magisterio de la Iglesia.

Art.  15. 	El proceso de selección de los alumnos postulantes, la programación y administración de los exámenes de ingreso, será asumido por la Dirección del Instituto de acuerdo con el Reglamento para Ingresos en Educación Superior.

Art.  16. 	El Ministerio de Educación ejercerá sobre el Instituto Superior, la supervisión técnico – pedagógica y administración que la Ley y Reglamentos le faculten.

Art.  17. 	El Instituto Superior Pedagógico y Tecnológico se integrará a la comunidad local y/o regional, promoviendo el desarrollo  y la educación, particularmente el perfeccionamiento  y actualización  de los Docentes y Profesionales Técnicos, desarrollo actividades, tales como: seminarios, talleres de actualización, cursillos y otros.

Art.  18. 	El Instituto Superior Pedagógico y Tecnológico podrán  desarrollar actividades productivas tanto de bienes como de presentación de servicios, en concordancia con sus objetivos y los requerimientos de  desarrollo regional o local, generando  de este modo la captación de recursos propios en concordancia con las norma vigentes sobre el particular.

Art.  19. 	Los Ingresos Propios  que se obtengan en el desarrollo de actividades productivas, se destinarán al mejoramiento de la infraestructura y a fines estrictamente  educativos, de acuerdo con  el Reglamento del Instituto y dando cuenta al Ministerio o de Educación.

Art.  20. 	Se constituirá  una Comisión Permanente de Supervisión de Convenios integrada por Representantes del Ministerio de Educación y de la Iglesia, encargada de ejercer la supervisión técnica pedagógica y administrativa  y proponer a adoptar  las medidas requeridas, de conformidad con el Artículo 21° del Acuerdo  entre la Santa sede y el Estado Peruano (Decreto Ley N° 23211).

Art.  21. 	La duración  de los Convenios será  de cinco años renovables. Esta renovación  se considera automática  salvo que una de las  partes interponga, seis meses  antes, una modificación o resolución.

Art.  22. 	A partir de las presentes Normas Básicas, el Ministerio de Educación y el correspondiente Organismo de la Iglesia, establecerán y/o adecuarán las cláusulas específicas de los Convenios existentes, para efecto de poner en vigencia  los nuevos Convenios.

Art.  23. 	Los Convenios suscritos antes de la expedición  del Decreto Supremo que aprueba estas Normas, al amparo del D.L. N° 23211, que aprueba el Acuerdo entre la Santa Sede y el Estado Peruano y en observancia  del Art. 86° de la Constitución Política del Perú, mantiene su validez. Cualquier  modificación sobre el  particular se hará en aplicación de la cláusula  pertinente contenida en los mismos.





OFICIO MULTIPLE N° 642/SG-ME-94



Lima. 01 de agosto 1994

					El presente tiene por finalidad reiterarle la vigencia y operatividad del Decreto Supremo Nº 016 – ED del 16 de Julio de 1990, sobre las “Normas Básicas que  orientan el establecimiento de convenios entre el Ministerio de  Educación y la Iglesia Católica para la Dirección y administración de Instituciones Superiores Pedagógicas y  Tecnológicas”.

					El espíritu de libertad de enseñanza que  señala la Constitución y el reconocimiento a la labor pedagógica de la Iglesia, reclaman el mayor respeto de las autoridades del Sector Educativo a la instituciones a la que hace referencia el Decreto Supremo antes mencionado.

					Hago propicia la ocasión parta expresarle los sentimientos de mi consideración y estima.



					Atentamente, 



						FEDERICO PRIETO CELI

				 		     Secretario General

						Ministerio de Educación.





B-9.  DECRETO SUPREMO N° 05-94-ED

(El Peruano, 09 de mayo de 1994)

REGLAMENTO GENERAL DE INSTITUTOS Y ESCUELAS

SUPERIORES PUBLICOS Y PRIVADOS



EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

	CONSIDERANDO:

	Que el Reglamento General de Institutos y Escuelas Superiores y No Estatales  aprobado por Decreto Supremo N° 06-93-Ed, simplificó en gran medida las normas que rigen la creación de instituciones educativas correspondientes al nivel superior no universitario, agilizando así los trámites correspondientes a fin de atender mejor los requerimientos de los interesados en promoverlas y facilitar la labor del Ministerio de Educación;

	Que sin embargo es necesario continuar con la labor de flexibilización de los procedimientos relacionados con el funcionamiento de institutos y escuelas superiores, con el fin primordial de generar una mayor y mejor oferta de servicio educativo de calidad a los usuarios del sistema;

	En uso de las atribuciones que le confiere el incluso 8° del Artículo  118° de la Constitución Política del Perú y el Derecho Legislativo N° 560, Ley del Poder Ejecutivo.

	DECRETA:

	Artículo 1º.- Apruébase el Reglamento General de Institutos y Escuelas superiores Públicos y Privados conforme por Treintiún  (31) Artículos y Cinco (05) Disposiciones Complementarias.

	Artículo 2º.- El Ministerio de Educación expedirá las disposiciones complementarias que  resulten necesarias para la mejor aplicación del presente Decreto Supremo. 

	Artículo 3º.- Derógase el Decreto Supremo N° 06-93-ED del 16 de febrero de 1993.

	Déjense  sin efecto las demás disposiciones reglamentarias en lo que se opongan al presente Decreto Supremo.

	Dado en la Casa de Gobierno en Lima; a los seis días del mes de mayo de mil novecientos noventa y cuatro

	ALBERTO FUJIMORI  FUJIMORI

	Presidente Constitucional de la República



	JORGE TRELLES MONTERO

	Ministro de Educación.



REGLAMENTO GENERAL DE INSTITUTOS Y ESCUELAS

SUPERIORES PUBLICOS Y PRIVADOS



CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

	Artículo 1º.- La  presente norma reglamenta las disposiciones de la Ley Generales de Educación N° 23384 en la parte relacionada con los Institutos Superiores Tecnológicos, Institutos Superiores Artísticos y Escuelas Superiores, públicas y privadas, peruanos.

	Artículo 2°.- Los Institutos y Escuelas Superiores ofrecen formación, a nivel post – secundario, en profesiones no necesariamente universitarias. Sus estudios conducen a la obtención de títulos, diplomas de competencia y certificados cuyo nivel podrá ser de profesional, técnico o experto.

	Para los efectos del presente  reglamento:



	- Se entiende por “título” a la certificación  que expide un Instituto o Escuela Superior  a un graduado declarando que está en condiciones satisfactorias de ejercer una profesión en virtud de haber aprobado un plan de estudios debidamente estructurado, conformado  por cursos, prácticas pre – profesionales y eventualmente requisitos. Caracterizan a los estudios conducentes a la obtención de un  “título” la periodicidad con que  se ofrece y la duración mínima de sus estudios, que se encuentran regulada por el presente reglamento;

	- Se entiende por “diploma de competencia” a la certificación que expide un Instituto o Escuela Superior declarando que un egresado, a  mérito de la aprobación de un conjunto de cursos y/o la realización de una serie de prácticas, acredita competencia en un área determinada  del saber, la ciencia  o la técnica. Caracteriza a los “diplomas de competencia” las eventualidades con que se ofrecen sus estudios y la duración variable de los mismos.

	- Se entiende por “certificado” a la conformación que emite un Instituto o Escuela  Superior de que un egresado o un alumno ha aprobado uno o más cursos determinados.

	Artículo 3º.- Los Institutos y Escuelas Superiores ofrecerán estudios de no menos de cuatro ni más  de diez semestres académicos de duración. Su creación o reconocimiento, según sean públicos o privados, se efectuará  por Resolución Ministerial para aquellos que ofrezcan estudios de entre cuatro a seis semestres académicos. Asimismo los Institutos y Escuelas Superiores  con estudios de siete a diez semestres de duración serán creados o  reconocidos, según sean públicos o privados, por Decreto  Supremo.

	En el caso de que un Instituto o Escuela  Superior ofrezca estudios que conduzcan a una certificación no profesional, la duración de sus estudios  no podrá ser de más de seis semestres académicos.

	Artículo 4°.- Cada Instituto o Escuela Superior  reglamenta su proceso de admisión.



CAPITULO II

DE LA DENOMINACION

	Artículo 5º.- Los Institutos y Escuelas Superiores deberán tener una determinación que permita individualizarlos. A la denominación debe anteponerse la indicación “Instituto Superior Tecnológico”, “Instituto Superior  Pedagógico”, “ Instituto Superior Artístico” o “Escuela  Superior”, según corresponda a su naturaleza.

	La denominación   deberá sujetarse a las siguientes disposiciones:

	a. no deberá ser igual ni semejante al nombre de otro Instituto o Escuela Superior, Universidad o centro de educación pre - existente;

	b. S la institución  utiliza símbolos, logotipos o emblemas,  éstos no deberán ser iguales ni perecidos ni parecidos a los de otras entidades, con prescindencia de la actividad que éstas lleven a cabo;

	Artículo6°.- Los Institutos y Escuelas  Superiores no podrán utilizar denominación distinta de la que se consigna en el Decreto Supremo o la Resolución Ministerial  que los crea o reconoce; además, en su publicidad, publicaciones y  avisos deben consignar el número y la fecha del dispositivo que autoriza su funcionamiento.



CAPITULO III

DE LA ORGANIZACIÓN

	Artículo 7°.- Los Institutos y Escuelas Superiores públicas tendrán la organización  que se establezca en momentos de autorizarse su funcionamiento.

	Los Institutos y Escuelas Superiores privados pueden  adoptar la organización más adecuada a sus fines dentro de  las normas de derecho común. Sin embargo, deben contar cuando menos con un Director.

	Artículo 8°.- Para ser Director de un Instituto o Escuela Superior son requisitos los siguientes:

	a. Poseer título profesional universitario o equivalente.

En el caso de Institutos Superior Tecnológicos basta  Título de educación superior profesional;

	b. poseer experiencia docente o gerencial no menor de tres años;

	c. acreditar buena conducta mediante la presentación de la declaración que corresponda, a la cual se podría adjuntar las certificaciones que el interesado  estime conveniente.

	Los Directores de Institutos y Escuela Superiores privadas son designadas y removidos por su propietario, conforme  a las normas  de derecho común. El propietario deberá poner en conocimiento  del Ministerio de Educación de designación efectuada, dentro de los diez siguientes a la misma.

Artículo 9º.- El Director es responsable de la administración  y del cumplimiento  de los objetivos, requisitos y normas de la enseñanza que se imparte  en el Instituto o Escuela Superior a su cargo.

Articulo 10º.- Los Institutos y Escuela Superior deben cantar necesariamente con un Reglamento General en el cual constará, entre otras disposiciones, los fines y objetivos de la institución, los derechos y deberes de sus alumnos, su estructura orgánica, los mecanismos que regulan su funcionamiento académico y administrativo y su régimen disciplinario.

Artículo 11°.- Para ser propietario o miembro de una entidad propietaria se debe acreditar una trayectoria moral y profesional intachables.

El propietario, igualmente, debe demostrar que posee la solvencia económica necesaria para responder por el funcionamiento y financiación de la institución superior.



CAPITULO IV

DE LA AUTORIZACION PARA EL FUNCIONAMIENTO,

MODIFICACIONES Y AMPLIACIONES

	Artículo 12°.- Para su funcionamiento, los Institutos y Escuelas Superiores requieren ser autorizados previamente por Decreto Supremo o Resolución Ministerial, según corresponda. La autorización no los exime de la obtención de la licencia municipal correspondiente.

	Los estudios realizados en un Instituto o Escuela Superior con anterioridad a la fecha de la autorización para  su funcionamiento carecen de validez.

	Artículo 13º.- Las solicitudes de autorización para el funcionamiento de un Instituto o Escuela Superior deben presentarse en el “Formulario – solicitud autorización para el funcionamiento de Instituto o Escuelas Superior, en el cual se precisa la documentación adicional que debe acompañarse. El texto de “Formulario –solicitud” será aprobado por Resolución Ministerial.

	Las  solicitudes de autorización deberán contener la siguiente información:

	a. relación de los títulos profesionales o diplomas de competencia a los cuales conducen los estudios;

b. descripción  de los  perfiles profesionales que corresponden a los títulos o diplomas de competencia a ofrecerse;

	c. plan de estudios para cada títulos o diploma de competencia;

	Artículo 14º.- Para conocer  la autoridad solicitada, el Ministerio de educación verificará si con los planes de estudios propuestos posibles lograr los perfiles profesionales descritos y si éstos corresponden a la denominación del título o diploma de competencia al cual conducen los  estudios. De acuerdo con lo indicado, el Ministerio de Educación podrá;

	a. solicitar que se modifica la  denominación del título profesional o del diploma de competencia propuesta, por no haber correspondencia entre ellos y el perfil profesional presentado o viceversa;

	b. solicitar que la denominación del título profesional o del diploma de competencia propuesta se adecue a otros pre – existentes, con el propósito de evitar tanto la multiplicidad de títulos  cuanto que estudios similares conduzcan a títulos con denominación  distinta o viceversa;

	c. observar el proyecto de plan de estudios presentado y solicitar  que se modifique por estimar que no se adecua  a los perfiles profesionales propuestos;

	Las observaciones del Ministerio de Educación se formularán por la Dirección Nacional  de Promoción, Participación y Desarrollo Educativo en el plazo máximo de treinta días de recibido el expediente por dicha Dirección. La  documentación no observada dentro del plazo mencionado se tendrá  por aceptada siempre y cuando el  expediente contenga  los requisitos completos.

	Artículo 15°.- El Decreto Supremo o la Resolución Ministerial, según corresponda, de creación o reconocimiento de Instituto y Escuela Superiores, públicas o privadas, contendrá  lo siguiente:

	a. nombre  del Instituto o Escuela  Superior   y domicilio legal;

	b. La creación o el reconocimiento de la institución y la autorización para su funcionamiento, la misma que deberá explicitar lo siguiente:

Denominación de los títulos o diplomas de competencia que puede ofrecer;

Duración de los estudios en cada caso;

c. nombre del propietario;

d. Ubicación de los locales donde se prestará el servicio educativo.

Artículo 16°.- Se requiere Resolución Ministerial para el nombramiento de directores de Institutos o Escuelas Superiores públicas.

Artículo 17°.- Se requiere Resolución Directoral expedida por la Dirección Nacional de Promoción, Participación y Desarrollo Educativo en los siguientes casos:

a. autorización el cambio de local y la utilización de nuevos locales para ofrecer los servicios educativos autorizados, en el caso de Institutos y Escuelas Superiores públicas;

b. modificar sustancialmente los planes de estudio de alguna carrera;

c. aplicar las sanciones previstas en el Artículo 29° de este reglamento.

d. crear nuevos títulos o diplomas de capacitación o modificar la denominación de los mismos.

e. cambio de nombre del Instituto o Escuela Superior.



Artículo 18°.- En el caso de Institutos o Escuelas Superiores privadas, el cambio de propietario así como la designación de Director, deberá ponerse en conocimiento del Ministerio de Educación dentro de los diez días siguientes a la adopción del acuerdo, acompañando los documentos que acrediten que el reemplazante cumple lo establecido en el presente reglamento.

De la misma manera, deberá ponerse en conocimiento del Ministerio de Educación el cambio de local y la utilización de nuevos locales para ofrecer servicios educativos autorizados, adjuntado el certificado de habitabilidad del local y la licencia municipal correspondiente, emitidos por la respectiva municipalidad.



CAPITULO V

REGIMEN ACADEMICO

	Artículo 19°.- Los estudiantes podrán ser promovidos al ciclo de estudios inmediato superior en forma anual o semestral. Los requisitos que se requieran  para la promoción serán determinadas por cada institución y constarán en su reglamentos.

	Artículo 20°.- Los Institutos y Escuelas Superiores podrán aceptar la incorporación de estudiantes procedentes de otras instituciones de igual o superior nivel, nacionales o extranjeras, exonerándolos del concurso de admisión. Las exigencias del traslado y las normas para el reconocimiento de los estudios realizados en ellas las determinará la propia institución, considerando la similitud de los planes de estudio de los cursos.

	Artículo 21°.- Al término de los estudios requeridos para optar un título o diploma de competencia, los alumnos que hubieran aprobado los cursos y cumplidos con los demás requisitos establecidos recibirán la certificación correspondiente. En el reverso de esta certificación deberá figurar la siguiente información:

a. duración  efectiva en semanas de clase de cada semestre académico;

b. relación de los cursos aprobados con la indicación del número de horas teóricas y de práctica semanales de cada uno;

	c. fecha en que cada curso ha sido aprobado.

	Es responsabilidad del director de Instituto  o Escuela Superior registrar en la Dirección Nacional de Promoción, participación y Desarrollo Educativo del Ministerio de Educación  la relación de títulos y diplomas de competencia  expedidos.



CAPITULO IV

DE LAS  PENSIONES Y BECAS

	Artículo 22°.- Antes del inicio de cada semestre, cada Instituto o Escuela Superior privada fijará el monto de las pensiones mensuales y la oportunidad y forma en que ellas deben ser abonadas.

	Una vez fijadas y anunciadas  las pensiones, su monto total no podrá ser modificado durante el correspondiente período académico.

	Artículo 23°.- En cada semestre de estudio, los Institutos y Escuelas Superiores otorgarán  obligatoriamente becas de estudio, totales y parciales, destinadas a beneficiar a los menores de 4% de sus alumnos. El Reglamento General de la institución establecerá el procedimiento para solicitar  y conceder loas becas. Para otorgar cada beca y para ratificarla al término del semestre académico  el Instituto o Escuela Superior tendrá en cuenta el rendimiento académico y la situación socio – económico familiar del estudiante.

	Artículo 24º.- Los Institutos y Escuelas Superiores deberán informar semestralmente en formas obligatoria al Instituto Nacional de Becas y Crédito Educativo – INABEC sobre el cumplimiento de la disposición contenida en el artículo anterior de este Reglamento, remitiendo la relación de los alumnos becados y el tipo de cada beca  concedida.

	Artículo 25º.- Los dos  primeros egresados  de centros educativos de la provincia en la cual se encuentra el Instituto o Escuela Superior durante los dos años anteriores a la fecha del Concurso de Admisión tienen derecho a exonerarse del mismo. En el caso que el número de interesados en exonerarse superaran el 10% de las  vacantes  concedidas, el Instituto o Escuela  Superior podrá convocar a un concurso de selección entre ellos.



CAPITULO VIII

DE LA SUPERVISION Y CONTROL

	Artículo 26º.- Los Institutos y Escuelas Superiores están obligados a brindar en forma veraz, suficiente, apropiada y fácilmente  accesible a sus postulantes y alumnos, antes del inicio de cada período académico, la siguiente información:

	a. el Decreto Supremo  o la Resolución Ministerial y la licencia municipal que autorizan su funcionamiento;

b. la relación  de los títulos y diplomas de competencia a los cuales conducen los estudios;

c. la duración de los estudios que ofrece y el plan curricular presentado por semestres académicos;

	d. la fecha de inicio y término del semestre;

	e. los horarios  de clase,

	f. El número de alumnos por aula;

	g. el precio total del ciclo y la forma de pago;

	h. los sistemas de evaluación

	i. la relación de los servicios de apoyo al estudiante, si es que se dispone de ellos.

	

Adicionalmente, cada Instituto o Escuela Superior está obligado a proporcionar a sus estudiantes, cuando menos en la oportunidad de su primera matrícula, copia de su Reglamento General y demás normas académicas y disciplinarias que lo rigen.

	Antes de inscribirse para el concurso de admisión y/o antes de cada matrícula, los postulantes o alumnos tienen el derecho de visitar las instalaciones del Instituto o Escuela Superior  y de solicitar otra información que estimen pertinente.

	Artículo 27º.- Los Institutos y Escuelas Superiores cuidarán que los mecanismos de difusión destinados a su promoción y la publicidad que efectúe sean veraces  y se ajusten a la naturaleza, características, condiciones y finalidad del servicio educativo que ofrecen, de conformidad con lo establecido en la Ley de Defensa del Consumidor, y sin perjuicio de lo dispuesto en las normas vigentes sobre  publicidad.

	Artículo 28º.- Los Institutos y Escuelas  Superiores están obligados  a presentar al Ministerio de Educación la información que periódica o eventualmente se les solicite y a colaborar con las acciones de supervisión que éste disponga. La  negativa a proporcionar  la información pertinente, la  falta de ella o su alteración  dará lugar a sanción de acuerdo  a la gravedad de la falta.

	Artículo 29º.- El incumplimiento de las normas contenidas en este reglamento podrá acarrear las siguientes  sanciones, dependiendo de la infracción cometida:

	a. amonestación; 

	b. cierre  temporal;

	c. clausura definitiva.

	La aplicación  de las sanciones previstas en este artículo requiere un proceso  investigativo previo; a cargo del órgano  respectivo.

	Artículo 30º.- La autoridad competente para realizar la  supervisión de los servicios  académicos es la Dirección  Nacional de Supervisión y Evaluación; y para la supervisión de la gestión  y el cumplimiento  de normas para la autorización y funcionamiento de los Institutos y Escuelas Superiores es la Dirección nacional de Promoción  Participación y Desarrollo Educativo.



CAPITULO VIII

REGISTRO

	Artículo 31º.- En el Ministerio de Educación se llevarán los siguientes registros relacionados con la educación superior no universitaria:

	a. Registro de Institutos y Escuelas Superiores autorizados;

	b. Registro de títulos y diplomas de competencia  que se ofrecen en el país;

	c. Registro de Institutos y Escuelas Superiores sancionados.

	Es obligación de la Dirección Nacional de Promoción, Participación  y Desarrollo Educativo  mantener actualizados  los registros  antes mencionados.



DISPOCIONES COMPLEMENTARIAS Y TRANSITORIAS

	Primera.- Los expedientes de autorización de funcionamiento, así como los demás expedientes de Institutos y Escuelas Superiores  actualmente en trámite se adecuarán, en lo que los favorezca, a los procedimientos establecidos en el presente reglamento.

	Segunda.- Los Institutos y Escuelas Superiores que en la fecha vienen funcionando sin contar con la autorización  respectiva deben regularizar  su situación en un plazo de 45 días hábiles a partir de la fecha de vigencia del presente reglamento. Durante dicho plazo se  suspende de vigencia del Artículo 12º del presente reglamento.

	Los Decretos Supremos o Resoluciones Ministeriales que se dicten en el proceso de regularización de los Institutos y Escuelas Superiores existentes, no requieren contener todos los requisitos establecidos en el Artículo 15º del presente reglamento.

	Tercera.- Quedan exceptuadas de lo dispuesto en el presente Reglamento los Institutos y Escuelas Superiores Estatales que se encuentran en proceso de reorganización.

	Cuarto.- La autorizaciones  de funcionamiento de Institutos o Escuelas Superiores otorgadas de conformidad con el D.S. N° 06-93-ED tienen  carácter permanente y no  requerirán ser renovados al término del plazo por el cual fueron otorgadas.

	Quinta.- Los Institutos Superiores autorizados de conformidad con el D.S. N° 06-93-ED podrán adoptar la denominación  de Instituto Superior  Tecnológico, Instituto Superior Pedagógico o Instituto Superior Artístico, según  corresponda a su naturaleza. Para ello no requiere realizar  trámite administrativo alguno.





B-10.  DECRETO SUPREMO N° 023-80-ED

(El Peruano, 16 de julio de 1980)

MIEMBROS DE CONGREGACIONES RELIGIOSAS PUEDEN

EJERCER DOCENCIA SEGÚN CONVENIOS



	CONSIDERANDO:

	Que las Congregaciones Religiosas con las cuales el Ministerio de Educación celebra Convenios para la ejecución de acciones en lugares de menor desarrollo relativo de selva, sierra y de frontera, así como en pueblos jóvenes  vienen cumplimiento su labor educativa dentro de las  limitaciones propias de cada lugar;

	Que con el propósito de asegurar la ejecución  de las acciones educativas que se mencionan en el considerando anterior, es necesario brindar las facilidades que permitan contar con el  personal magisterial, que reuniendo los requisitos de ley, pertenezcan a las Congregaciones Religiosas  Promotoras de Servicios Educativos en los lugares señalados;

	DECRETA:

	Artículo 1º.- El personal extranjero, miembros de las Congregaciones Religiosas con las cuales el Ministerio de Educación celebre Convenios para la ejecución de acciones educativas en lugares de menor desarrollo relativo, de selva, sierra y de frontera, así como en los pueblos jóvenes, podrán desempeñar las funciones de Profesores de Aula en el primer y segundo Ciclo de Educación Básica, con sujeción a lo establecido en los respectivos Convenios.

	Artículo 2�SIMBOLO 176 \f "Symbol" \s 11�∞�.- El Ministerio de Educación expedirá las disposiciones complementarias que sean necesarias para el cumplimiento del presente Decreto Supremo.

	Lima 16 de Julio de 1980.

	Gral. De Div. EP FRANCISCO MORALES 

	BERMUDEZ CERRUTI.





B-11.  RESOLUCION MINISTERIAL N�SIMBOLO 176 \f "Symbol" \s 14�∞� 3210-77-ED

REGLAMENTO DE  LOS CENTROS EDUCATIVOS

PARROQUIALES



Lima 23 de Noviembre de 1977

	CONSIDERANDO:

	Que los Centros Educativos Parroquiales permiten la acción conjunta del Estado y de Iglesia Católica hacia los fines de la educación nacional, de conformidad con las disposiciones legales vigentes;

	Que en tal sentido, es necesario aprobar el adjunto Reglamento de Centros Educativos Parroquiales, el mismo que ha sido formulado con la participación de representantes de la Iglesia Católica y el Ministerio de Ramo;

	Estando a lo informado por la dirección general de Educación Básica Regular, el Jefe de la Oficina de Asesoría Jurídica y a lo opinado por el Director Superior; y

	De conformidad con el Art. 3°. De la Ley General de Educación, Decreto Ley 19326, concordante con el Art. 7° de la Ley Orgánica del Sector Educativo, Decreto Ley 19602.

	SE RESUELVE:

	1°.- Aprobar el nuevo Reglamento de Centros Educativos Parroquiales que consta de veinte (20) Artículos.

	2°.- Derógase las disposiciones que se opongan a la Resolución.

	Registre y comuníquese.

	Gral. De Brig. EP. OTTO ELESPURU REVOREDO



REGLAMENTO DE CENTROS EDUCATIVOS

PARROQUIALES

	Artículo 1º.- Los Centros educativos Parroquiales, son Centros educativos Particulares promovidos por una institución vinculada con la Iglesia católica cuya finalidad es prestar servicios educativos sin fines a familias de escasos recursos económicos y que son financiados  o subvencionados por el Estado.

	Dichos centros educativos permiten la acción conjunta de la Iglesia y el Estado hacia la consecución de los fines de la educación nacional, de conformidad con las disposiciones legales vigentes. Esta acción se canalizará a través de la oficina nacional de educación católica – ONDEC.

	Artículo 2º.- El término centro Educativo Parroquial incluye a los centros y/o Programas de educación Inicial y/o Básica (primaria y/o secundaria), y Escuelas superiores de Educación Profesional, en sus formas escolarizadas y No Escolarizadas autorizadas oficialmente como tales siempre que sean promovidas por una institución vinculada con la Iglesia católica y que reciban financiación 	o subvención del Estado de acuerdo a lo establecido en el presente reglamento.

	Artículo 3º.- Los Centros educativos Parroquiales darán preferencia a quienes vivan en las  inmediaciones del Centro.

	Artículo 4º.- La apertura, ampliación, modificación o disolución de los Centros Educativos Parroquiales será autorizada por el Ministerio de Educación previo el informe de la ONDEC, el permiso escrito del Ordinario y el cumplimiento de las disposiciones legales correspondientes.

	Artículos 5º.- Los Centros Educativos Parroquiales serán dirigidos por sacerdotes  religiosos  o laicos que reúnan los requisitos correspondientes.

	Artículo 6º.- El personal docente de los Centros  Educativos  Parroquiales estará integrado por sacerdote, religiosos o laicos que reúnan los requisitos de Ley para ejercer la docencia.

	Artículo 7º.- Cuando la financiación o subsidios sean mediante plazas, la administración del personal directo, docente o administrativo que cubra dichas plazas, será efectuada  por el Ministerio de Educación. El nombramiento se efectuará necesariamente	a propuesta del promotor con la aprobación de la ONDEC.

	Artículo 8º.- El personal a que se refiere el artículo anterior estará sujeto a la legislación correspondiente al personal que presta servicios al Estado.

	Artículo 9º.- El personal que no ocupa una plaza financiada por el Estado está sujeta a la legislación correspondiente a los trabajadores de la actividad privada y su administración corresponde al respectivo Centro Educativo.

	Artículo 10º.- Los Centros Educativos Parroquiales son financiados por el Estado mediante plazas y/o transferencias a través de la ODEC y/o mediante aportes de los Padres de familia y de la Comunidad.

	Artículo 11º.- Las transferencias otorgadas por el estado serán entregadas a la ONDEC, la que dispondrá su distribución. Estas transferencias serán destinadas preferentemente al pago de remuneraciones del personal magisterial y no magisterial.

	Artículo 12º.- El financiamiento de los gastos de servicio, funcionamiento y de inversión, se  efectuará con la participación de la Asociación  de Padres de Familia y la Comunidad.

	Artículo 13º.- La ONDEC establecerá módulos, para la determinación de los porcentajes y montos correspondientes a los gastos de servicio y funcionamiento de los Centros Educativos, considerando la finalidad a que se refiere el Art. 10. del presente Reglamento.

	Artículo 14º.- Los Centros Educativos Parroquiales que reciban transferencias, están obligados a remitir a ONDEC el balance correspondiente. La ONDEC, en observancia de las disposiciones vigentes, presentará al Ministerio de Educación cuenta documentada de las transferencias recibidas.

	Artículo 15º.- Los Centros Educativos Parroquiales serán gratuitos o pagantes. El monto de las pensiones de los centros pagantes será establecido observando lo dispuesto en el Reglamento  de los Centros Educativos particulares Inicial y Educación Básica, aprobado por Decreto Supremo N° 014-77-ED.

	Artículo 16º.- La finalidad con que se establecen los Centros Educativos Parroquiales no exime a los Padres de Familia de contribuir con el mantenimiento y/o mejoramiento de tales Centros Educativos en la medida  de sus capacidades económicas y/o potencial humano.

	Artículo 17º.- Las plazas magisteriales y no magisteriales  de los Centros Educativos financiados por el Estado serán  consideradas en el pliego del Educación.

	Artículo 18º.- El monto de las subvenciones que el Estado asigne a ONDEC será incrementado en cada ejercicio presupuestal en función de la demanda educativa y las disponibilidades presupuestales.

	Artículo 19º.- La construcción, equipamiento y mantenimiento de los locales destinados al funcionamiento de los Centros Educativos Parroquiales, no podrán efectuarse con los fondos del Estado a que se refiere el Art. 2o. del presente Reglamento.

	Artículo 20o.- Los  bienes adquiridos a título gratuito o por aportes de los Padres de Familia, así como los provenientes de trabajo comunitario, serán destinados únicamente para fines educativos y quedarán bajo la administración del bienes del Promotor. En caso de disolución del CEP; los bienes a que se refiere el presente Artículo, serán destinados a título gratuito a otro Centro Educativo similar, elegido por el Promotor y con conocimiento de la Dirección Regional o Zonal respectiva.





B-12.  DECRETO SUPREMO N° 001-96-ED

(El Peruano, 01 de febrero de 1996)



REGLAMENTO DE LOS CENTROS Y PROGRAMAS EDUCATIVOS PRIVADOS





EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

CONSIDERANDO:



	Que se ha promulgado la Ley N° 26549 de los Centros  Educativos Privados;

	Que la Segunda Disposición Transitoria y Final de la referida Ley establece que el Poder Ejecutivo debe reglamentar dicha norma legal;

	Que el Ministerio de Educación ha cumplido con  elaborar el respectivo Reglamento;

	De conformidad con lo establecido en el inciso 8) del Artículo 118° de la Constitución Política del Perú y el Decreto Legislativo N° 560 – Ley del Poder Ejecutivo;

	DECRETA:

	Artículo 1°.- Apruébase el Reglamento de la Ley  N° 26549 – Ley de los Centros Educativos Privados, el mismo que consta de siete  (7) Títulos, veintiún (21)Artículo y dos (2) Disposiciones Complementarias  y  Transitorias, cuyo texto forma parte del presente Decreto Supremo,

	Artículo 2°.- Autorizase al Ministro  de Educación para que expide las disposiciones complementarias y específicas que se requiere para la mejor aplicación del presente Reglamento.

	Artículo 3°.- El presente Decreto Supremo será refrendado por el Presidente del Consejo de Ministros y Ministro de Educación.

	Dado en Lima, a los treinta días del mes de enero de mil novecientos noventa y seis.



ALBERTO FUJIMORI

Presidente Constitucional de la República



DANTE CORDOVA BLANCO

Presidente del Consejo de Ministros

Y Ministro de Educación



REGLAMENTO DE LOS CENTROS Y

PROGRAMAS EDUCATIVOS PRIVADOS



CAPITULO I

GENERALIDADES



	Artículo 1°.- El presente Reglamento establece las normas que rigen la autorización de funcionamiento, organización, administración y supervisión de los Centros y Programas Educativos Privados de los diferentes niveles y modalidades del sistema educativo, conforme a la Ley N° 26549.

	Para los efectos del presente Reglamento, cada vez que se haga referencia a la Ley, se entenderá que se trata de la Ley N° 26549 y cada vez que se haga referencia a los Centros Educativos Privados se entenderá referido, en lo que sea pertinente, a los Programas Educativos Privados.

	Artículo 2°.- Se considera Centros Educativos Privados a las Instituciones promovidas y conducidas por personas naturales o jurídicas de derecho privado, cuyo funcionamiento esté autorizado por el Ministerio de Educación a través de sus órganos competentes.



CAPITULO II

EL REGISTRO, MODIFICACION Y RECESO

DE LOS CENTROS EDUCATIVOS



Artículo 3°.- Las solicitudes para obtener la autorización de funcionamiento de los Centros Educativos Privados, sobre la base del registro, se presentan por escrito acompañando una versión en diskette, ante la Unidad de Servicios Educativos – USE – respectiva, cumpliendo con los requisitos que establece con la Ley, incluyendo la fecha de inicio de las actividades académicas y número de personal docente. El plazo para la presentación de solicitudes para el funcionamiento de un Centro Educativo Privado vence el último día útil del mes de Octubre del año anterior a aquel en que se va a iniciar el servicio educativo. El Ministerio de Educación verificará el cumplimiento de los requisitos consignados en la solicitud de registro.

	Artículo 4°.- El servicio educativo se inicia en la fecha que se indique en la solicitud de autorización de funcionamiento referida en el artículo anterior.

	Si en el plazo de un año de la fecha indicada en dicha Solicitud, el Centro Educativo no empezará a funcionar, la resolución que aprueba el registro caduca automáticamente. No se expiden autorizaciones provisionales de funcionamiento.

	Artículo 5°.- El registro, ampliación de registros, suspensión, clausura, receso o reapertura de los Centros Educativos Privados lo determinan las correspondientes Unidades de Servicios Educativos – USE – del Ministerio de Educación.

	En segunda y última instancia resuelve la Dirección Departamental o Regional de Educación según sea el caso.

	Artículo 6°.- Los Centros Educativos Privados podrán ser recesados, parcial o totalmente, hasta por un periodo de dos años a solicitud del propietario, siempre que se garantice la culminación del periodo lectivo en curso.

	Artículo 7°.- Para la reapertura de un Centro Educativo Privado, se requiere la comunicación expresa del propietario a la correspondiente Unidad de Servicios Educativos – USE -.

	Artículo 8°.- El cambio o traslado de local de un Centro Educativo Privado, a solicitud del propietario, será autorizado por la correspondiente Unidad de Servicios Educativos - USE -.



CAPITULO  III

DE LAS RELACIONES DE LOS CENTROS

EDUCATIVOS PRIVADOS CON EL

MINISTERIO DE EDUCACION



	Artículo 9°.- El Ministerio de Educación, a través de sus Organos Competentes, supervisa el funcionamiento de los Centros Educativos, con la finalidad de asegurar la calidad y eficiencia del servicio educativo y el cumplimiento de las disposiciones legales y disponer las medidas correctivas a que hubiera lugar.

	Artículo 10°.- El Ministerio de Educación podrá otorgar estímulos a los Centros Educativos Privados por innovaciones tecnológicas y/o pedagógicos así como al personal docente que se distinga en el cumplimiento de su labor a favor del mejoramiento de la calidad educativa.

	Artículo 11°.- El Ministerio de Educación podrá continuar suscribiendo convenios con fines educativos con terceros, para que éstos puedan operar, por encargo, Centros Educativos Estatales. Asimismo, podrá continuar suscribiendo convenios para proveer plazas de personal a Centros Educativos Privados sin fines de lucro.



CAPITULO IV

DEL PERSONAL



	Artículo 12°.- El Director es la primera autoridad del Centro Educativo Privado, su representante legal y el responsable de ejercer las funciones establecidas en el Artículo 9° de la Ley. El propietario de Centro Educativo Privado  comunicará a la Unidad de Servicios Educativos – USE – respectiva, el nombre del Director, acompañando la documentación que acredite lo establecido en el Artículo 13° del presente Reglamento, dentro de los diez días calendario contados a partir de la fecha de su nombramiento. Igual regla se aplicará para el caso de remoción, renuncia o vacancia del cargo de Director.

	Artículo 13°.- Son requisitos básicos para ser Director:

Tener título profesional universitario o pedagógico:

Experiencia docente de cinco años como mínimo; y,

Reconocida solvencia moral.



CAPITULO IV

DE LA PARTICIPACION DE LOS PADRES DE FAMILIA

 

 	Artículo 14°.- Las Asociaciones de Padres de Familia, se rigen de conformidad a lo establecido en el Artículo 12° de la Ley, este Reglamento y el Reglamento Interno del Centro Educativo Privado.

	Artículo 15°.- Las Asociaciones de Padres de Familia están constituidas por los padres de familia o apoderados de los alumnos matriculados en cada Centro Educativo Privado.

	Artículo 16°.- Constituyen recursos de la asociación:

	a. Las cuotas voluntarias de los padres de familia. O apoderados;

	b. Los fondos que recaude la Asociación en las actividades realizadas conforme  a lo aprobado por el Centro Educativo Privado.

	Los recursos de la Asociación sólo podrán ser invertidos en el correspondiente Centro Educativo Privado, de acuerdo al plan de trabajo de éste.



CAPITULO VI

DEL REGIMEN ACADEMICO



	Artículo 17°.- El inicio y la finalización del año lectivo son programados por el Centro Educativo Privado, sin que su duración sea inferior a lo establecido por el Ministerio de Educación para los Centros Educativos Estatales, de acuerdo a su nivel o modalidad.

	Artículo 18°.- Los Centros Educativos Privados Bilingües y/o Biculturales, reconocidos como tales por el Ministerio de Educación, están autorizados a emplear el idioma extranjero en el desarrollo de las asignaturas, a excepción de Historia del Perú, Geografía del Perú y Educación cívica, los mismos que serán dictados en idioma español.

	Artículo 19°.- Los documentos de registros y evaluación que se utilice en los Centros Educativos Privados, podrán ser formulados por el propio Centro, en cuyo caso, únicamente es consolidado final se remitirá por escrito, acompañando una versión en diskette, utilizando el formato y escala aprobados por el Ministerio de Educación.



CAPITULO VII

DEL REGIMEN ECONOMICO

	

Artículo 20°.- Son ingresos del Centro Educativo Privado de pensiones de enseñanza, cuotas de ingreso, donaciones, ingresos financieros, otros así como las cuotas extraordinarias a que se refiere el Artículo 16° de la Ley.

	Artículo 21°.- La información referida ala monto y número de las pensiones de enseñanza, el monto de la cuota de ingreso, el otorgamiento de becas, rebajas de pensiones de enseñanza y otros tipos de ayuda a los educandos que lo necesiten, será remitida por el Centro Educativo a la respectiva Unidad de Servicios Educativos – USE.



DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS Y

TRANSITORIAS

	

Primera.- Los actuales Promotores o Entidades Promotores de Centros Educativos Particulares asumen los derechos y obligaciones establecidos para el propietario en la Ley del presente Reglamento.

	

Segunda.- Los expedientes sobre autorización de funcionamiento, ampliación o fusión de Centros Educativos Privados que al 1 de Diciembre de 1995 se encontraban en trámite, se adecuaran a lo establecido en la Ley y en le presente Reglamento.





B-13.  DECRETO LEGISLATIVO N° 882

(El Peruano, 09 de noviembre de 1996)



	EL PRESEDENTE DE LA REPUBLICA

	CONSIDERANDO:

	Que el Congreso de la República  de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 104° de la Constitución Política del Perú, mediante Ley N° 26648 prorrogada por la Ley N°  26665 y la Ley N°  26679, ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad de dictar normas legales para promover la generación  de empleo y eliminar trabas a la inversión e iniquidades, entre otras materias;

	Que, de acuerdo con el artículo 15° de la Constitución Política del Estado, toda persona, natural o jurídica, tiene el derecho de promover y conducir instituciones educativas y el de transferir  la propiedad de éstas, conforme a Ley;

	Que es necesario que el esfuerzo realizado a través de las  Escuelas Públicas en las que, de acuerdo al mandato Constitucional, el Estado garantiza la gratitud de la enseñanza, sea  complementando con una mayor participación del Sector  Privado.

	Que, en este marco, es conveniente dictar normas que fomenten la inversión privada en el esfuerzo nacional de  modernización de la educación;

	Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministerios; y,

	Con carga de dar cuenta al Congreso de la República;

	Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:



LEY DE PROMOCION DE LA INVERSION  EN LA EDUCACION



CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

	Artículo 1°.- La presente Ley establece condiciones y garantías para promover la inversión en servicios educativos, con la finalidad de contribuir a modernizar el sistema educativo y ampliar la oferta y la cobertura.

	Sus normas se aplican a todas las Instituciones Educativas  particulares en el territorio  nacional, tales como centros y programas educativos particular, cualquiera que sea  su  nivel o modalidad, institutos y escuelas superiores particulares, universidades y escuelas de posgrado particulares  y todas  las que estén comprendida bajo el ámbito del Sector Educación.

	Artículo 2°.- Toda persona natural o jurídica tiene el derecho a la libre iniciativa privada, para realizar actividades en  la educación. Este derecho comprende los de fundar, promover, conducir y gestionar Instituciones Educativas Particulares, con o sin finalidad lucrativa.

	Artículo 3°.- El derecho a adquirir la propiedad sobre las Instituciones Educativas Particulares, se rige por  las disposiciones de la Constitución y del derecho común. Conlleva la responsabilidad del propietario en la conducción  de la institución y en el logro de los objetivos de la educación.

	Artículo 4°.- Las Instituciones Educativas particulares, deberán organizarse jurídicamente bajo cualquier de las formas previstas en el derecho común y en el régimen societario, incluyendo las de asociación civil, fundación, cooperativa, empresa unipersonal.

	Artículo 5°.- La persona natural o jurídica propietaria de una Institución Educativa Particular, con sujeción a los lineamientos generales de los planes de estudios, así como los  requisitos mínimos de la organización  de las instituciones  educativas formulados por el Estado, establece, conduce, organiza, gestiona y administra su funcionamiento, incluyendo a título meramente  enunciativo:

	a) Su línea institucional dentro del respeto a los principios  y valores establecidos en la Constitución, considerando que  la Educación tiene como finalidad el desarrollo integral de la  persona humana; promueve el conocimiento, el aprendizaje  y la práctica de las humanidades, la ciencia, la técnica, las  artes, la educación física y el deporte; prepara para la vida y el trabajo y fomenta  la solidaridad;

	b) La duración, metodología y sistema pedagógico del  plan curricular de cada período de estudios, cuyo contenido contemplará la formación moral y cultural, ética y cívica y la enseñanza de la Constitución y de los derechos humanos.

	La Educación Universal tiene como fines la formación  profesional, la difusión cultural, la creación intelectual y artística y la investigación científica y tecnológica;

	c) Los sistemas de evaluación  y control de los estudiantes; 

	d) La dirección, organización, administración y funciones  del centro;

	e) Los regímenes económicos, de sección, de ingresos, disciplinario, de pensiones y de becas;

	f) Las filiales, sucursales, sedes  o anexos que cuente  de acuerdo a la normatividad específica;

	g) El régimen de sus docentes y trabajadores  administrativos;

	h) Su fusión, transformación, escisión, disolución o liquidación; e

	i) Los demás asuntos relativos a la dirección, organización, administración y funcionamiento  de la Institución Educativa Particular.

	Tratándose de Instituciones Educativas Particulares de Educación Inicial, primaria o Secundaria, el Estatuto o Reglamento Interno contempla la forma de participación de los  padres de familia en el proceso educativo. En las  Instituciones  Educativas particular de Nivel Universal, el Estatuto o el Reglamento Interno de cada una, establece la modalidad de  participación de la Comunidad Universitaria, conformada por  profesores, alumnos y graduados. El Estatuto o Reglamento  Interno debe permitir la participación  de la Comunidad Universitaria  en los asuntos relacionados el régimen académico,  de investigación y de proyección social.

	Artículo 6º.- El personal docente  y los trabajadores administrativos de las Instituciones Educativas Particulares,  bajo relación de dependencia, se rigen exclusivamente por las normas del régimen  laboral de la actividad privada.

	Artículo 7º.- Son de aplicación en las Instituciones Educativas Particulares las garantías de libre iniciativas privadas,  propiedad, libertad contractual, igualdad de trato y los demás que reconoce la Constitución, así como las disposiciones  de los Decretos Legislativos N° 662 y 757, incluyendo todos los derechos y garantías establecidos en dichos Decretos.  También son de aplicación a las Instituciones Educativas Particulares las disposiciones de los Decretos Legislativos N°s. 701 y 716 y sus modificatorias, así como las demás disposiciones legales que garanticen la libre competencia  y la protección de los usuarios.

	Artículo 8º.- El Ministerio de Educación registra el funcionamiento de los centros  educativo a que se refiere la Ley N° 26549, Ley de los Centros Educativos Privados. Autoriza el funcionamiento de los institutos y escuelas superiores particulares. Las universidades y las escuelas de  posgrado particulares son autorizadas de acuerdo a ley.

	El Ministerio  de Educación  supervisa el funcionamiento  y la calidad de la educación de todas las instituciones educativas en el ámbito de su competencia dentro del marco de  libertad de enseñanza pedagógica y de organización que  establecen  la Constitución y las leyes.

	Para los efectos de registros, acreditación, autorización y supervisión que realice el Ministerio de Educación podrá contar con el concurso de entidades especializadas.

	Sólo el Ministerio de Educación autoriza el cierre o clausura de las instituciones educativas dentro del ámbito de su  competencia.

	Artículo 9º.- Sólo las universidades otorgan el grado académico de Bachiller.  Los gtrados  de  Maestro o Magister y de  Doctor son otorgadas por las escuelas  de posgrado.

	Los estatutos o reglamentos internos de las universidades y escuelas de posgrado, establecen los diplomas, grados y títulos que éstas otorgan, así como los requisitos para obtenerlos con sujeción  a las normas en la materia.

	Las escuelas de posgrado particulares que no pertenezcan a universidades que se creen a partir de la vigencia del  presente Decreto Legislativo se regirán por las normas aplicables a las universidades.

	Los institutos y escuelas superiores particulares, otorgan títulos profesionales previa autorización del Ministerio de Educación son sujeción al reglamento que se dicte mediante  Decreto Supremo.

	Artículo 10º.- El Ministerio de Educación puede imponer sanciones administrativas a las Instituciones Educativas Particulares bajo su supervisión por infracción de las disposiciones legales  y reglamentarias que las regulan siéndoles aplicable lo dispuesta en el Capítulo IV de la Ley N° 26549.

	Las sanciones son aplicadas en función a la gravedad de  las infracciones de acuerdo con la siguiente escala:



a) Infracciones Leves: Amonestación o multa no  menor a IUIT ni mayor a 10  UIT.

b) Infracciones Graves: Multa no menor de 10 UIT ni   mayor a 50 UIT.

c) Infracciones Muy Graves: Multa no menor de 50 UIT hasta 100 UIT suspensión o clausura. 



	Los incisos precedentes sustituyen los establecidos en el  Artículo 18° de la Ley Nº 26549.

	El Reglamento  Infracciones y Sanciones es aprobado  por Decreto  Supremo.



CAPITULO II

DISPOSICIONES TRIBUTARIAS

	Artículo 11°.- Las Instituciones Educativas Particulares  se regirán por las normas del Régimen General del Impuesto a la Renta.

	Para tal efecto, se entiende por Instituciones Educativas Particulares aquellas referidas en el segundo párrafo del  Artículo 1° y en el Artículo 4° de la presente Ley siempre que no estén comprendidas en alguno de los volúmenes de la Ley General del Presupuesto de la  República.

	Artículo 12º.- Para efectos de lo dispuesto en el cuarto párrafo del Artículo 19° de la Constitución Política del Perú, la utilidad obtenida por las Instituciones Educativas Particulares será la diferencia entre los ingresos  totales  obtenidos  por  estas y los gastos necesarios para producir y mantener su  fuente constituyendo la renta neta. A fin de la determinación  del Impuesto a la Renta correspondiente se aplicarán las  normas generales del referido impuesto.

	Artículo 13°.- La Instituciones Educativas particulares que reinviertan total o parcialmente  su renta reinvertible  en sí mismas o en otras Instituciones Educativas Particulares  constituidas en el país tendrán derecho a un crédito tributario por reinversión equivalente al 30% del monto reinvertido. 

	La  reinversión sólo podrá realizarse en infraestructura  y  equipamiento didáctico, exclusivos para los fines educativos y de investigación que corresponda a sus respectivas  niveles o modalidades de atención, así como para las becas de estudios. Mediante el Decreto Supremo se aprobará la relación de bienes y servicios que serán materia de beneficio de  reinversión.

	 Los bienes y servicios  adquiridos con las rentas reinvertibles serán computados a su valor de adquisición,  el cual  en ningún caso podrá ser mayor al valor de mercado. Tratándose  de bienes importados se deducirán los impuestos de importación si fuere el caso.

	Los programas de reinversión deberán ser presentados a  la autoridad competente del Sector Educación con copia a la SUNAT con una anticipación no menor a 10 días hábiles al  vencimiento del plazo para la presentación de la Declaración Jurada Actual del Impuesto de la Renta. Los referidos programas de reinversión se entenderán automáticamente aprobados con su presentación.

	La aprobación a que se refiere el párrafo anterior es sin  perjuicio de la fiscalización posterior que puede efectuar la  SUNAT.

	Las características de los programas de reinversión, así como la forma, plazo y condiciones para el goce del beneficio  a que se refiere el presente artículo, se establecerán en el  Reglamento.

	Artículo 14°.- Incorpórase cono inciso i) del Artículo 28° del decreto Legislativo N° 774, Ley del Impuesto a la Renta, el texto siguiente:

	Artículo 28°.- Son rentas de Tercera categoría:

	i) Las rentas obtenidas por las Instituciones Educativas  Particulares”.

	Artículo 15º.- Incorpórase como inciso j) del artículo 116° del Decreto legislativo N° 774, Ley del Impuesto a la  Renta, el texto siguiente:

	“Artículo 116°.- No están afectas al Impuesto Mínimo:

	j) Las Instituciones Educativas particulares”.

	Artículo 16º.- Derógase el inciso b) del artículo 18° del  Decreto Legislativo N° 774, Ley del Impuesto a la Renta.

	Artículo 17°.- Sustitúyase  el inciso c) del Artículo 18° del  Decreto Legislativo N° 774, Ley del Impuesto a la Renta por el texto:

	“c) Las fundaciones legalmente establecidas, cuyo instrumento de constitución comprenda exclusivamente alguno o varios de los siguientes fines; cultura, investigación superior, beneficencia, asistencia social y hospitalaria y beneficios sociales para los servidores de las empresas; fines cuyo cumplimiento deberá acreditarse con arreglo a los dispositivos legales vigentes sobre la materia”.

	Artículo 18º.- Incorpórase  como tercer del artículo 18° del Decreto Legislativo N° 774, Ley del Impuesto a  la Renta, el texto siguiente:

	“La verificación del incumplimiento de alguno de los requisitos establecidos en los incisos c) y d) del presente artículo dará lugar a presumir, sin admitir prueba en contrario, que estas entidades han estado gravadas con el Impuesto a la Renta por los ejercicios gravables no prescritos, siéndoles de aplicación las sanciones establecidas en el Código Tributario”.

	Artículo 19º.- Incorpórase  como inciso m) del Artículo  19° del Decreto Legislativo N° 774, Ley del Impuesto a la  Renta, el texto siguiente:

	“ m) Las Universidades Privadas constituidas bajo la forma jurídica a que se refiere el Artículo 6° de la Ley N° 23733,� en tanto cumplan con los requisitos que señala dicho dispositivo”.

	Artículo 20°.- Incorpórase como último párrafo del Artículo 19° del Derecho Legislativo N° 774, Ley del Impuesto a la Renta, el texto siguiente:

	“La verificación del incumplimiento de algunos de los requisitos para el goce de la exoneración establecidos en los incisos  a), b) y m) del presente artículo dará lugar a presumir,  sin admitir prueba en contrario, que la totalidad de las rentas percibidas por la entidades  contempladas en los referidos  incisos, han estados gravadas con el Impuesto a la Renta por los ejercicios gravables no prescritos, siéndole de aplicación las sanciones establecidas en el Código Tributario”.

	Artículo 21°.- Sustitúyase el inciso d) del artículo  88°  del Decreto Legislativo N° 774, Ley del Impuesto a la Renta, por el texto siguiente:

	“Artículo 88°.- Inciso d).

	“ d) Tendrán  derecho a aplicar un crédito contra el  Impuesto:

	1. Las personas perceptoras de rentas de cualquier categorías que otorguen donaciones a las Instituciones Educativas Particulares comprendidas en el artículo 19°, o a Instituciones con fines culturales a que se refiere el inciso c) del Artículo 18° y el inciso b) del Artículo 19° o a Instituciones Educativas Públicas, cuyo importe será el que resulte de aplicar la tasa media del contribuyente sobre los montos donados a las citadas entidades que en conjunto no exceda del diez ( 10%) por ciento de su renta neta  global o del diez (10%) de las rentas netas de tercera categoría, luego de efectuada  la compensación de perdidas que autoriza los artículos 49° y  50°. También podrán aplicar el referido crédito, quienes efectúen donaciones a favor de las entidades y dependencias del  Sector Público nacional, excepto empresas; siempre que la donación sea aprobada por Resolución Suprema, refrendada por el Ministro de Economía  y Finanzas  y por el  Ministro del sector correspondiente.

	2. Las  Instituciones Educativas Particulares no comprendidas en el artículo 19° que otorguen  donaciones a Instituciones Educativas Particulares  comprendidas  en el Artículo 19° o a Instituciones Educativas Públicas. En este caso el crédito será equivalente al treinta por ciento (30%) del monto donado.

	Tratándose de donaciones en dinero y sin perjuicio del cumplimiento de las formalidades establecidas por la Ley, el crédito a que se refiere el presente inciso se computará a  partir del momento en que el monto respectivo sea entregado al donatario, si la donación se realiza en efectivo; o de que los cheques, letras de cambio y otros documentos similares sean cobrados si la donación se efectúa mediante la entrega de título valores.

	En el caso de donaciones en especie, el valor de las mismas deberá ser comprobado  por la Administración Tributaria, de acuerdo con las normas que establezca el reglamento, no pudiendo en ningún caso ser superior al costo computable de los bienes donados”.

	Artículo 22°.- Sustitúyese  el inciso g) del Artículo 2° del Decreto legislativo N° 821 (T, 239, 200), ley del Impuesto  General a la ventas, por el texto siguiente:

	“g) La  transferencia o importación de bienes  y la prestación de servicios que efectúen las Instituciones Educativas Públicas o Particulares exclusivamente para su fines propios. Mediante Decreto Supremo refrendado por el Ministro de Economía y Finanzas y el Ministro de Educación, se  aprobará a la relación de bienes y servicios inafectos al pago  del Impuesto General a las Ventas.

	La transferencia o importación de bienes y la prestación de servicios debidamente autorizada mediante Resolución Suprema, vinculada a sus fines propios, efectuada por las  Instituciones Culturales o Deportivas a que se refieren el  inciso c) del Artículo 18° y el inciso b) del Artículo  19° de la Ley del Impuesto a la Renta, aprobada por Decreto Legislativo N° 774, y que cuenta  con la calificación del Instituto nacional de Cultura o del Instituto Peruano del Deporte, respectivamente”.

	Artículo 23°.- Las Instituciones Educativas Particulares o Públicas estarán inafectas al pago de los derechos arancelarios correspondientes a la  importancia  de bienes que efectúen  exclusivamente para sus fines propios. Mediante Decreto  Supremo refrendado por el Ministerio  de Economía y Finanzas y el Ministerio de Educación se aprobará la relación de bienes  inafectos al pago de derechos  arancelarios.



DISPOSICIONES TRANSITORIAS

	Primera.- Mediante Decreto Supremo, en un plazo de 90  días  hábiles, se establecerán  las normas que regirán para la autorización de funcionamiento de los Institutos y Escuelas  Superiores Particulares en el ámbito de competencia del Ministerio de Educación. Los  Expedientes en trámites  se adecuarán a dichas  normas.

	Segunda.- Las Instituciones Educativas Particulares, bajo el ámbito del Ministerio de Educación, constituidas y autorizadas antes de la vigente de la presente Ley, se rigen por las  disposiciones de ésta.

	Dichas Instituciones podrán reorganizarse o trasformarse en cualquier otra persona jurídica contemplada  en el Artículo  4° de la presente  Ley.  Mediante Decreto Supremo se  establecerá el plazo, procedimiento y condiciones a fin que la indicada reorganización o transformación no se  considere una  distribución  para efectos tributarios.

	Tercera.- Las  entidades  promotoras de las universidades  particulares que cuenten con autorización  del  funcionamiento  provisional otorgada de conformidad  con al Ley N° 26439 o habiendo sido creadas por Ley se encuentren en proceso de organización de conformidad con el Artículo 7° de la ley N° 23733 así como las demás universidades podrán adecuarse a lo dispuesto en la  presente Ley.

	Para tal efecto las solicitudes de adecuación se presentarán ante la CONAFU, quien establecerá en cada y en un  plazo no mayor a 20 días hábiles de presentada la solicitud los procedimientos correspondientes.

	Mientras no se presente tal solicitud y no se culmine el  procedimiento dichas  universidades se regirán por las Leyes  N°s. 23384, Ley General de Educación, Nº 23733, Ley Universitaria  y 26439, Ley del CONAFU.

	Cuarta.- Las  Academias de Preparación, para el ingreso a las Universidades o a otras Instituciones  de formación de Nivel Superior, reciben el tratamiento establecido en la presente Ley para las Instituciones Educativas Particulares, con excepción de los beneficios que se establecen  en los Artículos  15°, 21°. Dichas Academias  deberán registrarse en el  Ministerio de Educación  en un plazo  no mayor a 120 días  hábiles de entrar en vigencia  la presente Ley.



DIPOSICIONES FINALES

	Primera.- Las Leyes N° 23384, 23733, sus ampliatorias, modificatorias y conexas 26439 y 26549 mantienen su vigencia en lo que  no se opongan a la  presente Ley.

	Quedan sin efecto todas las inafectaciones, exoneraciones u otros beneficios concedidos  con  carácter  general por dispositivos distintos a la presente Ley a los Centros Educativos y   Culturales respecto del Impuesto  General a las Ventas y del  Impuesto a la Renta.

	Lo dispuesto en esta Ley no afecta lo establecido en el Acuerdo aprobado por el Decreto Ley N° 23211.�

	Segunda.- Las Universidades Públicas con autorización del CONAFU, excepcionalmente podrán participar en la conducción y gestión de universidades privadas declaradas en reorganización. Para estos efectos, en ningún caso se comprometería el patrimonio de la Universidad Pública.

	Tercera.-  Por Decreto Supremo, refrendado  por el Ministerio  de Economía y Finanzas y el Ministerio de Educación se  distarán las Disposiciones Reglamentarias y Complementarias que se requieran  para la mejor aplicación de la presente Ley.

	Cuarta.- Deróganse las disposiciones  que se opongan a la presente Ley.

	Cuarta.- Lo dispuesto en la presente  Ley entrará en vigencia a partir del día siguiente de su publicación; con excepción de lo previsto en el Capitulo II y el segundo párrafo de la Primera Disposición Final, los cuales entrarán en vigencia  a partir del 1 de enero de 1997.

	POR TANTO

	Mando se publique y cumpla, dando cuenta al Congreso de la República.

	Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los ocho días del mes de noviembre de mil novecientos y seis.

	ALBERTO FUJIMORI FUJIMORI, Presente Constitucional  de la República ALBERTO PANDOLFI ARBULU, Presidente  del Congreso del Ministros. Encargado  de la cartera de Economía y Finanzas DOMINGO PALERMO CABREJOS, Ministro de  Educación.





B-14.  LEY Nº 23733.

(El Peruano, 17 de diciembre de 1983)

LEY UNIVERSITARIA



CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

	Artículo 1º.- Composición, objeto y autonomía de las Universidades. Las Universidades están integradas por profesores, estudiante y graduados. Se dedican al estudio, la investigación, la educación  y la difusión del saber y la cultura, y a su extensión y proyección sociales. Tienen autonomía académica, normativa y administración dentro de la ley.

	Artículo 2º.- Fines de las Universidades. Son fines de las Universidades: 

	a) Conservar, acrecentar y transmitir la cultura universal son sentido crítico y creativo  afirmado preferentemente los valores nacionales;

	b) Realizar investigaciones en las humanidades, las ciencias y las tecnologías, y fomentar  la creación intelectual y artística;

	c) Formar humanistas, científicas y profesionales de alta calidad académica , de acuerdo  con las necesidades  del  país , desarrollar en sus miembros los valores éticos y cívicos, las actitudes de responsabilidad y solidaridad social y el conocimiento de la realidad  nacional, así como la necesidad de la integración nacional, latinoamericana y universal.

	d) Extender su acción y sus servicios a la comunidad, y promover su desarrollo integral, y,

	e) Cumplir las demás atribuciones que les señalen la Constitución, la Ley y su Estatuto.

	Artículo 87º.- Exoneración tributaria, Franquicia Postal y Telegráfica. Las Universidades están exoneradas de todo tributo fiscal o municipal, creado o por crearse. Gozan de franquicia postal y telegráfica y las actividades culturales que ellas organizan están exentas de todo impuesto. La exoneración de los tributos a la importancia se limita a los bienes  necesarios  para el cumplimiento de sus fines.

	Artículo 98º.- Facultad de Teología Pontificia y Civil de Lima. Seminarios diocesanos  y Centros de Formación de Comunidades Religiosas. La facultad de Teología y Civil de Lima se gobierna por su propio Estatuto; tiene la autorización y derecho de las Universidades y otorga  los grados y títulos de Bachiller, Licenciado y Doctor de Teología y en Derecho  Canónico.

	Los Seminarios diocesanos y los Centros de Formación de las Comunidades Religiosas, reconocidos por la Conferencia Episcopal Peruana, otorgan, a nombre de la Nación, los títulos correspondientes a los estudios que imparten y entre ellos el de Profesor de Religión, gozarán de las exoneraciones y franquicias  y de la deducción de impuestos por donaciones a su  favor de que gozan las Universidades. 





RÉGIMEN TRIBUTARIO APLICABLE A LA

IGLESIA CATÓLICA�



C-1.  DECRETO LEGISLATIVO Nº 626

(El Peruano, el 30 de noviembre de 1990)



POR CUANTO:

	El Congreso de la república del Perú, de conformidad con el artículo 188º. De la Constitución Política del Perú, por la Ley N°. 25279, promulgada el 17 de octubre de 1990, ha delegado en el Poder Ejecutivo  de la facultad de  legislar sobre cuestiones tributarias e impuestos;

	Que  mediante Decreto Ley N° 23211 de 24 julio de 1980, se aprobó el acuerdo entre la Santa Sede y la República  del Perú;

	Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; 

	Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

	Artículo 1o.- De conformidad al acuerdo suscrito por la Santa Sede y la República de Perú, confírmese la vigencia para todos su efectos de las exoneraciones y beneficios tributarios, y franquicias de la Iglesia Católica, sus  jurisdicciones y las comunidades religiosas que la integran.

	Artículo 2o.- Incorporar al Arzobispado de Lima a los alcances del último párrafo del artículo 98o. de la Ley No. 23733.

	Artículo 3o.- El presente Decreto Legislativo regirá a partir del día siguiente de su publicación en el diario oficial “El Peruano”.

POR TANTO

Mando se publique  y cumpla, dando cuenta al Congreso.

	MAXIMO SAN ROMAN CACERES

	Primer Vicepresidente. Encargado del Despacho Presidencial

	JUAN CARLOS HURTADO MILLER

	Presidente del Consejo de Ministros y Ministro de Economía y Finanzas.





C-2.  IMPUESTO A LA RENTA



DECRETO SUPREMO N° 287-68-HC

 (El Peruano, 13 de Agosto de 1968)



CONSIDERANDO

	Que es conveniente refundir en un solo texto el Decreto Supremo N° 203-68-HC (1) con las dispociones pertinentes contenidas en los Decretos Nos. 214-68-HC (1), 215-68-HC, 217-68-HC (1), 227-68-HC (1), 228-68-HC (1) y 068-68-Fo (1) tomando en consideración lo señalado  en el artículo 46° del Decreto Supremo N° 202-68-HC (1), así como las sugerencias y observaciones formuladas por entidades públicas y organismos representativa del sector privado, en cuando  ellas contribuyen a aclarar  y precisar los dispositivos de los mencionados decretos;

	En uso de las facultades extraordinarias concedidas por la Ley N° 17044 (1);

	Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y 

	Con cargo de dar cuenta al Congreso Nacional;

	DECRETA:

	Apruébase el siguiente texto ordenado del Decreto Supremo N° 203-68-HC, de los 214-68-HC, 215-68-HC y 228-68-HC.



CAPITULO IV

DE LAS EXENCIONES



Artículo 18°.-	Están exentos del impuesto:

Las rentas del Sector Público Nacional, En el caso de entidad mixta, la exención sólo procederá respecto de las rentas que correspondan al capital estatal. 

Las rentas de asociaciones o fundaciones no lucrativas legalmente  autorizadas, de caridad, beneficencia, asistencia social, educación, culturales, científicas, artísticas, literarias, deportivas,  políticas, profesionales y gremiales, siempre que la totalidad de sus ingresos se destine exclusivamente  a los fines de su creación en el país y no se distribuyan, en ningún caso,  directa o indirectamente, entre los asociadas y que en sus estatutos esté previsto que, en caso de disolución, su patrimonio se destine a cualquiera de los fines contemplados en este inciso. No están comprendidas en la exención las rentas provenientes a actividades comerciales o industriales, salvo el  caso de las fundiciones existentes cuando dichas  rentas estén dedicadas exclusivamente a los fines funcionales. En el caso de nuevas fundaciones que quieren acogerse a esta exención deberán recabar Resolución favorable del Ministerio de Hacienda, con informe de las Superintendencia  Nacional del Contribuciones, después de oír la opinión  del Consejo Nacional de supervigilancia de Fundaciones.

Las rentas de asociaciones o instituciones religiosas, tales como conventos, monasterios, seminarios, órdenes y congregaciones;







C-3. IMPUESTO GENERAL A LAS VENTAS E

IMPUESTO SELECTIVO AL CONSUMO



 DECRETO LEGISLATIVO N° 821

(El Peruano, 23 de abril de 1996)



EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

	POR CUANTO:

	El Congreso de la República por Ley N° 26557 ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad de legislar por su plazo de 120 días en los términos a que hacer referencia el Artículo  104° de la Constitución Política del Perú, sobre las normas relacionadas a impuestos, contribuciones, aportaciones  y demás  tributos y normas tributarias, a fin de introducir técnicas, simplificar y uniformar  los procedimientos, precisar la vigencia y cobertura de los regímenes especiales, entre otros aspectos; así como armonizar las normas relativas al delito y los  cambios que éstos demanden  en el Código Penal y demás normas pertinentes, entre otras materias;

	Con el voto aprobatorio  del Consejo de Ministros;

	Con cargo de dar cuenta al Congreso de la República;

	Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:



NUEVO TEXTO  DE LA LEY DEL IMPUESTO

GENERAL A LAS VENTAS E IMPUESTO

SELECTIVO AL CONSUMO



TITULO I

DEL IMPUESTO GENERAL A LAS VENTAS



CAPITULO I

DEL AMBITO DE APLICACIÓN DEL

IMPUESTO Y DEL NACIMIENTO DE LA

OBLIGACION TRIBUTARIA



	ARTICULO 1°.- OPERACIONES GRAVADAS 

	Impuesto General a las Ventas grava las siguientes operaciones:

La venta en el país de bienes muebles;

La prestación o utilización  de servicios en el país;

Los contratos de construcción;

La primera venta  de inmuebles que realicen los constructores de los mismos.

Asimismo, la posterior venta del inmueble que realicen las empresas vinculadas  con el constructor, cuando el inmueble  haya sido adquirido directamente  de éste o de empresas  vinculadas económicamente con el mismo.

Lo dispuesto en el párrafo anterior en el párrafo anterior  no será  de aplicación  cuando  se demuestre que el precio  de la venta realizada es  igual o mayor al valor  de mercado. Se  entiende  por valor de  mercado el que normalmente se obtiene en las  operaciones  onerosas que el  constructor la empresa con  terceros  no vinculados, o el valor de tasación, el que resulta mayor.

	Para efecto de establecer  la vinculación es de aplicación lo dispuesto en el Artículo 54° del presente dispositivo.

También  se considera como primera venta la que se efectúe con posterioridad a la reorganización o traspaso  de empresas.

La  importación  de bienes.



ARTICULO 2°.- CONCEPTOS NO GRAVADOS

No están gravados con el impuesto:



e) la importación de:

Bienes donados a entidades religiosas.

Dichos bienes no podrán ser transferidos o cedidos durante el plazo de cuatro (4) años contados desde la fecha de la  numeración de la Declaración Unica de Importación. En caso  que se transfiera o cedan, se deberá efectuar el pago de la deuda tributaria correspondiente de acuerdo con lo que señale el Reglamento. La  depreciación de los bienes cedidos o transferidos se determinará de acuerdo con las normas del  Impuesto a la Renta.

	No están comprendidos en el párrafo anterior los  casos en que por disposiciones especiales se establezcan plazos, condiciones   o requisitos para transferencia o cesión de dichos bienes.



h) Los  pasajes internacionales adquiridos por la Iglesia Católica para sus agentes pastorales, según el Reglamento que se expedirá para tal efecto; ni los pasajes internacionales  expedidos por empresas de transporte de pasajeros que en  forma exclusiva realicen viajes entre zonas fronterizas.





DECRETO SUPREMO N° 168-94-EF

(El Peruano, 29 de diciembre de 1994)



INAFECTACIÓN DEL IGV E ISC A LOS PASAJES INTERNACIONALES ADQUIRIDOS POR LA IGLESIA CATÓLICA

	

EL PRESENTE  DE LA REPUBLICA 

	CONSIDERANDO 

	Que, el inciso h) del artículo 2° del Decreto Legislativo Nº 775�, que regula el Impuesto General a las Ventas e Impuestas  Selectivo al Consumo, establece la inafectación a los internacionales adquiridos por la Iglesia Católica para sus agentes pastorales, según el Reglamento  que se expedirá para tal efecto;

	Que, en la tal sentido, es necesario dictar las normas reglamentarias;

	En uso de las facultades conferidas en el inciso 8) del artículo 118° de la Constitución Política del Perú;

	DECRETA:

	Artículo 1°.- La inafectación a favor de la Iglesia católica  dispuesta en el inciso h) del artículo 2° del Decreto Legislativo N° 775, que regula Impuesto General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo, comprende  los pasajes internacionales que adquiera la Iglesia Católica  en el Perú, directamente  de las empresas  de transporte  a favor  de sus obispos, religiosas, sacerdotes, diáconos, seminaristas, misioneros, agentes pastorales  ecuménicos y agentes  pastorales diocesanos, debidamente reconocidos por la Autoridad Eclesiástica respectiva y siempre que la adquisición  se efectúe con fines  de formación o en cumplimiento de sus  funciones eclesiásticas.

	Artículo 2°.- La Iglesia  Católica en el Perú harán uso de la inafectación a que se refiere el artículo que precede, únicamente a través de las Autoridades de los Arzobispados, Obispados, Prelaturas Territoriales  y Vicariatos  Apostólicos, adquiriendo los pasajes directamente de las empresas de transporte.

	Artículo 3°.- La Superintendencia Nacional de Administración Tributaria coordinará con las Autoridades Eclesiásticas indicadas en el artículo anterior a fin de establecer  los mecanismos más convenientes, para la aplicación del presente  Decreto Supremo.

	Artículo 4.- El presente Decreto Supremo será refrendado por el Ministro de Economía  y Finanzas.

	Dado en la Casa  de Gobierno, en Lima, a los veintiocho  días del mes de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro.

	ALBERTO FUJIMORI FUJIMORI, Presidente de la República. JORGE CAMET DICKMANN, Ministro de Economía  y Finanzas.





DIRECTIVA N° 003-98/SUNAT

(El Peruano, 11 de marzo de 1998)



Lima, 9 de marzo de 1998 

MATERIA:

	Impuesto General a las Ventas – Vigencia del Decreto Suprema N° 168 – 94 – EF.

OBJETIVOS:

	Precisar si se encuentra vigente en Decreto Supremo N° 168-94-EF que reglamenta la inafectación  del Impuesto General a la Ventas a los pasajes  internacionales adquiridos  por la Iglesia Católica para sus  agentes pastorales.

BASE LEGAL:

	- Decreto Legislativo N° 775- Anterior	 Ley del Impuesto  General a las Ventas  e Impuesto Selectivo al Consumo.

Decreto Supremo N° 168-94-EF.

- Decreto Legislativo N° 821-Ley del Impuesto General a la Ventas  e  Impuesto Selectivo al Consumo .

- Decreto Supremo N° 136-96-EF – Norma que constituye el Título 1 del Reglamento del Impuesto General a  las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo, aprobado por Decreto Supremo N° 29-94-EF. 

ANALISIS.

	El Inciso h) del Artículo 2° del Decreto Legislativo N° 775 establecía  que no se encontraban grabados con el Impuesto General a las Ventas, los pasajes internacionales  adquiridos por  la Iglesia Católica para sus agentes pastorales, según el Reglamento que debía expedirse para tal efecto.

	Así  en aplicación a lo señalado en el párrafo precedente, mediante Decreto Supremo N° 168-94-EF publicado el 29 de diciembre de 1994 se reglamenta la mencionada inafectación.

	Posteriormente, con fecha de 23 de abril  de 1996 se publica  el Decreto Legislativo N° 821, nueva ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto Selectivo al consumo  la cual recoge en el inciso h)  del artículo 2°, la inafectación contemplada  en el Decreto Legislativo N° 775, a los pasajes internacionales adquiridos por la Iglesia Católica para sus  agentes pastorales.

	De otro lado el primer párrafo de la Décimo Sétima Disposición Final del Decreto Supremo N° 136-96-EF, señala que se mantienen vigentes las normas que reglamenta los mencionados Impuesto en tanto no se opongan a lo establecido en dicho dispositivo.

	En tal sentido al ser el Decreto Supremo N° 168-94-EF una norma reglamentaria del Impuesto General a las Ventas  y al no oponerse a las normas que regulan dicho impuesto, consideramos que el mismo se mantiene vigente.



INSTRUCCIONES 

	El Decreto Supremo N° 168-94-EF se encuentra vigente.







C-4.  IMPUESTO PREDIAL



DECRETO LEY N° 19654

(El Peruano, 12 de diciembre de 1972)



	CONSIDERANDO:

	Que es propósito del Gobierno Revolucionario de la Fuerza Armada reestructurar   el sistema tributario a fin de que éste constituya un medio adecuado para alcanzar el logro de las metas de orden económico y socio trazadas en el Plan Nacional de Desarrollo:

	Que en el campo de los impuestos patrimoniales, conviene racionalizar el sistema vigente con el objeto de evitar las distorsiones  de orden económico y administrativo que de él  se derivan;

	Que, asimismo, debe tenderse hacia la simplicidad en los  criterios impositivos para facilitar el cumplimiento de las obligaciones tributarias, unificando las disposiciones que  rigen la aplicación de los impuestos al patrimonio accionario predial y el impuesto municipal a la renta de los predios rústicos y urbanos;

	Que es necesario dotar a los Gobiernos Locales de los recursos necesarias para el cumplimiento de sus fines;

	En uso de las facultades de que está investido; y,

	Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;

	Ha dado el Decreto Ley siguiente:

	Art. 1º.- Sustituyese  el régimen tributario constituido por los  impuestos al patrimonio accionario, de patente Comercial e industrial, al valor de la propiedad  predial y el impuesto municipal a la renta de los predios rústicos y urbanos, por un impuesto anual que se aplicará sobre:

El patrimonio empresarial; y

El patrimonio predial no empresarial



TITULO I



	Del Impuesto al Patrimonio Empresarial 

	Art. 2º.- El impuesto sobre el patrimonio empresarial, se aplicará  con sujeción a las disposiciones de esté Titulo.

	Art. 3º.- Son sujetos del impuesto o las empresas, entendiéndose como tales las personas naturales, sucesiones indivisas y personas  jurídicas que se dediquen alguna actividad  lucrativa de extracción, producción, comercio o servicios industriales, comerciales y similares; con excepción de las asociaciones y fundaciones por actividades lucrativos que realicen para el cumplimiento de sus fines. 

	Art. 25º.- Están exonerados del impuesto los predios de propiedad:

Del gobierno Central, Instituciones  Públicas Descentralizadas y Gobiernos Locales;

De fundaciones legalmente autorizadas, cuyo instrumento de constitución comprendo alguna o varios de los siguientes fines: educación, cultura, investigación superior beneficencia, asistencia  social y hospitalaria y beneficios sociales para los servidores de las empresas; fines cuyo cumplimiento deberá acreditarse con arreglo a los dispositivos vigentes sobre la materia;

De entidades religiosas destinadas a templos y conventos;





DECRETO  LEY  N° 19994

(El Peruano, 24 de abril de 1973)



Art. 2º.- Sustitúyese los incisos b) y c) del Art. 25° del Decreto Ley N° 19654 por los  siguientes:

c)    de entidades religiosas”.





DECRETO – LEY N° 22047

(El Peruano, 29 de diciembre de 1977)



	Art. 2º.- Sustitúyase el texto del Art. 25° del Decreto Ley 19654, por el siguiente:

	Art. 25º.- Están exonerados del impuesto al Patrimonio Predial no Empresarial, los predios de propiedad:

Del Gobierno Central, Instituto Públicas  Descentralizadas y Gobiernos Locales;

De fundaciones o asociaciones legalmente autorizadas, cuyo instrumento de constitución comprende algunos o varios de los siguientes fines: educación cultura, investigación superior, beneficencia, asistencia social y hospitales y beneficios sociales para los servicios de las empresas; fines cuyo cumplimiento deberá acreditarse con arreglo a los dispositivos sobre  materia;

De entidades religiosas;





DECRETO DE ALCALDÍA Nº 063

(01 de setiembre de 1986)



EL ALCALDE DE LIMA METROPOLITANA

	CONSIDERANDO:

	Que, el Acuerdo suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú, aprobado por Decreto Ley N° 23211, establece en su artículo 10° la permanencia a favor de la Iglesia católica de las exoneraciones, beneficios  tributarios y franquicias que le conducen las leyes y normas legales vigentes al 26 de Julio de 1980, fecha en la que entró en vigencia el acuerdo.

	Que, consecuentemente, la exoneración sin limitación ni condición que gozaban las entidades religiosas conforme al régimen del Impuesto al Patrimonio Predial No Empresarial devino en permanente, y por tanto, continuó vigente después del 31 de Diciembre  de 1982:

	Que, las Ley N° 23552, al sustituirse al régimen del Impuesto al patrimonio Predial N° Empresarial del Impuesto al valor del Patrimonio Predial, estableció en su artículo 26° que los predios que hubieran gozado de beneficios referidos al  impuesto al Patrimonio Predial No Empresarial  continuará gozando del mismo beneficio en  el régimen del Impuesto al Valor del Patrimonio Predial;

	Que, el artículo 101° de la constitución del estado� señala  que en caso de conflicto entre el Tratado y la Ley, prevalece al primero;

	Que, es conveniente aclarar que las entidades religiosas de la Iglesia Católica continuaron gozando de la exoneración del impuesto al Patrimonio Predial No Empresarial y se encuentran exoneradas del Impuesto al valor del patrimonio predial, de modo permanente y sin limitaciones alguna, conforme a los regímenes establecidos por el Decreto Ley N° 19654 y sus modificatorias y la Ley N° 23552, respectivamente;

	De conformidad con el Inciso 13° del Articulo 254° de la Constitución Política;

	DECRETA

	ARTICULO 1°.- Precisar que la Iglesia Católica en el Perú y sus Instituciones y Entidades Religiosas, continuarán gozando de la exoneración al Impuesto al Patrimonio Predial No Empresarial que les concedió el Inciso c) del Artículo 15°� del Decreto Ley N° 19654 modificado por el Artículo 2° del Decreto Ley N° 22047, hasta la sustitución del régimen del impuesto por el Impuesto al Valor del Patrimonio Predial establecido por la Ley N° 23552.

	ARTICULO 2°.-Declarar que la Iglesia Católica en el Perú y sus Instituciones y Entidades religiosas se encuentran exoneradas del Impuesto al Valor del Patrimonio Predial, de modo permanente y sin limitaciones ni restricción alguna.



REGISTRESE, COMUNIQUESE Y CUMPLASE.





C-5.  ARBITRIOS MUNICIPALES



DECRETO LEY N° 22012

(El Peruano, 06 de diciembre de 1977)



	Art. 6°.- Déjase sin efecto las exoneraciones  del pago de los arbitrios de limpieza pública y de alumbrado público con excepción de las otorgadas a favor de predios destinados a la Defensa Nacional, a la función policial, a las compañías de Bomberos, a templos y conventos y aquellas concedidas de acuerdo a las normas vigentes por convenios de excepción privilegios diplomáticos, que mantendrán  su régimen de exoneración  permanente.

	Las exoneraciones genéricas de  tributos que se otorguen no comprenderán a los arbitrios a que se refiere el presente Decreto – Ley.





EDICTO MUNICIPAL N° 183-93-MLM

(El Peruano, 07 de diciembre de 1993)



Crea en la  jurisdicción  de la provincia de Lima el Arbitrio  de Serenazgo

CONSIDERANDO:

	El Consejo, en Sesión Extraordinaria de la fecha, de conformidad  con lo dispuesto por la Constitución  Política del Perú y con las atribuciones que le confiere la ley Orgánica de  Municipalidades  y con el voto conforme de la mayoría legal de Regidores aprobó el siguiente:



EDICTO

SERVICIO DE SERENAZGO MUNICIPAL

	Artículo 1°.- Créase en la jurisdicción de la provincia de Lima, el Arbitrio de Serenazgo  destinado a financiar el Servicio de Serenazgo  Municipal, que será prestado de conformidad con la Constitución Política del Perú y que tendrá como función primordial brindar  seguridad colectiva.

	El Arbitrio de Serenazgo es de periodicidad mensual, estado las municipalidades es establecer periodicidades  distintas para cada una las jurisdicciones.

	Artículo 6°.- Están inafectos al pago de arbitrio de Serenazgo el Gobierno Central, Regional y Local, las Universidades y Colegio, Embajadas, delegaciones extranjeras y organismos internacionales, Compañías  de Bomberos. Congregaciones Religiosas, Fuerzas Armadas y Policía Nacional; en relación a los predios que posean. 





C-6.  LICENCIA MUNICIPAL DE FUNCIONAMIENTO



DECRETO LEY N° 22834

(El Peruano, 26 de diciembre de 1979)



	CONSIDERANDO:

	Ha dado el Decreto Ley siguiente:

	Art. 1°.- Créase el Impuesto denominado Licencia Municipal de Funcionamiento en sustitución de los tributos  que se deroga por el Art. 11° del presente Decreto – Ley.

	Art.4°.- Están exonerados en forma permanente del pago de la Licencia Municipal de Funcionamiento, las personas cuyas rentas se encuentran totalmente exoneradas del Impuesto a la Renta en aplicación de lo dispuesto en los incisos b), c) y d) del Art. 18° del Decreto Supremo N° 287-68-HC.�



C-7.  LICENCIA DE CONSTRUCCIÓN  



DECRETO SUPREMO N° 004-80-VC

(El Peruano, 13 de marzo de 1980)

REGLAMENTO PARA EL OTORGAMIENTO

DE LICENCIAS DE CONSTRUCCION



	CONSIDERANDO:

	Que, es necesario derogar y/o modificar algunas normas del Reglamento para el Otorgamiento de Licencias de Construcción, aprobado por Decreto Supremo N° 043-76-VC de 24  de Diciembre de 1975 y a fin sustituirle por otras que permitan una mayor agilidad en el procedimiento para el otorgamiento de Licencia de Construcción;

	Que, el Ministerio de Vivienda y Construcción acorde con sus objetivos y como ente técnico normativo del Sector, ha formulado y presentado el proceso de nuevo Reglamento para el otorgamiento de Licencias de Construcción.

	Que, es conveniente aprobar dicho Reglamento:

	DECRETA:

	Art. 1°.- Apruébase el Reglamento para el otorgamiento de Licencia de Construcción, constituido por los siguientes capítulos:

	I.   	Generalidades. 

II. 	De los Organismos que intervienen. 

III. 	De los Documentos.

IV.  	De la Tramitación de las Licencias.

De los Recursos  de Reconsideración. 

Apelación y Revisión

Del Control de Obras.

De la Conformidad de obras

De los Derechos.

De las Sanciones.

Disposiciones Complementarias 



Art. 2º.- Quedan derogadas todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto Supremo.

Art. 3º.- El presente Decreto Supremo será refrendado por los señores Ministros de Vivienda y Construcción, del Interior, y del Economía y Finanzas.

Lima, 13 de Marzo de 1980

Gral. de Div. EP. Francisco Morales Bermúdez Cerrutti, Presidente de la Presidente de la República.

Gral. De Brigada EP. César Rosas Cresto Ministro de Vivienda y Construcción. Gral. De Brigada EP. Fernando Velit S. Ministro del interior.

Dr. Javier Silva Ruete, Ministro de Economía y Finanzas



REGLAMENTO PARA EL OTORGAMIENTO

DE LICENCIAS DE CONSTRUCCION



CAPITILO VIII

DE LOS DERECHOS

	Art. 8.04.- Están exonerados del pago de los derechos de Licencia de Construcción y de la Adquisición de Bonos de Fomento Hipotecario, los Organismos del Sector Público Nacional con excepción de las Empresas Públicas en general.

	Asimismo, están exonerados de dicho pago y adquisición, las personas que ejecutan edificaciones destinadas a servicios públicos complementarios de vivienda y que demuestra no tiene propósito de lucro.

	Para el efecto, deberá  entenderse como tales servicios, las edificaciones de uso público que se construyan para fines de Salud, Educación, Culto, Asistencia  Social, Investigación, Seguridad, Recreación y de Deportes, debidamente calificadas por el Ministerio de Vivienda y Construcción u Organismo Regional de Desarrollo competente, según el caso.







C-8.  IMPUESTO VEHICULAR�



DECRETO LEGISLATIVO Nº 776

(El Peruano, 31 de diciembre de 1993)

LEY DE TRIBUTACIÓN MUNICIPAL



CAPITULO III

DEL IMPUESTO VEHICULAR



Artículo 30º.- Créase el Impuesto a la Propiedad Vehicular,  de periodicidad anual, que grava la propiedad de los vehículos automóviles, camionetas y station wagons con una  antigüedad no mayor de tres (3) años.

	Artículo 37º.- Se encuentran inafectos al pago de impuestos, la propiedad vehicular de la siguientes entidades:

	c) Entidades religiosas.





C-9.  IMPUESTO DE ALCABALA�



DECRETO LEGISLATIVO Nº 776

(El Peruano, 31 de diciembre de 1993)

LEY DE TRIBUTACIÓN MUNICIPAL



CAPITULO II

DEL IMPUESTO DE ALCABALA

	

Artículo 21.- El Impuesto de Alcabala grava las transferencias de inmuebles urbanos  y rústicos  a título oneroso  o gratuito, cualquier sea su forma o modalidad, inclusive las ventas con reserva de dominio.

	Artículo 28º.- Se encuentran  inafectos  al pago del impuesto, la adquisición de propiedad inmobiliaria que efectúe  las siguientes entidades:

	c) Entidades religiosas.

	e) Universidades  y centros educativos, conforme a la  Constitución. 





C-10.  RESOLUCIONES DEL TRIBUNAL FISCAL



RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL FISCAL  Nº 761-1-96

(31 de mayo de 1996)





Expediente 	:	888-96

Interesado	:	ARZOBISPADO DE AREQUIPA

Asunto		:	Impuesto  Predial

Procedencia	:	Arequipa

Fecha		:	Lima, 31 de mayo de 1996

				Vista la apelación interpuesta por la ARZOBISPADO DE AREQUIPA, representado por el señor Manuel Juárez Rodríguez, contra la Resolución Municipal N°231-95 de 28 de febrero de 1995 que declara infundada la reclamación contra la Resolución  Directoral N° 2690 que declara improcedente la solicitud  de reconocimiento de inafectación del Impuesto  Predial respecto de la totalmente de predios de propiedad del recurrente;

				CONSIDERANDO:

			Que la apelación señala que la inafectación concedida a la Iglesia católica se entiende que comprende los tributos vigentes a la fecha en que se celebró el Acuerdo  Internacional entre la Santa sede y el Gobierno Peruano, aprobado por Decreto Ley N° 23211, por lo que la ratificación de las exoneraciones y franquicias otorgadas  a favor de la Iglesia católica, contenidas en el Decreto legislativo 626, rigió hasta  el 31 de diciembre de 1993 y a  partir del 1° de enero de 1994, al sustituir el régimen tributario municipal con el Decreto  Legislativo 776, la inafectación debe sujetarse a las disposiciones que contiene la referida norma, que restringe el goce de tal beneficio para los predios de propiedad de la Iglesia que no produzcan renta y que estén destinados a templos, conventos, monasterios y museos;

				Que el recurrente fundamenta su apelación señalando la apelando no ha  merituado en lo absoluto la trascendencia jurídica del acuerdo Internacional suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú ni la jurisprudencia tributaria emanada del Tribunal Fiscal, por lo que resulta contradictorio lo expresado en la apelado, al señalar que la inafectación concedida   a la Iglesia católica, contenida en el mencionado Acuerdo, se entiende que comprende los tributos vigentes en la fecha que se celebró; en el sentido que el Impuesto Predial se encontraba vigente a la fecha de celebración  del Acuerdo, pues este tributo estuvo regido por los Decretos Leyes 19654 y 19994, y el hecho que los cambios de denominación que ha sufrido dicho impuesto a lo largo de los años no significa para nada que se trate de un tributo distinto, pues los elementos de la relación jurídica tributaria siguen siendo los mismos;

				Que el artículo X del Acuerdo Internacional entre la Santa Sede y la República del Perú, aprobado mediante Decreto Ley 23211 que establece el ordenamiento  jurídico de la Iglesia Católica en el Perú, establece que las jurisdicciones y comunidades religiosas de la Iglesia católica en el Perú continuarán gozando de las exoneraciones y beneficios tributarios  que les otorgan las normas nacionales vigentes;

				Que al momento de la suscripción de dicho tratado se encontraba vigente  el Decreto Ley 19654 de 12 de diciembre de 1972, que en literal c) del artículo 25° se declaró  exonerados del Impuesto al Patrimonio Predial  no Empresarial, a los predios de entidades  religiosas destinadas a templos y conventos;

				Que el Decreto Ley 19994 de 24 de abril de 1973, sustituyó los literales b) y c) del artículo 25° del referido Decreto Ley 19654; este último literal dispuesto que se encontraban exonerados del impuesto los predios de las entidades religiosas, suprimiéndose  la mención o especificación de templos y conventos; posteriormente el Decreto Ley 22047 de 29 de diciembre de 1977, ratificó el literal c), exonerando del impuesto al Patrimonio Predial no Empresarial a todos predios de entidades religiosas, fuese cual  fuese  el destino que se les dé;

				Que por lo tanto los Derechos Leyes antes mencionados  eran las normas sobre  el Impuesto al Patrimonio Predial que se encontraban vigentes al momento de la suscripción del Acuerdo Internacional, otorgándole la inafectación de dicho impuesto a todos los predios propiedades de las entidades religiosas de la Iglesia católica, sin especificar un determinado uso, la misma que deviene en permanente en tanto el Estado Peruano y la Santa Sede  mantengan relaciones internacionales formales, dentro de los principios y normas del Derecho Internacional Público;

				Que el 30 de noviembre de 1990 se promulgó el Decreto Legislativo 626 en el que, de conformidad con el Acuerdo suscrito entre la Santa Sede y  la república del Perú, se  confirmó la vigente para todos sus efectos de las exoneraciones, beneficios tributarios y franquicias a favor de la Iglesia Católica, sus jurisdicciones y las comunidades religiosas que la integran, interpretándose de esta manera los alcances de los beneficios otorgados por dicho  Acuerdo Internacional;

				Que con el Decreto Legislativo 776 – Ley Tributación Municipal, el Impuesto al Valor del Patrimonio Predial cambió de nombre por el de Impuesto Predial, siendo la naturaleza del tributo la misma, por lo que a pesar de las diversas denominaciones que ha tenido  a lo largo del tiempo, la inafectación   que goza la Iglesia católica con respecto  a dicho tributo se  mantiene inalterable;

				Que la exoneración que concede el literal c) del artículo 17° del Decreto Legislativo 776, está orientada a  incluir a otras entidades religiosas de confesión distinta a la de la Iglesia católica, pues ésta goza de inafectación sobre los predios de su propiedad, independientemente de la denominación  que se le dé a dicho tributo y fuese cual fuese el destino  del predio, por haberlo convenido así la Santa Sede y el Estado Peruano en un Acuerdo  Internacional;

				Que el artículo 55° de la Constitución Política del Perú de 1993 establece que los tratados celebrados  por el Estado forman parte del derecho  nacional, a diferencia del artículo 101° de la Constitución anterior, que establecía la prevalencia del tratado sobre la Ley;

				Que no obstante ello la Norma III del Título Preliminar del código Tributario, cuerpo normativo que establece los principios generales, instituciones, procedimientos  y normas de ordenamiento jurídico tributario, establece como fuentes del Derecho Tributario en orden jerárquico, a la constitución en primer lugar, luego a los tratados internacionales aprobados por el congreso y ratificados por el Presidente de la república y en tercer lugar a las leyes tributarias y normas de rango equivalente;

				Que en el presente caso, al tratase de un Convenio Internacional  celebrado entre la Santa Sede y el Estado Peruano, ratificado por Ley, cuyas normas  se oponen al decreto legislativo 776, debe prevalecer al convenio, de conformidad con la Norma III antes  citada;

				De acuerdo con el dictamen de la Vocal Señora Cogorno Prestinoni, cuyos fundamentos se reproducen;	

				Con las señoras  Cogorno Prestinoni, Casalino Mannarelli y Pinto  de  Aliaga:



				RESUELVE:

				REVOCAR EN PARTE la Resolución Municipal N° 232-95 de 28 de febrero de 1995 que ratifica la Resolución Directoral N° 2690 de 2 de mayo de 1994, en lo que  respecto a los predios de propiedad de la Iglesia Católica que produzcan  renta y CONFIRMARLA  en lo demás que contiene.

				Regístrese, comuníquese y devuélvase a la Municipalidad Provincial de Arequipa, para sus efectos.



DICTAMEN DEL SEÑOR VOCAL:



Exp. Reg. N°	:	888-96

Dictamen N°	:	44-1-96 Vocal señora Cogorno Prestinori

Interesado	:	ARZOBISPADO DE AREQUIPA

Asunto		:	Impuesto Predial

Procedencia	:	Arequipa

	Señor:

	ARZOBISPADO DE AREQUIPA, debidamente  representado por el señor Manuel Juárez Rodríguez, interpone recurso de apelación  contra la resolución Municipal N° 232-95 de 28 de febrero de 1995 que declara infundada la reclamación contra la Resolución Directoral N° 2690 que declara improcedente la solicitud de reconocimiento de inafectación  del Impuesto Predial respecto de la totalidad de predios de propiedad del recurrente.

	Mediante Resolución Municipal N° 3394 de 25 de julio de 1990, la Municipalidad Provincial  de Arequipa precisa que la Iglesia católica, sus institutos y entidades religiosas continuarán  gozando de la exoneración del pago del Impuesto al patrimonio Predial no Empresarial que les concedió el artículo 15 del Decreto Ley 19654, modificado por el artículo 2 de Decreto Ley 22047, hasta la sustitución del régimen del Impuesto al Valor del Patrimonio Predial establecido en la Ley 23552, sin restricción alguna.

	Posteriormente, el Decreto Legislativo 776-Ley de Tributación Municipal- promulgó el 30 de diciembre de 1993, al derogar la Ley 23552 establecer un nuevo régimen del Impuesto Predial, en razón de lo cual el recurrente solicita a la Municipalidad Provincial de Arequipa, el 7 de marzo de 1994, se le reconozca la inafectación del Impuesto Predial en tanto que la anterior Resolución Municipal había quedado sin efecto.

	Por Resolución Directoral N° 2690 de 2 de  mayo de 1994, la Oficina General de Rentas de la Municipalidad Provincial de Arequipa declara procedente en parte la exoneración solicitada, otorgando dicho beneficio  a los predios destinados exclusivamente a Templos, Convenios, Monasterios y Museos. El Dictamen Legal N° 562 que la sustenta, expedido por la Dirección General de asesoría Jurídica de la Municipalidad, señala lo siguiente:

	Que en observancia del Acuerdo suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú que otorga a la Iglesia Católica el beneficio de inafectación de todo tributo vigente en la fecha de celebración, la Municipalidad otorgó el beneficio de inafectación que le  había concedido  el artículo 15° del Decreto Ley 19654 hasta la sustitución del régimen del Impuesto Predial;

	Que el Decreto Legislativo 626 que confirma las exoneraciones y franquicias concedidas a la Iglesia católica, rigió en lo que respecta al Impuesto al Valor del Patrimonio Predial, hasta el 31 de diciembre de 1993; en tanto el Decreto Legislativo 776 sustituye el régimen del Impuesto al Patrimonio Predial, derogando el Decreto  Ley 23552, a partir del 1 de Enero de 1994;

	Que el Decreto Legislativo 776 dentro de la inafectación que contempla, considera a la Iglesia católica pero sólo en relación con los templos, conventos, monasterios y museos, limitando de esta forma el beneficio que le fuera concedido por el régimen tributario municipal ya derogado.

	El 22 de junio de 1994 el recurrente interpone recurso de reclamación señalando lo siguiente:

	Que la fuente de inafectación del Impuesto Predial no es el Decreto Legislativo 776, sino el  Acuerdo Internacional suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú el 19 de julio de 1980 y  aprobado por Decreto Ley 23211 de 24 de julio del mismo año;

	Que la Norma III del Título Preliminar del Código Tributario establece, en orden de jerarquía, las fuentes de derecho tributario, mencionándose luego de las normas constitucionales a los  tratados internacionales y por debajo de éstos a las leyes tributarias y normas de rango equivalente;

	Que el artículo X del Acuerdo Internacional suscrito la Santa Sede y la República del Perú establece que la Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades  religiosas que la  integran continuarán gozando de las exoneraciones y beneficios tributarios y franquicias que les otorgan  las  leyes y normas legales vigentes;

	Que en la fecha de la suscripción  de dicho  Acuerdo se encontraba vigente en materia de Impuesto al Valor del Patrimonio Predial el Decreto Ley 19654, modificado por el Decreto Ley 19994, cuyo inciso c) del artículo 25 consagró la inafectación  del impuesto para todos los predios de propiedad de la Iglesia, produzcan o no renta y cualquiera sea el destino que se les dé;

	Que en consecuencia el beneficio  tributario de la inafectación del Impuesto adquiere, al entrar en vigencia el tratado internacional, la misma jerarquía que éste, razón por la que sólo con una norma de igual o superior  jerarquía puede enervarse la vigencia de dicha inafectación;

	Que durante la vigencia de la Ley 23552 que regulaba el Impuesto al valor de la Propiedad Predial desde el 1 de enero de 1983 hasta el 31 de diciembre de 1993, el Tribunal Fiscal ya había  consagrado en numerosas resoluciones la prevalencia del citado Acuerdo;

	Que entre la Ley 23552 y el Decreto Legislativo 776 no ha habido variación alguna respecto a la situación jurídica del beneficio tributario de la inafectación a favor de la Iglesia Católica, pues no obstante en ambos casos se restringe el goce de tal beneficio para los predios de propiedad de la Iglesia que no produzcan renta y que estén destinados a templos, conventos, monasterios y museos, por aplicación exclusiva del Acuerdo hasta la fecha se ha reconocido la inafectación para todos los predios propiedad de la Iglesia;

	Que sobre estos mismos principios se pronunció la Municipalidad de Arequipa al expedir  la Resolución Municipal N° 3394 de 25 de julio de 1990, que reconoció sin restricción alguna la  exoneración del Impuesto Predial a favor de la Iglesia Católica bajo el régimen de la Ley 23552, ahora sustituido por el Decreto Legislativo 776;

	Que finalmente las normas contenidas en los artículos 74 y 192 de la Constitución Política  del Perú en el sentido que los tributos se crean, modifican o derogan, o se establecen  exoneraciones, sólo por Ley o Decreto Legislativo, no afectan para nada  la inafectación concedida a favor de la Iglesia Católica, pues, por un lado, las normas citadas se refieren a exoneración  y no a inafectación, y por otro lado, el beneficio a la Iglesia católica es muy anterior  a la vigencia de la nueva Constitución Política del Perú, por lo que la inafectación es un derecho adquirido  cuya validez sólo puede enervarse por un instrumento jurídico de igual o superior jerarquía.

	Con fecha 28 de febrero de 1995 la Municipalidad de Arequipa emite la Resolución Municipal N° 232-95 que declara infundada la reclamación interpuesta, ratificando en todos sus extremos la Resolución Directoral N° 2690. El Dictamen Legal N° 191, que la sustenta, señala lo siguiente:

	Que la inafectación concedida a la Iglesia Católica se entiende que comprende los tributos  vigentes a la fecha en que se celebró dicho Acuerdo;

	Que la ratificación de las exoneraciones y franquicias otorgadas a favor de la Iglesia Católica, contenida  en el Decreto Legislativo 626, rigió  hasta  el 31 de diciembre de 1993, y a partir del 1 de enero de 1994, al sustituirse el régimen tributario con el Decreto Legislativo 776, la  inafectación debe sujetarse a las  disposiciones que contiene la referida norma.

	Con fecha 27 de abril de 1995 el recurrente interpone el presente  recurso  fundamentándolo en los siguientes términos:

	Que la apelada no ha merituado en lo absoluto la transcendencia  jurídica del Acuerdo  Internacional suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú ni la jurisprudencia tributaria  emanada del Tribunal Fiscal;

	Que resulta contradictorio lo expresado en la apelada, el señor que la inafectación  concedida a la Iglesia Católica, contenida en el mencionado Acuerdo Internacional, se entiende que comprende  los tributos vigentes en la fecha que se celebró; en el sentido que el Impuesto Predial se encontraba vigente a la fecha de celebración del Acuerdo, pues este tributo regido por los Decretos Leyes 19654 y 19994, y el hecho que los cambios de denominación que ha  sufrido dicho impuesto a lo largo de los años no significa para nada que se trate de un tributo distinto, pues los elementos de la relación jurídica tributaria siguen siendo los mimos.

	De lo actuado  se establece  lo siguiente:

El 19 de julio de 1980 se suscribió un Acuerdo Internacional entre la Santa Sede y la República del Perú, aprobado mediante Decreto Ley 23211, el cual establece el ordenamiento jurídico de la Iglesia católica en el Perú. El artículo X del citado Acuerdo establece que las jurisdicciones y  comunidades  religiosas de la Iglesia católica en el Perú continuarán gozando de las exoneraciones y beneficios tributarios que les otorgan las normas nacionales  vigentes.

Conforme el literal c) del artículo 25 del Decreto Ley 19654 de 12 de diciembre de 1972, se declaró exonerados del Impuesto al Patrimonio Predial no Empresarial, a los  predios de entidades religiosas destinadas a templos y conventos.

Seguidamente el Decreto Ley 19994 de 24 de abril de 1973, sustituyó los literales b) y c) del artículo 25 del referido  Decreto Ley 19654; este último literal dispuso que se encontraban exonerados del impuesto los predios de las entidades religiosas, suprimiéndose la mención o especificación de templos y conventos.

Posteriormente el Decreto Ley 22047 de 29 de diciembre de 1997, ratificó el referido literal c), exonerando del Impuesto al Patrimonio Predial no Empresarial a todos los predios de entidades  religiosas, fuese cual fuese el destino que se les dé.

Por consiguiente  los Decretos Leyes antes mencionados eran las normas sobre el Impuesto al Patrimonio Predial que se encontraban vigentes al momento de la suscripción del Acuerdo Internacional, otorgándose la inafectación de dicho impuesto a todos los predios propiedad de las  entidades religiosas de la Iglesia Católica, sin especificar un determinado uso.

En atención al mencionado Acuerdo Internacional, la referida exoneración se convirtió en inafectación permanente en tanto el Estado Peruano y la Santa Sede mantengan relaciones internacionales formales, dentro de los principios y normas del Derecho Internacional Público.

Con ocasión de la promulgación de la Ley 23552 que sustituyó  el régimen del impuesto al Patrimonio Predial no Empresarial por el régimen  del Impuesto al Valor del Patrimonio Predial, la Municipalidad de Lima promulgó el Decreto  de  Alcaldía N° 063 de 1 de setiembre  de 1986, en el que se precisó que la inafectación  de la Iglesia  Católica del Impuesto al Valor del Patrimonio  Predial  devino en permanente y sin limitación restricción  alguna.

De igual manera al Estado Peruano promulga el 30 de noviembre de 1990 el Decreto Legislativo 626 en el que, de conformidad con el Acuerdo suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú, confirmó la vigencia para todos sus efectos de la exoneraciones, beneficios  tributarios y franquicias a favor de la Iglesia Católica, sus jurisdicciones y las comunidades religiosas que  la integran.

De esta manera, las precisiones formuladas por el Decreto de Alcaldía N° 063 fueron ratificadas por mandato de una ley; ley que constituye declaración expresa y a su vez interpretación  de un Acuerdo Internacional por parte de uno de los contratantes, en este caso del Estado Peruano.

Al promulgarse el Decreto  Legislativo 776- Ley de Tributación  Municipal -, el impuesto al Valor del Patrimonio Predial cambió de nombre por el Impuesto Predial, siendo la naturaleza de la misma, por lo que a pesar de las diversas denominaciones que ha tenido a lo largo del tiempo, la inafectación que goza la Católica con respecto a dicho tributo se mantiene igual.

Cabe al respecto citar, con carácter ilustrativo, la norma contenida en el artículo 31 de la Convención sobre el Derecho de los Tratados, suscrito en la ciudad de Viena el 23 de mayo de 1969, que confirma el Principio de Derecho Internacional sobre la seriedad y validez de los acuerdos internacionales y que establece como principio fundamental la buena fe con que se negocia y la permanencia del compromiso  asumid, hasta tanto ambas partes no deciden revocarlo; de forma tal que una norma  nacional de carácter  positivo no podrá, no sólo derogar sino ni siquiera modificar el objeto por el cual se negoció el Acuerdo Internacional.

La exoneración que concede el literal c) del artículo 17 del Decreto Legislativo 776, está  orientada  a incluir a otras entidades  religiosas de confesión  distinta a la de la Iglesia Católica, pues ésta goza de inafectación sobre  los predios  de su propiedad, independientemente de la  denominación que se le dé a dicho tributo y fuese cual  fuese el  destino del predio, por haberlo convenido así la Santa Sede  y el Estado Peruano en un Acuerdo Internacional.

El  artículo 55° de la Constitución  Política  del Perú  de 1993, a diferencia  del artículo 101° de la Constitución de 1979 que establecía que en caso de conflicto entre el tratado y la ley, prevalecía  el primer, sólo considera que los tratados celebrados por el Estado, forman parte del derecho nacional.

Pero el Código Tributario, que establece los principales generales, instituciones, procedimientos  y normas del ordenamiento jurídico tributario, en la Norma III de su Título Preliminar, cuando  detalla las fuentes del Derecho  Tributario, dispone el orden jerárquico de las  mismas y considera  como tales, primera a la  Constitución, luego los tratados internacionales aprobados por el  Congreso y ratificados por el Presidente de la república y en tercer lugar a las leyes tributarias y  las normas  de rango equivalente.

Estamos pues frente a la existencia de un Convenio Internacional celebrado entre la Santa  Sede y el Estado Peruano, ratificado por Ley, cuyas normas se oponen  a las de un Decreto Legislativo. En tal sentido, y teniendo en cuenta la citada Norma III del Título Preliminar del Código  Tributario, prevalecerá el Convenio.

	En consecuencia, soy de opinión que se declara fundado el recurso  de apelación interpuesto, debiendo la Municipalidad de Arequipa reconocer la inafectación de los predios cuyo propietario sea  la Iglesia Católica a través del Arzobispado de Arequipa.



		Salvo mejor parecer.

							Lima, 31 de Mayo de 1996.





RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL FISCAL Nº1768-2

(22 de diciembre de 1994)



Interesado:	PROVINCIA MISIONERA DE SAN  FRANCISCO SOLANO  DE LOS PADRES

Asunto:		Impuesto predial

Provincia:	Huancayo

Lima, 22  de diciembre de 1994



				Vista la apelación  interpuesta  por PROVINCIA MISIONERA DE SAN FRANCISCO  SOLANO DE LOS  PADRES DESCALZOS DEL PERU, contra la Resolución  de Alcaldía  N° 1290-94- DA/MPM,  expedida el 6 de agosto de 1994  por el Consejo Provincial  de Huancayo, que  declara improcedente  la impugnación  contra la resolución N° 115-94-DGP-VIII/MPM,que desestimo la solicitud de infestación  de impuesto Predial, respectos de locales de su propiedad;

	CONSIDERANDO:

	Que la comunidad declara improcedente la inafectación del pago del impuesto predial, por cuanto los inmuebles  sobre los cuales se solicita la misma,  están destinados a locales comerciales  generadores de renta de primera categoría;

	Que el artículo 10°  del Acuerdo entre la Santa Sede  y la república del Perú, aprobado por Decreto Ley N° 23211, de 11 de julio de 1980, establece  que la Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades  religiosas que la integran, continuaran gozando las exoneraciones, beneficios tributarios y franquicias que le otorgan  las Leyes y normas Legales Vigentes.

	Que el artículo 1º del Decreto Legislativo Nº 626, de 29 de noviembre de 1990, confirma la vigencia del acuerdo entre la San Sede y la República del Perú para todos sus efectos, de las exoneraciones, beneficios tributarios y franquicias, a favor de la Iglesia Católica, sus jurisdicciones y las comunidades religiosas que la integran;

	Que el artículo  17°, inciso c), numeral 2, del Decreto Legislativo  N° 776, establece que están inafectos al pago del impuesto al valor del patrimonio predial, los predios que no produzcan renta y dedicados a cumplir sus bienes específicos, de propiedad  de entidades religiosas, siempre que los predios se destinen a templos, conventos, monasterios y museos;

	Que el artículo 55° de la Constitución Política del Perú, actualmente vigente, establece que los tratados celebrados por el Estado forman parte del derecho nacional;

	Que por tanto, al haberse confirmado la vigencia para todos sus efectos, de las exoneraciones  y beneficios  tributarios a favor de la Iglesia Católica, mediante el Decreto Legislativo N° 626, la inafectación  invocada resulta procedente, debiendo tenerse en cuanto que aún en el caso de existir conflicto entre lo estipulado por el tratado en referencia y el Decreto Legislativo N° 776, prevalece el tratado;

	De acuerdo con el dictamen del vocal Señor López Rivera, cuyos fundamentos se reproducen;

	Con los señores López Rivera, Rivera Postigo y Seminario Dapello;

	RESUELVE:

	REVOCAR La Resolución N° 1290-94-DA/MPH, de 5 de agosto de 1994, declarándose  procedente la inafectación al impuesto Predial invocada.

	Regístrese, comuníquese y devuélvase al Consejo Provincial de Huancayo, para sus efectos.



DICTAMEN DEL SEÑOR VOCAL:



Dictamen N°:	662-A Vocal señor López Rivera

Interesado     :	PROVINCIA MISIONERA DE SAN FRANCISCO SOLANO DE LOS 

		PADRES DESCALZOS DEL PERU – PARROQUIA LA INMACULADA – 

		HUANCAYO

Asunto       :   Impuesto al valor del Patrimonio Predial.

Exp.Reg. N°: 7879 – 94

Provincia   :    Huancayo



Señor:

PROVINCIA MISIONERA DE SAN FRANCISCO SOLANO DE LOS PADRES DESCALZOS DEL PERU – PARROQUIA LA INMACULADA – HUANCAYO, Interpone  recurso de apelación contra la Resolución de Alcaldía N°  1290 – 94 – DA-MPH de 08 de agosto de 1994, expedida por la Municipalidad Provincial de Huancayo, mediante la cual se declara improcedente el recurso de reconsideración formulado  por la recurrente.

La Municipalidad antes referida declara improcedente la petición formulada por la Parroquia La Inmaculada  sobre Inafectación al pago del Impuesto al valor del Patrimonio Predial, por cuanto los  bienes inmuebles sobre cuales se solicita la inafectación están destinados a locales comerciales generadores de rentas de primera categoría, no  encontrándose dentro de los alcances del  beneficio tributario, contemplado en el inciso c) del artículo 17° del Decreto Legislativo 776, el que considera a las Entidades Religiosas como sujeto inafectos al pago del Impuesto al valor del Patrimonio Predial, siempre y cuando los predios estén destinados a actividades de carácter religioso o de bien social,  condiciones que no han sido dadas en los predios que se pretende inafectar.

La recurrente sostiene que la Iglesia Católica posee en el derecho nacional, la exoneración de todo tributo o impuesto nacional de acuerdo al  Convenio Internacional suscrito y ratificado por la Santa Sede y el Gobierno Peruano de fecha 19 de julio de 1980 y aprobado por Decreto Ley 23211 de 24 de julio  de 1980.

Asimismo, que el Decreto Legislativo N° 626, en su artículo 1° establece que de conformidad con el Acuerdo suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú confirma la vigencia para todos los efectos, de las exoneraciones, franquicias beneficios a favor de la Iglesia Católica, sus jurisdicciones y comunidades  religiosas que la integran.

Concluye indicando que en la Resolución de Alcaldía  N° 1290-94-DA-MPH, no se considera en ninguna parte y en ningún momento los argumentos expuestos por la apelante.

Al respecto debemos señalar, lo siguiente:

El artículo 10° del Acuerdo entre la Santa Sede y la República del Perú, aprobado por Decreto Ley 23211 de 24 de julio de 1900, establece que la Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran continuarán gozando de las exoneraciones, beneficios tributarios y beneficios  que le otorgan las leyes y normas  legales vigentes.

El acuerdo entre la Santa Sede y República del Perú, fue aprobado por Decreto Ley 23211 de 24 julio de 1990.

Conforme al artículo 1° del Decreto Legislativo 626 de 29 noviembre de 1990, se confirma la vigencia del Acuerdo Suscrito por la Santa Sede y la República del Perú, para todos sus efectos, de las exoneraciones, beneficios tributarios y franquicias a favor de la Iglesia Católica sus jurisdicciones y las comunidades religiosas que la integran.

El artículo 17°, inciso c), Numeral 2 del Decreto Legislativo 776, señala que están inafectos al pago del Impuesto a los Predios, los predios que no produzcan renta dedicados a cumplir sus fines específicos, de propiedad de entidades religiosas, siempre que los predios se destinen a templos, conventos, monasterios y museos.

El artículo 55° de la Constitución Política del Perú actualmente vigente, establece que los  tratados celebrados por el Estado y en vigor forman parte del derecho nacional.



Por lo expuesto, considero que al haberse confirmado la vigencia para todos sus efectos exoneraciones y beneficios tributarios a favor de la Iglesia Católica, mediante el Decreto Legislativo 626, soy de opinión que el Tribunal Fiscal, acuerde de conformidad con el artículo 55° de la Constitución Política, que procede la exoneración del Impuesto Predial a favor de la  Parroquia La Inmaculada Huancayo, por lo que procede se revoque la Resolución apelada.

		Salvo mejor parecer

		Lima, 22 de diciembre de 1994





RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL FISCAL Nº 19960

(04 de diciembre de 1986)



Interesado	:	Convento de Santo Domingo de Lima

Asunto		:	Impuesto al Valor del Patrimonio Predial

Provincia	:	Lima.-



Lima, 4 de Diciembre  de 1986

				Vista la apelación interpuesta por Convento de Santo Domingo de Lima, contra la resolución de Alcaldía N° 994-AA-85-DGR/MLM; expedida por el Alcalde del Consejo Provincial de Lima, que declara fundada en parte su reclamación sobre inafectación del Impuesto  al valor Patrimonio Predial de 1983;

		CONSIDERANDO:

		Que la apelación desestima la inafectación alegada respecto de los predios de propiedad del recurrente que producen renta, en aplicación del inciso c) del artículo 15° de la Ley 23552, que regula el Impuesto al valor del Patrimonio Predial;

		Que el recurrente objeta tal resolución cuanto al Artículo 10° del Acuerdo entre la Santa Sede y la República del Perú, aprobado por Decreto - Ley  23211, garantiza para la Iglesia católica las exoneraciones y beneficios tributarios vigentes a Julio de 1980, mes aprobación del tratado;	

		Que en Julio de 1980 se encontraba vigente al Impuesto al Patrimonio Predial  no Empresarial que otorgaba la exoneración de dicho impuesto hasta el 31 de Diciembre de 1982, para los predios de entidades religiosas;

		Que en mérito al artículo 10° del Acuerdo entre la Santa Sede y la República del Perú se pactó mantener las exoneraciones y beneficios  tributarios, entonces vigentes, en forma permanente;

		Que la Ley que establece el Impuesto al valor  del Patrimonio Predial, al inafectar los predios  de propiedades de entidades religiosas; cumple con el aspecto de la permanencia de la Acuerdo, pero no lo hace en toda su extensión, pues se excluye a los predios que produzcan  renta, que no estaban excluidos en Julio de 1980;

		Que por tanto; se ha producido un conflicto entre lo estipulado en el Artículo 10° del Tratado y el Artículo 15°de la Ley Tributaria N° 23552, que regula el Impuesto al valor del patrimonio Predial; en relación con los predios de propiedad de la Iglesia Católica, que produzcan   renta;

		Que el Artículo 101° de la Constitución Política del Perú� dispone que los tratados internacionales celebrados por el Perú con otros Estados, forman parte del derecho nacional y que, en  caso de conflicto entre el tratado y la ley, prevalece el primero;

		Que estando a los términos  del tratado, la norma Constitucional citada y lo previsto en el Artículo 87° de la Constitución resulta improcedente considerar afectos a los predios de propiedad  del recurrente, que produzcan  renta;

		Que acuerdo con el dictamen  del Vocal señor Zolezzi Möller, cuyos fundamentos se reproduce;

		RESUELVE:

		REVOCAR EN PARTE la resolución de Alcaldía N° 994-AA-35-DGR/MLM, de 7 de mayo de 1995, declarándose que  no procede la liquidación del Impuesto al valor del Patrimonio  Predial por los predios de propiedad del Convento de Santo Domingo, que producen renta; y, CONFIRMARLA en lo demás que contienen.

		Regístrese, comuníquese y devuélvase al consejo Provincial de Lima, para sus efectos.



DICTAMEN DEL SEÑOR VOCAL:



Impuesto	:	Al Valor del Patrimonio Predial 

Provincia	:	Lima



Señor:

			Mediante Resolución de  Alcaldía  N° 994-AA-85-DGR/MLM, de 7 de Mayo de 1985 expedida por el Alcalde del Consejo Provincial de Lima, se declara que el Convento de Santo Domingo de Lima se encuentra inafecto al pago del Impuesto al Valor del Patrimonio Predial a partir del primer trimestre de 1983 respecto de los inmuebles ubicados en Rinconada de Santo Domingo N°  170 y Jirón Conde de Superunda N°  358, Dpto. 102 del distrito del Cercado y se dispone que la Dirección de Fiscalización Tributaria notifique al referido Convento a fin que rectifique la declaración jurada correspondiente al año 1983 por el referido impuesto, debiendo practicarse las liquidaciones respectivas por los predios afectos.

		Contra  la mencionada resolución el Convento de Santo Domingo de Lima ha interpuesto apelación ante el Tribunal Fiscal en la que insiste encontrarse inafecto al Impuesto al Valor del Patrimonio Predial por la totalidad de los predios de su propiedad.

		Fundamenta su petición en que el Convento de Santo Domingo de Lima es un ente integrante de la Iglesia Católica Peruana, la que se encuentra exonerada de diversos tributos de acuerdo con lo normado en el Art. 10° del acuerdo suscrito por la Santa Sede y el Estado, Tratado Internacional ratificado por la República Peruana mediante Decreto – Ley 23211, que asegura un régimen de permanencia de las exoneraciones tributarias vigentes a la fecha del canje de los instrumentos de ratificación, efectuado en Lima el 26 de julio de 1980.

		Agrega en su escrito de apelación que los predios de su propiedad que se encuentran arrendados  lo están por sumas simbólicas y lo que producen se emplea en sus fines específicos, tales como el  sostenimiento del convento, obras sociales, propagación de la fe católica,  asistencia y enseñanza.

		Finalmente indica que la Dirección General de Contribuciones ha declarado procedente la inscripción del Convento  en el Registro Entidades Exentas del Impuesto a la Renta y en el Registro de entidades Perceptoras de Asignaciones Cívicas Deducibles.

		A fojas 323 corre la certificación otorgada por el Canciller del Arzobispado de Lima con el que se acredita que el Convento de Santo Domingo de Lima, perteneciente a la Provincia Dominicana de San Juan Bautista del Perú, es una Congregación Religiosa Católica inscrita en los Registros del Arzobispado de Lima.

		Del examen de lo actuado resulta que el Consejo Provincial de Lima desestima la inafectación consignada por el Convento recurrente en sus declaraciones juradas del Impuesto al Valor del Patrimonio Predial, respecto de los inmuebles que producen renta, en aplicación del inciso c) del Art. 15° de la Ley 23552 y se invoca la Resolución del Tribunal Fiscal 18395, de 15 de mayo de 1984 (fojas 622 del expediente de apelación) para denegar la aplicación del Art. 10° del Acuerdo aprobado por Decreto Ley 23211.

		Para  resolver el caso de autos es necesario hacer un examen de los antecedentes legales y de las normas legales vigentes aplicables al Impuesto al Valor del Patrimonio Predial. Al respecto se tiene:

		1°) El Art. 10° del Acuerdo entre la Santa Sede y la República del Perú, suscrito en la ciudad de Lima el 19 de julio de 1980 y aprobado por Decreto – Ley 23211, de 24 de julio de 1980, textualmente  establece: “La Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran continuarán gozando de las exoneraciones y beneficios tributarios y franquicias que les otorgan las leyes y normas legales vigentes.”

		2°) En julio de 1980 se encontraba vigente Impuesto al patrimonio Predial no Empresarial, regido por el Decreto – Ley 19654, en cuyo artículo 25°, inciso c) se establecía que estaban exonerados del Impuesto los predios de propiedad de “entidades religiosas”. Tal  norma, según texto aprobado el Art. 2° del Decreto – Ley 19994, tenía vigencia hasta el 31 de Diciembre de 1982, según lo dispuesto por el Art. 5° del  Decreto – Ley 22047.

		3°) Con fecha  29 de Diciembre de 1982 se promulgó  la Ley  23552, que entró a regir a partir del 1 de Enero de 1983. Esta  ley deroga el Impuesto al Patrimonio Predial no  Empresarial y establece el Impuesto al valor del Patrimonio Predial.  En el Art. 15° se dispone: “Se  encuentran inafectos al impuesto los predios de propiedad de:

			“c) Asimismo, se  encuentran inafectos  los predios que no produzcan  renta y/o dedicados a cumplir los fines específicos,  de propiedad de:

			“c-2) Entidades religiosas y que están  destinadas a templos, conventos, monasterios, centros educativos y museos.”

			Como puede apreciarse de las normas transcritas, en julio de 1980, estaba vigente una exoneración temporal (hasta diciembre de 1982) para los predios de entidades religiosas en general.

			En mérito al acuerdo entre la Santa Sede y la República del Perú se pactó mantener las exoneraciones y beneficios tributarias, entonces vigentes, en forma permanente.

			La Ley que establece el Impuesto al valor del patrimonio Predial al inafectar los predios de propiedad de las entidades religiosas cumple con el aspecto de la permanencia, pero no lo hace en toda su extensión, pues se excluye a los que produzcan renta.

			Es preciso destacar que si bien se trata de un nuevo impuesto, en lo  que respecta a las entidades religiosas no puede sostener que estamos frente a un nuevo tributo de naturaleza y ámbito de aplicación distintos al derogado, pues lo único que amplía como ámbito de aplicación el nuevo tributo es incluir a los predios de propiedad de las empresas, que en el impuesto derogado se encontraban excluidos.

		En lo que respecta a la aplicación del tratado frente a la legislación positiva que lo contradice parcialmente, debe señalarse que la Resolución del Tribunal Fiscal que invoca el Consejo Provincial   de Lima para denegar lo solicitado, no es pertinente.

		En efecto, en la Resolución del Tribunal Fiscal N° 18395, de 15 de  mayo de 1984, se desaprobó la resolución del  Consejo Provincial de Lima que  había concedido la exoneración del Impuesto a los Terrenos sin Construir al Arzobispado de Lima por cuanto, la legislación vigente  durante el período materia de la acotación (año 1978 y 1979), no reconocía inmunidad, inafectación  o exoneración para los terrenos sin construir de propiedad de la Iglesia Católica o sus Arzobispados.

		En el presente caso, como antes se ha visto, la situación es distinta y la legislación positiva posterior a la  firma del Acuerdo con la Santa Sede excluye del beneficio a los predios que  produzcan renta.

		El Art. 101° de la Constitución Política del Perú� establece:

“Los tratados internacionales celebrados por el Perú con otros Estados, forman parte del derecho nacional. En caso de conflicto entre el tratado y la ley, prevalece el primero.”

		En el presente caso aparece claro el conflicto entre el tratado y la ley tributaria que regula el Impuesto al Valor del patrimonio Predial, respecto de los predios de la Iglesia Católica que produzcan renta.

		Finalmente, es preciso señalar que corre en autos el Oficio R. E. Of. (COOR) N° 0-3-A/244, de 30 de Junio de 1986, suscrito por el Secretario General y Vice Ministro  de Relaciones Exteriores y dirigido al Secretario General de la Conferencia Episcopal Peruana, en el que se manifiesta que la Cancillería  coincide en el sentido “que los beneficios  tributarios existentes al 26 de julio de 1980, fecha en la que se efectuó el canje de los instrumentos de ratificación  del citado acuerdo, fueron concedidos a la Iglesia Católica con carácter permanente.”

		Estando a la norma constitucional citada, así como a lo previsto en el Art. 87° de la Constitución Política �, soy de parecer que el Tribunal Fiscal acuerde revocar en parte la resolución apelada, declarándose que no procede la liquidación del Impuesto al Valor del Patrimonio Predial por los predios de propiedad del Convento de Santo Domingo de Lima, que producen renta y la confirme en lo demás que contiene.



Salvo mejor parecer.

Lima 04 de diciembre de 1986.





RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL FISCAL Nº 23455

(14 de junio de 1990)



Interesado	:	Monasterio de Santa Catalina

Asunto		:	Impuesto al valor del Patrimonio Predial 

Provincia	:	Arequipa

Lima, 14 de Junio de 1990

				Vista la apelación interpuesta por el Monasterio de Santa Catalina contra la resolución N° 4117, expedida el 2 de agosto de 1989 por el Alcalde del Consejo Provincial de Arequipa, en cuanto deniega la devolución del impuesto al valor de la propiedad predial respecto del inmueble ubicado en la calle Palacio Viejo Nos. 418 y 420;

				CONSIDERANDO:

				Que la apelación considera que al referido inmueble, no le alcanza la inafectación establecida por el  Decreto Ley 23211, que aprueba el Acuerdo entre la Santa Sede y el Estado Peruano;  de 19 de julio de 1986, por cuanto el mismo genera renta;

				Que el Decreto Ley 19994, de 24 de abril de 1973, que sustituye los incisos b) y c) del artículo 25° del Decreto Ley 19654, establece que están exonerados del  impuesto predial no empresarial, los predios de entidades  religiosas, sin establecer limitación alguna;

				Que el referido Decreto Ley 19994 se encontraba vigente al momento de suscribirse el acuerdo entre la Santa Sede y el Estado Peruano, en el cual se pactó mantener las exoneraciones y beneficios tributarios vigentes;

				Que la Ley que establece el Impuesto al valor del Patrimonio Predial, al inafectación los predios de  propiedad de entidades religiosas, cumple con el aspecto de permanencia del Acuerdo, pero no lo hace en toda su extensión, pues se excluye a los predios produzcan  renta, que no estaban excluidas en julio de 1980;

				Que al producirse un conflicto entre lo estipulado en el Tratado  y la Ley 23552,  en relación de los predios de propiedad de la Iglesia Católica, que produzcan renta, es de aplicación  de lo dispuesto en el artículo 101° de la Constitución Política�;

				Que en estas condiciones, la inafectación del impuesto al valor de la propiedad predial, incluye a  todos los predios de la propiedad de la recurrente; 

				De acuerdo con el dictamen del Vocal señor Rivera Postigo, cuyos fundamentos se reproduce;

				RESUELVE:

				REVOCAR EN PARTE la Resolución N° 4117, 2 de agosto de 1989, debido el Consejo Provincial de Arequipa proceder a la devolución del impuesto pagado por  el recurrente, respecto del inmueble ubicado en la calle Palacio Viejo Nos. 418 y 420; y, CONFIRMARLA en los demás  que contiene.

				Regístrese, comuníquese y devuélvase al Consejo Provincial de  Arequipa, para sus efectos.



DICTAMEN DEL SEÑOR VOCAL:



Dictamen	:	1309 – Vocal Sr. Rivera

Interesado	:	Monasterio de Santa Catalina

Asunto		:	Impuesto al valor del Patrimonio Predial

Exp. Reg.	:	756-89

Provincia	:	Arequipa



Señor:

			El Monasterio de Santa Catalina, apela de la resolución Municipal N° 4117 de 2 de agosto de 1989, expedida por el Alcalde del Consejo Provincial de Arequipa, por el que se concede el beneficio de la inafectación del Impuesto al valor del patrimonio Predial por los predios de propiedad del Monasterio que no produzcan renta y que estén dedicados a templos, monasterios, convenios, centros educativos y museos, estando obligado al pago de tributos los inmuebles que no cumplan con estos requisitos.

			El recurrente considera que la recurrida  no se encuentra arreglada a ley por cuanto concede beneficios de inafectación que no ha solicitado, que su solicitud que ha dado origen a la apelada tenía por objeto que la administración aplicara la exoneración del indicado impuesto por el inmueble ubicado en la calle Palacio Viejo N° 418 y 420 y por ende dispusiera la devolución de lo pagado por tal concepto.

			La apelada si bien no se refiere a la devolución solicitada, debe entenderse  que la deniega, por cuanto considera que el referido inmueble por generar renta no le alcanza la inafectación establecida por el Decreto Ley 23211 que aprueba el acuerdo entre la Santa Sede y el Estado Peruano, de 19 de julio de 1980.

			Según la apelada en la fecha en que se suscribió el acuerdo, el Decreto Ley 19654, vigente en dicha fecha, solamente reconocida derecho de exoneración a la Iglesia Católica por los inmuebles de su propiedad destinados a templos y conventos, según el cinc. C) de su artículo 25°, por lo que al remitirse el Acuerdo para los efectos de la exoneración tributaria, a las leyes vigentes que las otorgaban, el beneficio estaba restringido a los predios expresamente  considerados en la Ley.

			Al respecto cabe precisar que la apelada omite considerar el Decreto Ley 19994, de 24 de abril de 1973 que sustituye los incisos b) y c) del art. 25° del Decreto 19654, refiriéndose en este último inciso que están exoneradas de impuesto los predios de entidades  religiosas, suprimiendo la mención de templos y conventos.

			Por tanto, soy opinión que el Tribunal Fiscal acuerde revocar la apelada, disponiendo se proceda a la devolución solicitada.

						Salvo mejor parecer

					Lima, 14 de julio de 1990





RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL FISCAL Nº 1328-3-96

(03 de diciembre de 1996)



EXPEDIENTE		: 3662-96

INTERESADO		: PRELATURA NULLIUS DE CARAVELÍ.

ASUNTO		: Queja.

PROCEDENCIA	: Lima.

FECHA		: Lima, 03 de setiembre de 1996 





		Vista la queja interpuesta por la PRELATURA NULLIUS DE CARAVELÍ, contra la Municipalidad de Miraflores, por exigirle la cancelación de una deuda tributaria contenida en una Orden de Pago, bajo apercibimiento de embargo, no obstante haber interpuesto reclamación;



		CONSIDERANDO:



		Que la quejosa sostiene que ha presentado reclamación, dentro del plazo legal, contra la Orden de Pago N° 000303, según lo acredita con una copia simple que acompaña  a su recurso; precisa que interpone la queja a fin que el Tribunal Fiscal ordene a la Municipalidad de Miraflores que observe el procedimiento contencioso de reclamación instaurado contra sucesivos actos de dicha Municipalidad, mediante los cuales se le exige el pago de tributos que no especifica y que, supone la quejosa, están referidos al Impuesto a los Terrenos sin Construir y otros, de los que están exonerados en virtud del Convenio suscrito entre la Santa Sede y el Supremo Gobierno, aprobado mediante Decreto Ley 23211 del 25 de julio de 1980;



		Que del análisis de lo actuado se aprecia que la quejosa fue notificada el 10 de mayo de 1996 con la Orden de Pago N° 000303 por  adeudar diversos tributos -Impuesto Predial, Limpieza Pública, Parques y Jardines, Serenazgo- cuyo total asciende a S/. 1,910.62, presentando su reclamación el 28 de mayo de 1996, es decir el décimo sexto día de notificada, basada, entre otros argumentos, en que mediante el Decreto Ley 23211 se aprobó el Acuerdo suscrito entre la Santa Sede y el Estado Peruano, exonerando de todo tributo a las instituciones de la Iglesia Católica, mencionándose entre ellas, expresamente, a las Prelaturas;



		Que posteriormente la Municipalidad emite con fecha 25 de junio de 1996 una notificación de siete días, iniciándose el procedimiento de cobranza coactiva sustentado en el artículo 117° del Código Tributario;



		Que si bien es cierto que, para interponer reclamación contra una orden de pago, es necesario el pago previo de la deuda tributaria, según lo establecido en el segundo párrafo del artículo 136° del Código Tributario, pago que no ha realizado la quejosa, sin embargo resulta evidente que la Administración Tributaria pretende cobrar determinados tributos que la recurrente considera estar exonerada amparándose en el Convenio suscrito entre la Santa Sede y el Estado Peruano, el mismo que fuera aprobado por el Decreto Ley 23211, situación jurídica que debe dilucidarse en la vía de reclamación;



		Que existiendo circunstancias que evidencian que la cobranza podría ser improcedente -en el caso que se resolviera declarando exonerada a la recurrente- es de aplicación la excepción contenida en el segundo párrafo del Art. 119° del Código Tributario, debiendo la Administración disponer la suspensión de la cobranza coactiva hasta que la deuda sea exigible;





		De acuerdo con el dictamen del Vocal Parra Rojas, cuyos fundamentos se reproducen;



		Con los Vocales Santos Guardamino, Parra Rojas y Santiváñez Yuli;



		RESUELVE:



		DECLARAR FUNDADA la queja, debiendo la Municipalidad disponer la suspensión de la cobranza coactiva hasta que se resuelva la reclamación interpuesta.



		Regístrese, comuníquese y remítase a la Municipalidad Distrital de Miraflores, para sus efectos.



DICTAMEN DEL SEÑOR VOCAL:



EXPEDIENTE		: 3662-96

DICTAMEN		: 111-3-96 Vocal Parra Rojas

INTERESADO		: PRELATURA NULLIUS DE CARAVELÍ.

ASUNTO		: Queja.

PROCEDENCIA	: Lima.

FECHA		: Lima, 03 de setiembre de 1996 



Señor:



La PRELATURA NULLIUS DE CARAVELÍ, representada por el señor Sixto Meléndez Sáenz, según poder general y especial inscrito en la ficha N° 21185 del Registro de Mandatos de Lima, interpone recurso de queja contra la Municipalidad de Miraflores, por exigirle el pago de una presunta deuda tributaria bajo apercibimiento de embargo.



La quejosa sostiene que ha presentado reclamación, dentro del plazo legal, contra la Orden de Pago N° 000303, según lo acredita con una copia simple que acompaña  a su recurso; precisa que interpone la queja a fin que el Tribunal Fiscal ordene a la Municipalidad de Miraflores que observe el procedimiento contencioso de reclamación instaurado contra sucesivos actos de dicha Municipalidad, mediante los cuales se le exige el pago de tributos que no especifica y que, supone la quejosa, están referidos al Impuesto a los Terrenos sin Construir y otros, de los que están exonerados en virtud del Convenio suscrito entre la Santa Sede y el Supremo Gobierno, aprobado mediante Decreto Ley 23211 del 25 de julio de 1980.



Señala la recurrente que el Tribunal Fiscal, mediante Resolución N° 2591-2, dispuso sobre este mismo asunto, que la Municipalidad de Miraflores atendiera previamente sus anteriores reclamaciones, suspendiendo toda acción  de cobranza; por ello solicita nuevamente que se ordene la suspensión de todo acto de cobranza, en tanto no se resuelvan sus reiteradas reclamaciones.



Del análisis de lo actuado se aprecia que la quejosa fue notificada el 10 de mayo de 1996 con la Orden de Pago N° 000303 por adeudar diversos tributos Impuesto Predial, Limpieza Pública, Parques y Jardines, Serenazgo- cuyo total asciende a S/. 1,910.62, presentando su reclamación el 28 de mayo de 1996, es decir el décimo sexto día de notificada, basada, entre otros argumentos, en que mediante el Decreto Ley 23211 se aprobó el Acuerdo suscrito entre la Santa Sede y el Estado Peruano, exonerando de todo tributo a las instituciones de la Iglesia Católica, mencionándose entre ellas, expresamente, a las Prelaturas.



Posteriormente la Municipalidad emite con fecha 25 de junio de 1996 una notificación de siete días, iniciándose el procedimiento de cobranza coactiva sustentado en el artículo 117° del Código Tributario.



La Resolución del Tribunal Fiscal N° 2591-2, que alude la recurrente, estuvo referida a una queja planteada por la cobranza del Impuesto a los Terrenos sin Construir, en la cual se resolvió remitir la queja a la Municipalidad para que sea tramitada como reclamación, suspendiéndose la cobranza que se hubiera iniciado.



Si bien es cierto que para interponer reclamación contra una orden de pago, es necesario el pago previo de la deuda tributaria, según lo establecido en el segundo párrafo del Art. 136° del Código Tributario, pago que no ha realizado la quejosa, sin embargo resulta evidente que la Administración Tributaria pretende cobrar determinados tributos que la recurrente considera estar exonerada amparándose en el Convenio suscrito entre la Santa Sede y el Estado Peruano, el mismo que fuera aprobado por el Decreto Ley 23211, situación jurídica que debe dilucidarse en la vía de reclamación.



Existiendo circunstancias que evidencian que la cobranza podría ser improcedente -en el caso que se resolviera declarando exonerada a la recurrente- es de aplicación la excepción contenida en el segundo párrafo del artículo 119° del Código Tributario, debiendo la Administración disponer la suspensión de la cobranza coactiva hasta que la deuda sea exigible.



Por lo expuesto, soy de opinión que el Tribunal Fiscal acuerde declarar fundada la queja, disponiendo la suspensión de la cobranza coactiva.



Salvo mejor parecer,





	RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL FISCAL Nº 2400-4-96

(12 de noviembre de 1996)





EXPEDIENTE N°	: 	3842-96

INTERESADO		: 	ASOCIACION HIJAS DE SAN CAMILO

ASUNTO		: 	Impuesto General a las Ventas 

PROCEDENCIA	:	Lima

FECHA		:	Lima, 12 de noviembre de 1996



			Vista la apelación interpuesta por ASOCIACION HIJAS DE SAN CAMILO representada por Sor Doménica Guindani Ferrari, contra las Resoluciones de Intendencia N°s 025-4-08202/SUNAT y 025-4-08203/SUNAT del 30 de abril de 1996, que declaran improcedentes sus reclamaciones contra la Resolución de Determinación N° 022-3-03281 por concepto de Impuesto General a las Ventas del año 1993 y las Resoluciones de Multa N°s 022-2-05074, 022-2-05073, 022-2-05072, 022-2-05061, 022-2-05060 y 022-2-05120 por declarar cifras o datos falsos;



			CONSIDERANDO :



			Que los asuntos a dilucidar en el presente caso son dos: (1) determinar si las asociaciones sin fines de lucro eran sujetos del Impuesto General a las Ventas durante 1993 y (2) si a la Asociación Hijas de San Camilo le es aplicable el Acuerdo suscrito entre el Gobierno Peruano y la Santa Sede, respecto del mencionado impuesto por los servicios hospitalarios y de emergencia que prestó en ese período;



			Que respecto al primer punto cabe manifestar que de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 8° y 3°, inciso c), numeral 1 de la Ley del Impuesto General a las Ventas aprobada por Decreto Ley N° 25748, los ingresos percibidos por las asociaciones civiles califican como rentas de tercera categoría aunque estén exonerados del Impuesto a la Renta, motivo por el cual, en la medida que sean producto de actividades habituales, estarán gravadas por el Impuesto General a las Ventas;



			Que en este sentido se está modificando el criterio establecido en la Resolución del Tribunal Fiscal N° 933-1 del 19 de julio de 1994, por lo que al amparo de lo dispuesto en el artículo 170°, numeral 2 del Código Tributario aprobado por Decreto Legislativo N° 816, en el presente caso se deberá dejar sin efecto la aplicación de intereses y sanciones, asimismo, resulta aplicable lo dispuesto en el artículo 170°, numeral 1 del Código Tributario aprobado por Decreto Ley N° 25859, vigente durante el período acotado; 



			Que en lo referente a la aplicación del Acuerdo entre la Santa Sede y la República del Perú, suscrito el 19 de julio de 1980 y ratificado por Decreto Ley N° 23211 del 24 de julio de 1980, su artículo 10° estableció que “La Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran continuarán gozando de las exoneraciones y beneficios tributarios y franquicias que les otorgan las leyes y normas legales vigentes”;



			Que la recurrente está comprendida en el mencionado Acuerdo, según figura en las constancias que obran en autos, expedidas por el Arzobispado de Lima;



			Que en julio de 1980 se encontraba vigente el Impuesto a los Bienes y Servicios regulado por el Decreto Ley N° 21497, el cual gravaba los servicios expresamente establecidos en dicha norma, entre los cuales no se encontraban los de hospitalización y emergencia, por lo que podemos concluir que no estaban dentro del campo de aplicación de la norma, esto es, se encontraban inafectos;



			Que el artículo 10° del Acuerdo establece un régimen de permanencia de los beneficios, exoneraciones y franquicias, mas no garantiza la inalterabilidad del régimen tributario vigente entonces, por lo que no incluye la creación de nuevos tributos, ni el cambio de alícuotas o formas de cálculo de la base imponible, sino sólo aquéllos casos en que la Iglesia Católica tenía un régimen diferente al resto de los contribuyentes, esto es, exoneraciones, beneficios y franquicias, pero no inafectaciones;



			Que la circunstancia que mediante Decreto Legislativo N° 626 publicado el 30 de noviembre de 1990 se haya confirmado la vigencia del Acuerdo suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú, no significa que se haya alterado su contenido respecto del caso de autos, esto es, se siguen manteniendo las exoneraciones tributarias, beneficios y franquicias que gozaba al 19 de julio de 1980, entre las cuales, no se encuentran ninguna vinculada a la prestación de servicios hospitalarios y de emergencia por la Iglesia Católica, así como en ninguna norma posterior;



			De acuerdo con el dictamen de la Vocal Padrón Freundt, cuyos fundamentos se reproduce;



			Con los vocales Padrón Freundt, Nué Bracamonte y Salas Lozada;



			RESUELVE :



			1.- REVOCAR la Resolución de Intendencia N° 025-4-08203/SUNAT del 30 de abril de 1996, dejando sin efecto las multas impuestas.



			2.- CONFIRMAR la Resolución de Intendencia N° 025-4-08202/SUNAT del 30 de abril de 1996, debiendo la Administración aplicar el artículo 170°, numeral 1 del Código Tributario aprobado por Decreto Ley N° 25859, así como el artículo 170° numeral 2 del Código Tributario aprobado por Decreto Legislativo N° 816, en lo que respecta a los intereses y recargos correspondientes, los que no deberán aplicarse entre la fecha de la exigibilidad de la obligación tributaria y la fecha de notificación de la presente resolución.



			Regístrese, comuníquese y remítase a la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria,  para sus efectos.



DICTAMEN DEL SEÑOR VOCAL:



EXPEDIENTE N°	: 	3842-96

DICTAMEN		: 	N° 0155 Vocal Padrón Freundt

INTERESADO		: 	ASOCIACION HIJAS DE SAN CAMILO

ASUNTO		: 	Impuesto General a las Ventas 

PROCEDENCIA	:	Lima

FECHA		:	Lima, 12 de noviembre de 1996



Señor :



ASOCIACION HIJAS DE SAN CAMILO representada por Sor Doménica Guindani Ferrari, interpone recurso de apelación contra las Resoluciones de Intendencia N°s 025-4-08202/SUNAT y 025-4-08203/SUNAT del 30 de abril de 1996, que declaran improcedentes sus reclamaciones contra la Resolución de Determinación N° 022-3-03281 por concepto de Impuesto General a las Ventas del año 1993 y las Resoluciones de Multa N°s 022-2-05074, 022-2-05073, 022-2-05072, 022-2-05061, 022-2-05060 y 022-2-05120 por declarar cifras o datos falsos.



I.	La Resolución de Intendencia N° 025-4-08202/SUNAT, se sustenta en las siguientes consideraciones:



	1.	La recurrente no impugna los fundamentos que la Administración Tributaria tuvo en consideración al momento de la notificación de los valores impugnados, así como los reparos efectuados por la auditora en la etapa de fiscalización, sino que se limita a señalar que por tratarse de una Asociación Civil sin fines de lucro se encuentra afecta al Impuesto General a las Ventas a partir del 01 de enero de 1994, según Decreto Legislativo N° 775 en armonía con lo dispuesto por la Directiva N° 003-95/SUNAT.



	2.	Que la Asociación Hijas de San Camilo es una asociación sin fines de lucro, constituida por Escritura Pública de fecha 07 de julio de 1964, cuyo objeto es la conducción de la “Clínica Padre Luis Tezza”, habiendo sido reconocida como Instituto religioso por el Vicariato Episcopal de Religiosos del Arzobispado de Lima, según se desprende del primer considerando de la Resolución Directoral N° 921-80-0385 (fojas 37) y del certificado respectivo (cédula 34 de los papeles de trabajo de reclamaciones).



	3.	El numeral 1° del inciso c) del artículo 3° del Decreto Ley N° 25748 - Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo - vigente durante el ejercicio 1993, define como servicio afecto al Impuesto General a las Ventas, toda acción o prestación que una persona realiza para otra y por la cual percibe una retribución o ingreso que CONSTITUYA RENTA DE TERCERA CATEGORIA para efectos del Impuesto a la Renta.



	4.	De acuerdo a lo establecido por el inciso f) del artículo 13° de la Ley del Impuesto a la Renta, las asociaciones civiles son consideradas personas jurídicas, “pudiendo generar rentas”, las cuales gozaban de una exoneración, si se cumplía con los requisitos señalados en el inciso b) del artículo 18° del Decreto Ley N° 25751 - Ley del Impuesto a la Renta vigente en 1993.



		Que la exoneración concedida por el inciso b) del artículo 18° de la Ley del Impuesto a la Renta no acarrea la inexistencia de renta para la Asociación Civil, en tanto que la exoneración no implica la exclusión de la actividad del ámbito de aplicación del impuesto, sino todo lo contrario, ya que el efecto de la exoneración es precisamente hacer inexigible el pago de una obligación tributaria nacida como consecuencia de la realización del hecho imponible.



	5.	A efectos de verificar si la recurrente obtenía rentas de tercera categoría mediante Requerimiento N° 006-95-COA de fecha 25 de setiembre de 1995 (cédula 03 de los papeles de trabajo de fiscalización), se solicitó a la Asociación Hijas de San Camilo la exhibición de sus libros y documentación contable, determinándose que la recurrente se consideró indebidamente exonerada del Impuesto General a las Ventas según artículo 5° del Decreto Legislativo N° 775, por los siguientes conceptos: a) Facturación a Compañías de Seguro y hospitalización particular según importe consignado en Registro de Ventas y en el Libro Diario; b) Importe de emergencias contabilizado sólo por el Libro Diario y no en Registro de Ventas; habiendo facturado con el Impuesto General a las Ventas sólo a la Compañía de Seguros La Vitalicia por el período de febrero a diciembre de 1993, y gravado parcialmente con el Impuesto General a las Ventas, por los meses de febrero y marzo de 1993.



	6.	Los servicios señalados en el punto anterior se enmarcan dentro de los alcances del inciso a) del artículo 28°, constituyendo renta de tercera categoría aunque exonerada para efectos del Impuesto a la Renta, cumpliéndose de esta manera con la definición de servicio establecida en el artículo 3° del Decreto Ley N° 25748.



	7.	Si bien el destino que se le otorgue a los ingresos que produzcan dichas rentas (fines culturales, deportivos, asistencia social, etc.) es determinante para la obtención del beneficio contemplado en el inciso b) del artículo 18° de la Ley del Impuesto a la Renta, esta condición no tiene relevancia para el Impuesto General a las Ventas, por ser este tributo un impuesto cuya finalidad es gravar los actos de consumo, sean éstos de bienes o servicios, con independencia de que los destinatarios de dichos actos sean los asociados o terceros.



	8.	El considerar el servicio de hospitalización e importes de emergencias como inafecto al Impuesto General a las Ventas por tratarse de un servicio prestado por una asociación civil, llevaría al error de afirmar que cualquier actividad empresarial estaría fuera del ámbito de aplicación del Impuesto General a las Ventas si los sujetos que prestan los servicios deciden constituir una asociación civil que, según nuestra legislación persigue fines no lucrativos, cuando en realidad el desarrollo de una actividad empresarial no está ligado necesariamente a una determinada clase de persona jurídica.



	9.	A mayor abundamiento el artículo 8° del Decreto Ley N° 25748, establece que las personas que no realicen actividad empresarial pero que efectúen operaciones comprendidas dentro del ámbito de aplicación del impuesto, serán considerados como sujetos en tanto sean habituales en dichas operaciones, precisando el artículo 8° del Decreto Supremo N° 269-91-EF - Reglamento de la Ley del Impuesto General a las Ventas vigente durante los períodos objeto de giro - que la condición de habitualidad a que se refiere el artículo 8° de la ley será reglamentada por la SUNAT, tomando como referencia la naturaleza, monto o frecuencia de las operaciones.



	10.	En el caso de las operaciones desarrolladas por la recurrente la habitualidad, a que se refiere el artículo 8° del Decreto Ley N° 25748, resulta manifiesta del análisis de su Registro de Ventas.



		Que por tanto, los servicios prestados por la recurrente entre enero y diciembre de 1993, se encuentran gravados con el Impuesto General a las Ventas al no ser considerados inafectos ni exonerados para la Ley que regula este tributo. 



	11.	El artículo 10° del Acuerdo suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú aprobado por el Decreto Ley N° 23211, no estableció una exoneración genérica de tributos, creados o por crearse, sino hizo referencia a exoneraciones y beneficios tributarios otorgados por leyes y normas vigentes a su fecha de suscripción.  Por lo que al efectuar un análisis de la normatividad vigente a la fecha de la suscripción de dicho Acuerdo, se determina que la Ley del Impuesto a los Bienes y Servicios aprobada por el Decreto Ley N° 21497, antecedente legislativo del Impuesto General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo, no contenía ningún tipo de exoneración a favor de servicios hospitalarios brindados por entidades religiosas de la Iglesia Católica.



		Que por otra parte, el Decreto Legislativo N° 190 ni sus posteriores textos modificatorios, han establecido la exoneración al Impuesto General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo respecto de entidades religiosas de la Iglesia Católica cuando realicen una actividad gravada o cuando adquieran un bien o un servicio afecto aplicable al caso de autos, sin embargo, resulta preciso aclarar que el artículo 1° del Decreto Legislativo N° 626, sólo confirmó la vigencia de las exoneraciones y beneficios tributarios contenidos en el Acuerdo pero no amplió sus alcances, por lo que mal haría la recurrente en considerarse exonerada a dicho tributo, toda vez que a la fecha de la suscripción del Acuerdo entre la Santa Sede y la República del Perú, la Iglesia Católica no gozaba de beneficio alguno aplicable al caso de autos.



	La Resolución de Intendencia N° 025-4-08203/SUNAT se fundamenta en los mismos argumentos que la Resolución de Intendencia N° 025-4-08202/SUNAT, concluyendo en que como consecuencia de no considerarse afecta la recurrente al Impuesto General a las Ventas, habría declarado cifras o datos falsos en la determinación de la obligación tributaria por los meses de junio a diciembre de 1993, estando tipificada la infracción en el numeral 1 del artículo 178° del Código Tributario - Decreto Ley N° 25859 y Decreto Legislativo N° 773.



II.	La recurrente fundamentos sus recursos de reclamación y apelación en lo siguiente:



	1.	La Asociación Hijas de San Camilo es una asociación religiosa sin fines de lucro y como consecuencia de ello se encuentra exenta del pago del Impuesto a la Renta desde su constitución y así lo ha reconocido el Ministerio de Economía y Finanzas mediante la Resolución N° 921-80 del 24 de marzo de 1990 e informe de fecha 17 de abril de 1991.  Dicha resolución de exoneración continúa vigente por mandato del inciso b) del artículo 19° del Decreto Legislativo N° 774, hasta el año 2000.



	2.	Bajo esta premisa, el Decreto Ley N° 25748 (Impuesto General a las Ventas vigente hasta el 31 de diciembre de 1993) en ninguno de sus articulados comprendía los servicios que presta la Asociación como afecta a dicho impuesto y más aún, la Asociación no utilizó el crédito fiscal que figura en el cuadro elaborado por la Auditora, porque considerábamos que no podíamos hacerlo a pesar de haberlo pagado no sólo en ese año sino también en los anteriores (1991 - 1990, etc.).



	3.	Es a raíz de la expedición del Decreto Legislativo N° 775 (vigente desde el 01 de enero de 1994) que la Asociación, al analizar el inciso c) del artículo 3° del acotado Decreto Legislativo, acordó que estaba obligada al pago del Impuesto General a las Ventas porque comparativamente al ver el Decreto Ley N° 25748 y el Decreto Legislativo N° 775, este último había incluido como afectos los servicios que prestan las personas que estuviesen inafectos al Impuesto a la Renta, que es el caso de la recurrente.



	4.	Esta apreciación por parte de la recurrente resulta correcta puesto que con fecha posterior a la fiscalización hecha por la Srta. Mary León Vásquez, el Superintendente actual, Dr. Adrián Revilla Vergara, expidió con fecha 12 de octubre de 1995, publicada el día 14 de octubre de 1995, la Directiva N° 003-95/SUNAT, que adjuntan a su recurso y en la que se señala con precisión que los ingresos de las asociaciones sin fines de lucro están afectos al Impuesto General a las Ventas recién a partir del 01 de enero de 1994 mediante Decreto Legislativo N° 775.



	5.	De esa forma la Intendencia Regional deja de cumplir lo establecido en la Norma III del Código Tributario, que dice expresamente que las Resoluciones de Carácter general emitidas por la Administración Tributaria son fuentes de derecho.



		Igualmente, incumple la Norma VIII del citado Código, que prescribe que en vía de interpretación no podrá crearse tributos.



III.	De lo dicho por las partes y de los documentos que obran en autos, se desprende lo siguiente:



	1.	La Administración determina una deuda tributaria a la recurrente por concepto de Impuesto General a las Ventas por el ejercicio gravable 1993, por encontrarse omisa al pago del referido tributo por el servicio hospitalario que presta, al haberse considerado como no afecta al referido tributo por tratarse de una asociación civil sin fines de lucro que no era considerada sujeto del impuesto en el período acotado.  Asimismo, gira las correspondientes multas por haber declarado cifras o datos falsos respecto del mismo tributo y los mismos períodos.



	2.	La Administración Tributaria considera que en el caso de la Asociación Hijas de San Camilo, ésta se encuentra afecta al impuesto por dicho ejercicio y que no se encuentra incluida en el Acuerdo suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú, aprobado por Decreto Ley N° 23211 del 24 de julio de 1980, pues el mismo no estableció una exoneración genérica de tributos creados o por crearse, sino hizo referencia a exoneraciones y beneficios tributarios otorgados por leyes y normas vigentes a su fecha de suscripción.  Que a la fecha de suscripción del Acuerdo se encontraba vigente la Ley del Impuesto a los Bienes y Servicios del Decreto Ley N° 21497, que no contenía ninguna exoneración a favor de servicios hospitalarios brindados por entidades religiosas de la Iglesia Católica.



	3.	Los asuntos a dilucidar en el presente caso son dos: (1) determinar si las asociaciones sin fines de lucro eran sujetos del impuesto durante 1993 y (2) si a la Asociación Hijas de San Camilo le es aplicable el Acuerdo suscrito entre el Gobierno Peruano y la Santa Sede, respecto del Impuesto General a las Ventas por los servicios hospitalarios y de emergencia que prestó en ese período.



	4.	En lo que se refiere a la aplicación del Impuesto General a las Ventas a las asociaciones sin fines de lucro durante el ejercicio gravable 1993, cabe señalar lo siguiente:



	4.1.	El artículo 3°, inciso c), numeral 1 del Decreto Ley N° 25748 modificado por el Decreto Ley N° 25978, definía como servicios a “toda acción o prestación que una persona realiza para otra y por la cual percibe una retribución o ingreso que constituya renta de tercera categoría para los efectos del Impuesto a la Renta”.



		En el caso de los ingresos percibidos por las asociaciones civiles sin fines de lucro, se trata de rentas de tercera categoría aun cuando se encuentren exoneradas del Impuesto a la Renta.  Cuando la norma hace referencia a ingresos que constituyan rentas de tercera categoría para los efectos del Impuesto a la Renta, a lo que se refiere es a la categorización de las diversos ingresos y no a que se requiera pagar el Impuesto a la Renta para que exista la afectación con el Impuesto General a las Ventas.  La modificación efectuada por el Decreto Legislativo N° 775, tiene carácter meramente ilustrativo.



	4.2.	De otro lado, el artículo 8° del Decreto Ley N° 25748, establece que “... Tratándose de personas que no realicen actividad empresarial, pero que realicen operaciones gravadas comprendidas dentro del campo de aplicación del impuesto, serán considerados como sujetos, en tanto sean habituales en dichas operaciones ...”.  Esta norma es aplicable, precisamente a personas como las asociaciones sin fines de lucro, las cuales si bien no realizan actividad empresarial, pueden realizar operaciones afectas al impuesto de manera habitual.



		En este sentido se está modificando el criterio establecido en la Resolución del Tribunal Fiscal N° 933-1 del 19 de julio de 1994, por lo que al amparo de lo dispuesto en el artículo 170°, numeral 2 del Código Tributario aprobado por Decreto Legislativo N° 816, en el presente caso se deberá dejar sin efecto la aplicación de intereses y sanciones.  Asimismo, resulta aplicable lo dispuesto en el artículo 170°, numeral 1 del Código Tributario aprobado por Decreto Ley N° 25859, vigente durante el período acotado.  Por ello, no deben aplicarse recargos, intereses, ni sanciones entre la fecha de exigibilidad de la obligación tributaria y la fecha de notificación de la presente resolución.



	5.	Ahora bien, en lo que se refiere a la aplicación del Acuerdo suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú, cabe señalar lo siguiente:



	5.1.	El artículo 10° del Acuerdo entre la Santa Sede y la República del Perú, suscrito en la ciudad de Lima el 19 de julio de 1980 y aprobado por Decreto Ley N° 23211 del 24 de julio de 1980, textualmente establece:



		“La Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran continuarán gozando de las exoneraciones y beneficios tributarios y franquicias que les otorgan las leyes y normas legales vigentes”.



	5.2.	El artículo 9° del referido Acuerdo establece que “las Ordenes y Congregaciones Religiosas y los Institutos Seculares podrán organizarse como Asociaciones, conforme al Código Civil Peruano, respetándose su régimen canónico interno”.



	5.3.	En base a lo anterior, podemos concluir en primer lugar que la Asociación Hijas de San Camilo se encuentra reconocida como Congregación Religiosa por la Iglesia Católica, según las constancias expedidas por el Arzobispado, que obran en autos.  Ello hace que a la misma le sea de aplicación el Acuerdo entre la Santa Sede y la República del Perú.



	5.4.	Ahora bien, establecida la aplicación del Acuerdo al caso de la recurrente, queda por determinar si la actividad “servicios de hospitalización y de emergencias” que realiza a través de la Clínica Padre Luis Tezza, no se encuentra afecta con el Impuesto General a las Ventas en aplicación del referido Acuerdo.



		Para ello, es necesario determinar cuál era la situación tributaria respecto de la Imposición al Consumo de tales servicios.



		En julio de 1980 se encontraba vigente el Impuesto a los Bienes y Servicios regulado por el Decreto Ley N° 21497, el cual gravaba los servicios expresamente establecidos en dicha norma, entre los cuales no se encontraban los servicios de hospitalización y de emergencias, por lo que podemos concluir que no estaban dentro del campo de aplicación de la norma, esto es, se encontraban inafecto.



		El artículo 10° del Acuerdo establece un régimen de permanencia de los beneficios, exoneraciones tributarias y franquicias vigentes a la fecha de suscripción del mismo.  Es decir, lo que se dotaba de permanencia era al Régimen de beneficios, exoneraciones y franquicias del que venía gozando la Iglesia Católica.  Esta norma no garantizaba la inalterabilidad del Régimen Tributario vigente entonces, por lo que no incluye la creación de nuevos tributos, ni el cambio de alícuotas o formas de cálculo de la base imponible, sino sólo aquéllos casos en que la Iglesia Católica tenía un Régimen diferente al resto de los contribuyentes, esto es, exoneraciones, beneficios y franquicias, pero no inafectaciones.



		La circunstancia que mediante Decreto Legislativo N° 626 publicado el 30 de noviembre de 1990 se haya confirmado la vigencia del Acuerdo suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú, no significa que se haya alterado su contenido respecto al caso de autos, esto es, se siguen manteniendo las exoneraciones tributarias, beneficios y franquicias que gozaba al 19 de julio de 1980, entre las cuales no se encuentra ninguna vinculada a la prestación de servicios hospitalarios y de emergencia prestados por la Iglesia Católica, ni en ninguna norma posterior a la suscripción del mismo.



	En base a ello, podemos concluir en que el artículo 10° del Acuerdo suscrito entre la República del Perú y la Santa Sede, no incluye al Impuesto General a las Ventas por los servicios de hospitalización y emergencias.



	6.	En lo que respecta al crédito fiscal correspondiente al ejercicio acotado que señala la recurrente no haber utilizado, debe tenerse presenta que ésta tiene expedito su derecho a emplearlo en la medida que cumpla con los requisitos sustantivos y formales contemplados en la ley que regula el Impuesto General a las Ventas. 



En base a lo expuesto, soy de la opinión de CONFIRMAR la Resolución de Intendencia N° 025-4-08202/SUNAT del 30 de abril de 1996, debiendo la Administración aplicar el artículo 170°, numeral 1 del Código Tributario aprobado por Decreto Ley N° 25859, así como el artículo 170°, numeral 2 del Código Tributario aprobado por Decreto Legislativo N° 816, en lo que respecta a los intereses y recargos correspondientes, y de REVOCAR la Resolución de Intendencia N° 025-4-08203/SUNAT del 30 de abril de 1996, dejando sin efecto las multas impuestas



								Salvo mejor parecer.





RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL FISCAL Nº 2453-7-96

(21 de noviembre de 1996)



EXPEDIENTE N°	: 	1407-93

INTERESADO	: 	Iglesia de Jesucristo de los Santos de los 

Ultimos Días

ASUNTO		: 	Arbitrios de Alumbrado y Limpieza Pública

PROCEDENCIA	:	Lima

FECHA		:	Lima, 21 de noviembre de 1996



			Vista la apelación interpuesta por Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Ultimos Días representada por Hernán Antenor Pesantes Silva, contra la Resolución de Alcaldía N° 102-93 de fecha 08 de febrero de 1993, que declara infundado el recurso de apelación interpuesto contra la Resolución Directoral N° 369-92-MLM/DMA/OGAT de fecha 03 de marzo de 1992, que declara improcedente la solicitud de exoneración presentada por la recurrente el 11 de octubre de 1991;



			CONSIDERANDO :



				Que la recurrente es una entidad con autonomía administrativa y funcional y legalmente diferente e independiente de la Iglesia Católica, motivo por lo que no puede gozar de los beneficios otorgados a ésta última, en virtud del convenio celebrado entre la Santa Sede y la República del Perú, cuya vigencia fuera ratificada mediante el Decreto Legislativo N° 626 publicado el 30 de noviembre de 1990, lo cual no constituye una vulneración del principio de igualdad en materia tributaria, por cuanto es una facultad constitucional del Estado Peruano el celebrar convenios con otras confesiones;



			Que en cuanto a la inafectación de los Arbitrios de Alumbrado y Limpieza Pública para predios destinados a templos y conventos solicitada por la recurrente, de acuerdo al Decreto Ley N° 22012 y al Edicto N° 092, sólo se mantenían las exoneraciones que se habían otorgado y que se encontraban vigentes a la fecha de expedición de los mismos, por lo que al no gozar la recurrente de dispositivo que le otorgue beneficio tributario alguno a dicha fecha, no le resultan aplicables los términos del Decreto Ley y Edicto antes mencionados, más aún si la exoneración debe aprobarse por Edicto y la recurrente no cuenta con éste;



			Que la extensión vía interpretativa de dichos beneficios tributarios implicaría crear una nueva exoneración en beneficio no sólo de los templos y conventos de propiedad de la Iglesia recurrente, sino de todos los demás credos religiosos existentes en nuestro país, sin excepción alguna, lo que constituiría una vulneración al principio de legalidad en materia tributaria y a la Norma IX del Título Preliminar del Código Tributario, que precisa que en vía de interpretación no podrán establecerse exoneraciones;

			De acuerdo con el dictamen del Vocal Nué Bracamonte, cuyos fundamentos se reproduce;

			Con los vocales Nué Bracamonte, Salas Lozada y Parra Rojas, a quien se llamó para completar Sala;

			RESUELVE :



			confirmar la Resolución de Alcaldía N° 102-93 de fecha 08 de febrero de 1993.

			Regístrese, comuníquese y remítase a la Municipalidad de Lima Metropolitana,  para sus efectos.



DICTAMEN DEL SEÑOR VOCAL:



EXPEDIENTE N°	: 	1407-93

DICTAMEN		: 	N° 0105 Vocal Nué Bracamonte

INTERESADO		: 	Iglesia de Jesucristo de los Santos de los 

				Ultimos Días

ASUNTO		: 	Arbitrios de Alumbrado y Limpieza Pública

PROCEDENCIA	:	Lima

FECHA		:	Lima, 21 de noviembre de 1996



Señor :



Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Ultimos Días representada por Hernán Antenor Pesantes Silva, interpone recurso de apelación contra la Resolución de Alcaldía N° 102-93 de fecha 08 de febrero de 1993 que declara infundado el recurso de apelación interpuesto contra la Resolución Directoral N° 369-92-MLM/DMA/OGAT de fecha 03 de marzo de 1992, que declara improcedente la solicitud de exoneración presentada por la recurrente el 11 de octubre de 1991.



Con fecha 11 de octubre de 1991 la recurrente presentó un escrito dirigido al Alcalde de la Municipalidad de Lima Metropolitana, en virtud del cual solicitó la exoneración de Arbitrios de Alumbrado y Limpieza Pública por considerar que la Iglesia, al ser una asociación civil - religiosa sin fines de lucro, debe encontrarse exonerada del mencionado tributo municipal.  Sustenta su posición en el artículo 6° del Decreto Ley N° 22012 y el artículo 3° del Edicto N° 092 de fecha 30 de octubre de 1989.  En su escrito detalla los predios con los números de suministro eléctrico que los identifica para efectos del arbitrio en cuestión, sean destinados al culto o para la administración de la Iglesia.



El 03 de marzo de 1992 y como consecuencia de la solicitud efectuada, se emite la Resolución Directoral N° 369-92-MLM/DMA/OGAT declarándola improcedente y estableciendo en sus considerandos  que la recurrente no es una institución comprendida dentro de la Iglesia Católica del Perú, por lo que no le resulta de aplicación el Decreto Ley N° 22012.  Asimismo, ordena efectuar las liquidaciones por los predios identificados con los suministros N°s 340512 y 629878, por haber sido considerados indebidamente como inafectos del arbitrio en referencia.



En tal sentido, con fechas 06 de diciembre de 1991 y 05 de enero de 1992, según consta en los respectivos Informes N°s 090-91-OALP-ORC-OGR/MLM y 086-92-MLM-DMA-OGAT-OLT-ART, emitidos consecutivamente por la Oficina General de Rentas y la Dirección General de Administración Tributaria de la Municipalidad de Lima Metropolitana y que sustentaron la Resolución Directoral N° 369-92-MLM/DMA/OGAT, se comprobó que los predios mencionados en la solicitud de exoneración, identificados con los suministros eléctricos que señala la recurrente, tenían la siguiente situación fiscal en relación al tributo materia de controversia:



PREDIO (UBICACIÓN)�SUMINISTRO ELEC. No.�SITUACIÓN FISCAL

��1) Sta. Teodosia esquina con Sta. Felicidad en la Urb. Pando.�    888374�Facturas emitidas a partir del mes de febrero al mes de octubre de 1991.

Adeudos cancelados.��

2) Jr. Cangallo N° 627, Lima.�

     629878�

Se encuentra en condición de inafecto��

3)  Bárbara Alcázar Cdra. 14

�

     340512�

Se encuentra en situación de inafecto

��4) Av. Emancipación N° 468�     142069�Facturas emitidas desde el mes de febrero al mes de noviembre de 1991.

Pendiente de pago éste último mes.��

5) Av. Materiales frente al N°  1863. Lotización Bello Horizonte.�

       940400�

Facturas emitidas desde el mes de febrero a octubre de 1991.

No registra deuda pendiente.

��

6) Antonio Roca N° 109�

      380863�

Facturas emitidas desde el mes de abril al mes de noviembre de 1991.

No registra deuda pendiente.��

7) Av. Arequipa 660, pisos 9,10 y 11.

�

       600650�

Facturas emitidas desde diciembre de 1990 a octubre de 1991.

No registra deuda pendiente.  

��Cabe precisar que a criterio de la Municipalidad de Lima, los predios identificados con los suministros N°s 629878 y 340512 (2 y 3 antes mencionados) se encuentran indebidamente calificados por el recurrente en situación de inafectos, como consecuencia de ello, la Administración considera que se ha distorsionado el uso de la Tarifa 50 y ordena mediante la Resolución Directoral N° 369-92-MLM/DMA/OGAT, la liquidación de adeudos respectiva.



Asimismo, se determinó que de los siete locales bajo inspección ocular consignados en la solicitud de exoneración de la recurrente, uno de ellos, el ubicado en Avenida Arequipa N° 660, venía siendo utilizado para actividades administrativas y no para el culto religioso.  



Posteriormente, con fecha 31 de marzo de 1992, la recurrente presenta recurso de apelación contra la Resolución Directoral mencionada, en el cual señala los siguientes argumentos legales:



a)  Conforme al artículo 232° de la Constitución de 1933, la Iglesia Católica era protegida por el  Estado, régimen en virtud del cual se expidieron el Decreto de Alcaldía del 20 de enero de 1935 y el Acuerdo de Concejo del 27 de abril de 1945, exonerándola del Arbitrio de Alumbrado y Baja Policía por los predios de su propiedad.



b)  Al publicarse el Decreto Ley N° 22012 se eliminaron todas las exoneraciones a los arbitrios, con excepción de las exoneraciones otorgadas entre otros, a los predios destinados a templos y conventos.  La Municipalidad interpreta que las exoneraciones a templos y conventos son aplicables exclusivamente a la Iglesia Católica, pues era la única Iglesia que contaba con exoneraciones expresas, interpretación que distingue donde la ley no lo hace, pues el mencionado Decreto Ley N° 22012 al restringir la exoneración, debió mencionar textualmente a los templos y conventos “católicos”, más aún cuando esta religión no tenía ni tiene una característica especial que la diferencie de los demás cultos.



c) 	La Constitución Política de 1979 otorga a todos los credos religiosos los mismos derechos, desechando la preferencia por el culto católico que tenía la anterior Constitución, estableciendo así el pluralismo religioso,  libertad de creencia e igualdad jurídica, sin vinculaciones preferenciales en detrimento de los demás credos religiosos.



d) Mantener privilegios en favor de una religión determinada en desmedro de otra es un acto inconstitucional  que puede ser objeto de acciones de garantía como la Acción de Amparo establecida en el artículo 295° de la Constitución, al ser vulnerados los derechos constitucionales por cualquier autoridad o funcionario, incluyendo la Municipalidad de Lima Metropolitana.

e)  El 05 de octubre de 1989 se dictó el Edicto 092 reiterando la exoneración a los templos y conventos sin hacer mención específica a la Iglesia Católica, ya que hubiera sido una violación constitucional.



f) 	La Resolución Directoral menciona al Convenio suscrito entre la Santa Sede y el Gobierno Peruano sosteniendo que éste exoneró sólo a la Iglesia Católica del pago de arbitrios, lo cual es correcto, pero no válido para negar las exoneraciones en favor de la Iglesia recurrente, interpretando erróneamente tanto al Decreto Ley como al Edicto antes mencionados, pues se trata de dos supuestos distintos: (1) el referido a los predios destinados a templos y conventos, y (2) el que proviene de convenios de excepción.  La Iglesia Católica goza de la exoneración en virtud del convenio que le garantiza los beneficios tributarios otorgados en su favor, mientras que las otras confesiones están igualmente exoneradas por poseer predios destinados a templos y conventos y porque, además, la Constitución garantiza un régimen de igualdad jurídica para todas las confesiones religiosas, debiendo la Municipalidad respetar este derecho constitucional.



g) Bajo el mismo argumento de igualdad jurídica y de persistir la Municipalidad en su interpretación, estaría obligada a dictar un Edicto para que exonere expresamente de los arbitrios tanto a la Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días como a las otras confesiones, porque la Constitución establece que si a una confesión religiosa se le otorga algún beneficio tributario éste debe extenderse a las demás.  En este sentido, al disponer la Constitución de 1979 en sus artículos 254°, inciso 4, y 139°, que los Municipios son competentes para crear, modificar o suprimir contribuciones, arbitrios y derechos, debiendo hacerlo conforme a ley, la Municipalidad de Lima deberá aplicar la Ley Orgánica de Municipalidades, Ley N° 23853, por la facultad del artículo 91° y además,  del artículo 94°, que señala que las exoneraciones deben aprobarse mediante Edictos.



h) En base al principio de economía procesal contenido en el artículo 34° del Reglamento de Normas Generales de Procedimiento y a los artículos 6°, inciso 1, 11°, inciso 6 y artículo 12° de la Ley Orgánica de Municipalidades,  el pronunciamiento debe tener alcance provincial ya que la Municipalidad Provincial ejerce jurisdicción sobre todas las Municipalidades Distritales de la respectiva provincia.



El 08 de febrero de 1993 mediante la Resolución de Alcaldía N° 102-93 se declara infundado el recurso de apelación de la recurrente, fundamentándose en el segundo párrafo de la Norma IX del Título Preliminar del Código Tributario vigente entonces, en virtud del cual se estableció que en vía de interpretación no podrán concederse exoneraciones y que además, la recurrente no acredita la exoneración alegada en su favor a la fecha de la dación del Decreto Ley N° 22012 (06 de diciembre de 1977).



Con fecha 04 de marzo de 1993, la recurrente interpone recurso de apelación contra la Resolución de Alcaldía N° 102-93 en base a las siguientes consideraciones legales:



1) La exoneración del tributo se encuentra amparada en el artículo 6° del Decreto Ley N° 22012 y el Edicto N° 092-MLM de la Municipalidad de Lima.



2) Asimismo, considera que a tenor de los dispuesto en el artículo 187° de la Constitución de 1979 pueden expedirse leyes especiales porque lo exige la naturaleza de las cosas, pero no por la diferencia de las personas.  En consecuencia, no debe existir trato preferencial entre la Iglesia Católica y otras tendencias religiosas.



3) La aplicación de la norma citada debe concordarse con el artículo 2°, inciso 2 de la misma   Constitución de 1979, en virtud del principio de igualdad jurídica y la existencia de una plena libertad de culto, derechos que se encontraban consagrados en la referida Constitución y sobre los cuales no debe realizarse discriminación alguna.



4) Considera que el principio de uniformidad en materia tributaria, contenido en el artículo 139° de la ya citada Constitución de 1979, resulta de aplicación al caso de autos, el cual prescribe que los contribuyentes que se encuentren en igual situación o en condiciones similares, deben recibir un trato equitativo, sin privilegios personales en materia tributaria, por lo que no es posible que se otorgue un trato preferencial a una persona en detrimento de la otra, ya que ante la ley todos son iguales.



5) 	Finalmente, llega a la conclusión de que el artículo 6° del Decreto Ley N° 22012, así como el artículo 3° del Edicto N° 092-MLM, no establecen ninguna limitación a la exoneración a favor de la Iglesia Católica, por lo que no debe hacerse distinción alguna entre los diversos credos religiosos y llegar a la conclusión que es la Iglesia Católica la única beneficiaria de la exoneración aludida, como pretende de manera restrictiva y discriminatoria la Municipalidad de Lima.



De acuerdo a los argumentos expuestos, cabe señalar lo siguiente:



En tanto que lo solicitado por la recurrente se circunscribe a la no afectación de los predios de su propiedad con los arbitrios de alumbrado y limpieza pública, en función principalmente a lo dispuesto en el Decreto Ley N° 22012 y el Edicto N° 092, es necesario precisar los dos supuestos normativos en los que se sustenta lo peticionado:



1.	Los beneficios tributarios provenientes de convenios de excepción.



2.	La inafectación referida a los predios destinados a templos y conventos.



Al respecto, el artículo 6° del Decreto Ley N° 22012, promulgado el 6 de diciembre de 1977, deja sin efecto las exoneraciones por concepto de Arbitrios de Limpieza Pública y de Alumbrado Público con excepción de las otorgadas en favor de predios destinados a la Defensa Nacional, a la función policial, a las compañías de bomberos, a templos y conventos, así como aquéllas concedidas de acuerdo a las normas vigentes por convenios de excepción y privilegios diplomáticos, los cuales mantendrán un régimen de exoneración permanente.



Por su parte, el Edicto N° 092 publicado el 20 de octubre de 1989, que establece tasas en la determinación de los arbitrios de alumbrado público y limpieza pública de Lima Metropolitana, dispone en el artículo 3° que se encuentran exonerados del pago del tributo mencionado, las mismas instituciones que se precisaron en el artículo 6° del Decreto Ley N° 22012, manteniendo en vigencia las exoneraciones concedidas de acuerdo a las normas vigentes por convenios de excepción y privilegios diplomáticos, los cuales mantendrán su régimen de exoneración permanente.  



Desde dicha perspectiva, en cuanto se refiere a los beneficios tributarios provenientes de convenios de excepción y que en un principio fueron invocados por la recurrente, debe precisarse que con fecha 13 de febrero de 1981 se publicó en el Diario Oficial el Acuerdo entre la Santa Sede y la República del Perú firmado en Lima el 19 de julio de 1980, Convenio que se inserta en el marco de colaboración permanente  que la Iglesia Católica recibe del Estado.

		

El artículo 10° del citado Acuerdo entre la Santa Sede y la República del Perú, textualmente establece:



“La Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran continuarán gozando de las exoneraciones y beneficios tributarios y franquicias que les otorgan las leyes y normas legales vigentes”.



A su vez, el artículo 9° del referido Acuerdo establece que “las Ordenes y Congregaciones Religiosas y los Institutos Seculares podrán organizarse como Asociaciones, conforme al Código Civil Peruano, respetándose su régimen canónico interno”.



En base a lo anterior y de acuerdo a la reforma total de Estatutos de la recurrente, inscrita en los Registros Públicos con fecha 11 de octubre de 1989, podemos concluir que la recurrente es una entidad diferente e independiente de la Iglesia Católica, contando con autonomía administrativa y funcional, motivo por lo que no puede gozar de los beneficios otorgados en virtud del convenio celebrado entre la Santa Sede y la República del Perú, cuya vigencia fuera ratificada mediante el Decreto Legislativo N° 626 publicado el 30 de noviembre de 1990, al no formar parte de la institución beneficiada por el Convenio, lo cual no constituye una vulneración del principio de igualdad en materia tributaria, por cuanto es una facultad constitucional del Estado Peruano el celebrar convenios con otras confesiones.  



Con relación al tema relacionado con la inafectación de los predios destinados a templos y conventos, de acuerdo al Decreto Ley N° 22012 y al Edicto N° 092, sólo se mantenían las exoneraciones que se habían otorgado y que se encontraban vigentes a la fecha de expedición de los mismos, por lo que al no gozar la recurrente de dispositivo que le otorgue beneficio tributario alguno a dicha fecha, no le resulta aplicable los términos del Decreto Ley y Edicto antes mencionados.



Asimismo, de acuerdo a lo previsto por la Ley Orgánica de Municipalidades, Ley N° 23853 vigente entonces, se precisaba en su artículo 94° que las exoneraciones debían aprobarse por Edicto, lo cual no ocurrió ni en la oportunidad de solicitud de inafectación ni posteriormente, lo cual si bien quiso rectificarse con la reforma de los estatutos de la Asociación, en el sentido que es una organización cristiano de alcance mundial de carácter religioso y espiritual, no resulta suficiente para cumplir con el goce de los beneficios tributarios.



En ese orden de ideas, suponer lo contrario implicaría crear una nueva exoneración en beneficio no sólo de los templos y conventos de propiedad de la Iglesia recurrente, sino de todos los demás credos religiosos existentes en nuestro país, sin excepción alguna, lo que constituiría una vulneración al principio de legalidad en materia tributaria y a la Norma IX del Título Preliminar del Código Tributario, que precisa que en vía de interpretación no podrán establecerse exoneraciones.



Por lo tanto, soy de opinión que debe declararse infundado el recurso de autos y confirmarse la resolución apelada.



                                                                            Salvo mejor parecer.





RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL FISCAL Nº 2647-4-96 

(19 de diciembre de 1996)



EXPEDIENTE N°	: 	4043-96

INTERESADO		: 	CONGREGACION DE LAS HERMANITAS DE LOS

ANCIANOS DESAMPARADOS DEL ASILO DE VICTOR 

F. LIRA

ASUNTO		: 	Impuesto al Patrimonio Predial

PROCEDENCIA	:	Arequipa

FECHA		:	Lima, 19 de diciembre de 1996



				Vista la apelación interpuesta por CONGREGACION DE LAS HERMANITAS DE LOS ANCIANOS DESAMPARADOS DEL ASILO VICTOR F. LIRA representada por Félix D. Cáceres Nuñez, contra la Resolución Municipal N° 71-96 del Concejo Provincial de Arequipa, por la que se declara improcedente su solicitud de exoneración del Impuesto Predial del Asilo de Desamparados Víctor F. Lira;



				CONSIDERANDO :



				Que la Municipalidad Provincial de Arequipa deniega a la recurrente, la inafectación de los predios de su propiedad en razón de no estar dedicados a templos, monasterios ni museos, conforme a la inafectación señalada en el Decreto Legislativo N° 776;



				Que la Congregación de las Hermanitas de los Ancianos Desamparados es una asociación civil inscrita en el Registro de Personas Jurídicas de Arequipa y constituye una entidad religiosa;



				Que el artículo 10° del Acuerdo suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú, aprobado por Decreto Ley N° 23211 del 24 de julio de 1980 y confirmado por el Decreto Legislativo N° 626, establece que la Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran, continuarán gozando de las exoneraciones, beneficios tributarios y franquicias que le otorgaban las leyes y normas legales vigentes entonces;



				Que en la fecha de suscripción del Acuerdo con la Santa Sede se encontraba vigente el Decreto Ley N° 19994, el cual sustituyó los incisos b) y c) del artículo 25° del Decreto Ley N° 19654 y estableció que están exonerados del Impuesto Predial no empresarial, los predios de entidades religiosas, sin establecer limitación alguna;



				Que teniendo en cuenta que los Acuerdos celebrados por el Estado priman sobre el Decreto Legislativo N° 776, en aplicación de lo dispuesto en los artículos 55° de la Constitución Política del Estado y en la Norma III del Título Preliminar del Código Tributario, los predios de propiedad de la recurrente se encuentran inafectos del Impuesto Predial;



				De acuerdo con el dictamen de la Vocal Padrón Freundt, cuyos fundamentos se reproduce;

				Con los vocales Padrón Freundt, Nué Bracamonte y Salas Lozada;



				RESUELVE :



				revocar la Resolución Municipal N° 71-96 de fecha 17 de enero de 1996, debiendo reconocerse la inafectación de los predios de propiedad de la Congregación de las Hermanitas de Los Ancianos Desamparados.



				Regístrese, comuníquese y remítase a la Municipalidad Provincial de Arequipa,  para sus efectos.



DICTAMEN DEL SEÑOR VOCAL:



EXPEDIENTE N°	: 	4043-96

DICTAMEN		: 	N° 0198 Vocal Padrón Freundt

INTERESADO	: 	CONGREGACION DE LAS HERMANITAS DE LOS 

ANCIANOS DESAMPARADOS DEL ASILO DE VICTOR 

F. LIRA

ASUNTO		: 	Impuesto al Patrimonio Predial

PROCEDENCIA	:	Arequipa

FECHA		:	Lima, 19 de diciembre de 1996



Señor :



CONGREGACION DE LAS HERMANITAS DE LOS ANCIANOS DESAMPARADOS DEL ASILO VICTOR F. LIRA representada por Félix D. Cáceres Nuñez, interpone recurso de apelación de la Resolución Municipal N° 71-96 del Concejo Provincial de Arequipa, por la que se declara improcedente su solicitud de exoneración del Impuesto Predial del Asilo de Desamparados Víctor F. Lira.



La referida Municipalidad deniega la solicitud de inafectación de la recurrente, señalando que las inafectaciones del Impuesto Predial están previstas en el artículo 17° del Decreto Legislativo N° 776, considerando en ellas a los predios que no produzcan renta y que sean de propiedad de universidades, centros educativos y entidades religiosas, siempre que los predios los destinen a templos, monasterios y museos.  Asimismo, señala que el Edicto Municipal N° 05-94 de fecha 19 de abril de 1994, no contempla ninguna inafectación a los predios que señala el representante de la congregación, pues se trata del Asilo Víctor F. Lira.



La recurrente señala que se ha realizado un juicio apresurado de la situación, que el predio cumple fines de bienestar de la comunidad, que no tiene fines de lucro y que se debe tener en consideración lo dispuesto en el artículo 60°, inciso b) del Decreto Legislativo N° 776.



De lo dicho por las partes y de los documentos que obran en autos, se desprende lo siguiente:



1.	La Municipalidad Provincial de Arequipa deniega a la Congregación de las Hermanitas de los Ancianos Desamparados del Asilo Víctor F. Lira, la inafectación de los predios de su propiedad en razón de no estar dedicados a templos, monasterios ni museos, conforme a la inafectación señalada en el Decreto Legislativo N° 776.



2.	La Congregación de las Hermanitas de los Ancianos Desamparados es una asociación civil inscrita en el Registro de Personas Jurídicas de Arequipa y constituye una entidad religiosa.



3.	El artículo 10° del Acuerdo suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú, aprobado por Decreto Ley N° 23211 del 24 de julio de 1980, establece que la Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran, continuarán gozando de las exoneraciones, beneficios tributarios y franquicias que le otorgaban las leyes y normas legales vigentes entonces.



	El Acuerdo con la Santa Sede fue confirmado por el artículo 1° del Decreto Legislativo N° 626 del 29 de noviembre de 1990.



4.	Que en la fecha de suscripción del Acuerdo con la Santa Sede se encontraba vigente el Decreto Ley N° 19994, el cual sustituyó los incisos b) y c) del artículo 25° del Decreto Ley N° 19654 y estableció que están exonerados del Impuesto Predial no empresarial, los predios de entidades religiosas, sin establecer limitación alguna.



5.	Que la condición de entidad religiosa de la recurrente se encuentra acreditada en el expediente a folios 2 con una copia de la Ficha de los Registros Públicos de Arequipa y con el Oficio N° 003-94-EF/SUNAT-11.03.01.00 a folios 5, por lo que los alcanza la aplicación del Acuerdo con la Santa Sede.



6.	Que teniendo en cuenta que los Acuerdos celebrados por el Estado priman sobre el Decreto Legislativo N° 776, en aplicación de lo dispuesto en los artículos 55° de la Constitución Política del Estado y en la Norma III del Título Preliminar del Código Tributario, los predios de propiedad de la recurrente se encuentran inafectos del Impuesto Predial.



Por lo antes expuesto, soy de opinión de revocar la Resolución Municipal N° 71-96 del 17 de enero de 1996 emitida por la Municipalidad Provincial de Arequipa, debiendo reconocerse la inafectación de los predios de propiedad de la Congregación de las Hermanitas de Los Ancianos Desamparados.



						Salvo mejor parecer.





RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL FISCAL Nº 183-4-97

(21 de enero de 1997) 



EXPEDIENTE N°	:	122-97

INTERESADO	:	COMPAÑIA DE JESUS - COMUNIDAD DE LA 

INMACULADA

ASUNTO		:	Queja

PROCEDENCIA	:	Lima

FECHA		:	Lima, 21 de enero de 1997



		Vista la queja interpuesta por la COMPAÑIA DE JESUS - COMUNIDAD DE LA INMACULADA representada por el Superior Padre José Luis Fernández - Castañeda S.J., contra la Municipalidad Distrital de Santiago de Surco por disponer la cobranza coactiva de arbitrios por el año de 1995, no obstante haberse interpuesto reclamación oportunamente;



		CONSIDERANDO:



		Que de acuerdo al artículo 155° del Código Tributario aprobado por Decreto Legislativo N° 816, procede interponer recurso de queja cuando existan actuaciones o procedimientos que afecten directamente o infrinjan lo establecido en dicho Código;



		Que asimismo, el artículo 119°, inciso d) del citado Código señala que uno de los casos en que el procedimiento de cobranza coactiva debe ser suspendido, es cuando se haya presentado oportunamente recurso de reclamación que se encuentre en trámite;



		Que en el caso de autos, la recurrente presentó oportunamente dicho recurso de reclamación contra la Orden de Pago N° UF-8371, no obstante ello, la Municipalidad de Santiago de Surco sin emitir pronunciamiento alguno, notifica a la quejosa por segunda vez bajo apercibimiento de hacer efectiva la cobranza coactiva, infringiendo así lo establecido en el citado artículo 119°, inciso d);



		De acuerdo con el dictamen del vocal Nué Bracamonte cuyos fundamentos se reproducen;



		Con los vocales Padrón Freundt,  Nué Bracamonte y Salas Lozada;



		RESUELVE :

		

		DECLARAR FUNDADA la queja interpuesta por la recurrente, debiendo la Municipalidad de Santiago de Surco, suspender cualquier procedimiento de cobranza coactiva iniciado a la quejosa en relación al caso de autos, hasta que  emita pronunciamiento respecto del recurso de reclamación presentado y no existan las causales del citado artículo 119° del Código Tributario.



		Regístrese, comuníquese y remítase a la Municipalidad Distrital de Santiago de Surco, para sus efectos.



DICTAMEN DEL SEÑOR VOCAL:



EXPEDIENTE N°	:	122-97

DICTAMEN		:	N° 05  -  Vocal Nué Bracamonte

INTERESADO	:	COMPAÑIA DE JESUS - COMUNIDAD DE LA 

INMACULADA

ASUNTO		:	Queja

PROCEDENCIA	:	Lima

FECHA		:	Lima, 21 de enero de 1996



Señor:



COMPAÑIA DE JESUS - COMUNIDAD DE LA INMACULADA representada  por el Superior Padre José Luis Fernández - Castañeda S.J. interpone recurso de queja contra la Municipalidad Distrital de Santiago de Surco por disponer la cobranza coactiva de arbitrios por el año de 1995, no obstante haberse interpuesto reclamación oportunamente.



La recurrente manifiesta que con fecha 26 de noviembre de 1996 fue notificada con la Orden de Pago N° UF-8371 por Arbitrios del año 1995, no obstante su condición de comunidad religiosa propietaria de predio inafecto al tributo de acuerdo con la Resolución de Alcaldía N° 2633-94.



Mediante escrito ingresado con expediente N° 016126 de fecha 05 de diciembre de 1996, la recurrente interpone reclamación contra la referida Orden de Pago, invocando la aplicación del Acuerdo con la Santa Sede aprobado por el Decreto Ley N° 23211 para seguir gozando de la exoneración. A pesar de ello, según señala, la Municipalidad de Santiago de Surco la vuelve a notificar esta vez bajo apercibimiento de hacer efectiva la cobranza coactiva.



De acuerdo al artículo 155° del Código Tributario aprobado por Decreto Legislativo N° 816, procede interponer recurso de queja cuando existan actuaciones o procedimientos que afecten directamente o infrinjan lo establecido en dicho Código.



Asimismo el artículo 119 del citado cuerpo normativo señala los casos en que el procedimiento de cobranza coactiva debe ser suspendido; uno de los casos que se configura en el inciso d), es cuando se haya presentado oportunamente recurso de reclamación, apelación (...) que se encuentre en trámite.



En el caso materia de autos la recurrente presentó oportunamente el recurso de reclamación contra la Orden de Pago N° UF-8371, no obstante ello, la Municipalidad de Santiago de Surco sin emitir pronunciamiento alguno, notifica a la quejosa por segunda vez bajo apercibimiento de hacer efectiva la cobranza coactiva, infringiendo lo establecido en el artículo 119°, inciso d) citado al proseguir con el procedimiento de cobranza coactiva aun cuando se ha presentado oportunamente recurso de reclamación.



En estas circunstancias procede la interposición del recurso de queja por existir infracción al procedimiento establecido en el Código Tributario.



Por lo expuesto soy de opinión que este Tribunal resuelva declarar fundado el recurso interpuesto, debiendo la Municipalidad de Santiago de Surco suspender cualquier procedimiento de cobranza coactiva iniciado a la quejosa en relación al caso de autos hasta que emita pronunciamiento respecto del recurso de reclamación presentado y no existan las causales del citado artículo 119° del Código Tributario.



						Salvo mejor opinión.





RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL FISCAL Nº 367-3-97

(25 de abril de 1997)



EXPEDIENTE N°	:	6541-95

INTERESADO		:	MONASTERIO DE SANTA TERESA DEL CARMEN.

ASUNTO		:	Impuesto Predial.

PROCEDENCIA	:	Municipalidad Provincial de Arequipa.

FECHA		:	Lima, 25 de abril de 1997  



			Vista la apelación interpuesta por el MONASTERIO DE SANTA TERESA DEL CARMEN contra la Resolución de Alcaldía N° 239-95 emitida por el Alcalde de la Municipalidad Provincial de Arequipa con fecha 28 de febrero de 1995, que declara infundada la reclamación interpuesta por la recurrente, ratificando la Resolución Directoral N° 4943 emitida por la Oficina General de Rentas de la referida Municipalidad;



			CONSIDERANDO:



			Que la recurrente mediante solicitud de fecha 18 de marzo de 1994, pide que se respete la prevalencia del Tratado Internacional, tal como se respetó durante la vigencia de la ley 23552; es decir que solicita se la declare inafecta al pago del Impuesto Predial aprobado por el Decreto Legislativo 776, iniciando administrativamente el expediente N°2268-94;



			Que en dicha solicitud se sostiene que el artículo 10° del Acuerdo Internacional suscrito entre la Santa Sede y el Gobierno del Perú establece que la Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran continuaran gozando de las exoneraciones y beneficios tributarios y franquicias que les otorgan las leyes y normas legales vigentes; precisamente a la entrada en vigencia de dicho tratado se encontraba vigente el artículo 25° del Decreto Ley 19654, modificado en sus incisos b) y c) por el Decreto Ley 19994, el mismo que estableció que la inafectación del Impuesto Predial a favor de la Iglesia Católica alcanzaba a todos los predios de su propiedad sin limitación alguna, es decir, produzcan o no renta y cualquiera fuera el destino que se les dé; agrega que tanto el Tribunal Fiscal como la misma Municipalidad Provincial de Arequipa -en su Resolución N° 3394 del 25 de julio de 1980- han reconocido la prevalencia del tratado sobre la Ley 23552 al conceder la inafectación del impuesto sin limitación alguna para las entidades de la Iglesia Católica;



			Que con fecha 31 de agosto de 1994 se emite la Resolución Directoral N° 4943 suscrita por el Director de la Oficina General de Rentas de la Municipalidad Provincial de Arequipa, mediante la cual se resuelve declarar improcedente la solicitud presentada por la recurrente, por cuanto el predio no está dedicado a fines religiosos, en referencia al predio ubicado en la calle Melgar 308 que se cita en la introducción de la citada resolución;



			Que posteriormente con fecha 16 de setiembre de 1994 la interesada interpone el recurso que denomina de “reclamación” contra la Resolución Directoral N° 4943, precisando que procesalmente el acto reclamado es uno que tiene relación directa con la determinación de la deuda tributaria y, en cuanto al aspecto sustancial, señala que el Acuerdo Internacional suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú del 19 de julio de 1980, en su artículo X establece que la Iglesia Católica continuará gozando de las exoneraciones y beneficios tributarios que les otorgan las leyes y normas legales vigentes y que, precisamente, a dicha fecha se encontraba vigente el Decreto Ley 19654, modificado por el Decreto Ley 19994, en cuyo inciso c) del artículo 25° se consagró la inafectación del Impuesto Predial para todos los predios de propiedad de la Iglesia, produzcan o no renta y cualquiera fuera el destino que se les dé;



			Que posteriormente con fecha 16 de setiembre de 1994 la interesada interpone el recurso que denomina de “reclamación” contra la Resolución Directoral N° 4943, por considerar que es un acto que tiene relación directa con la determinación de la deuda tributaria, toda vez que del reconocimiento de la inafectación o su negación, dependerá la emisión de la resolución de determinación; sin embargo, debe señalarse que, si bien el segundo párrafo del artículo 128° del Decreto Legislativo 776, vigente al momento de interponerse el recurso, establecía que también son reclamables los actos que tengan relación directa con la determinación de la deuda tributaria, la Resolución Directoral N° 4943  no  tiene  dicha naturaleza, toda vez que ella, directamente, no permite determinar la deuda tributaria, sino que la Administración como consecuencia de lo resuelto, deberá establecer la base imponible, determinar el tributo y liquidar los intereses de ser el caso;



			Que, además, la citada resolución se está pronunciando respecto a una solicitud de inafectación, pedido que se tramita bajo el procedimiento no contencioso regulado en el Título IV, artículos 162° y 163° del Decreto Legislativo 773, entonces vigente;



			Que específicamente, el artículo 163° del citado Decreto Legislativo 773, establecía que la resolución que resuelve las solicitudes no contenciosas, vinculadas a la determinación de la obligación tributaria, será apelable ante el Tribunal Fiscal, en consecuencia, la Administración, al recibir el recurso del 16 de setiembre de 1994, denominado como reclamación contra la Resolución Directoral N°4943, debió calificarlo como uno de apelación y remitirlo al Tribunal Fiscal, en aplicación supletoria del artículo 103° del Texto Único Ordenado de la Ley de Normas Generales de Procedimientos Administrativos, aprobado por D.S. N°02-94-JUS; 



			Que sin embargo, a dicho recurso le dio indebidamente el trámite de reclamación y emitió la Resolución de Alcaldía N° 239-95, de fecha 28 de febrero de 1995, declarando infundada la “reclamación” interpuesta por el Monasterio de Santa Teresa del Carmen, ratificando la Resolución Directoral N° 4943 en todos sus extremos, de lo cual se advierte que la citada Resolución de Alcaldía N° 239-95 adolece del vicio de nulidad insalvable, de conformidad con el inciso 2) del artículo 109° del Decreto Legislativo 773, vigente al momento de interpuesto dicho recurso y recogido en el Código Tributario vigente;



			Que la recurrente, una vez notificada con la Resolución de Alcaldía N°239-95, interpuso un nuevo recurso impugnativo que denominó de “apelación” el mismo que fue evaluado por el Concejo Municipal  -cuerpo colegiado formado por los regidores y el Alcalde- el mismo que adoptó  el Acuerdo de fecha 7 de setiembre de 1995, mediante el cual se determinó conceder el recurso de “apelación” interpuesto, acto que ha sido adoptado sin que tal instancia administrativa tenga la competencia para conocer dicha materia, toda vez que el segundo párrafo del artículo 122° de la Ley Orgánica de Municipalidades, Ley 23853, establece que los asuntos de índole tributario se regulan por las normas del Código Tributario; además, el inciso 8) del artículo 36° de la citada Ley Orgánica de Municipalidades, concordado con el artículo 123° del mismo cuerpo legal, al establecer las atribuciones de los Concejos Municipales, le otorgan competencia para conocer las apelaciones interpuestas por los miembros del Concejo Distrital contra los edictos, ordenanzas y decretos;



			Que, en consecuencia, no existe norma tanto en el Código Tributario ni en la Ley Orgánica de Municipalidades que le otorgue la competencia al Concejo Municipal para conocer y pronunciarse sobre la admisibilidad o no de los recursos impugnativos de índole tributario, por lo que, en su oportunidad, dicho órgano deberá declarar la nulidad de dicho acto administrativo, conforme a ley;

											

			Que al ser competencia del Tribunal Fiscal el conocimiento de las apelaciones contra las resoluciones que resuelven las solicitudes no contenciosas vinculadas a la determinación de la obligación tributaria, como es el caso de la apelación de fecha 16 de setiembre de 1994  -que la recurrente denominó reclamación- contra la Resolución Directoral 4943, de conformidad con el primer párrafo del artículo 162° del Decreto Legislativo 816, se debe dilucidar el asunto materia del grado, cual es, determinar si el Monasterio Santa Teresa del Carmen se encuentra exonerada del pago del Impuesto Predial, regulado por el Decreto Legislativo 773, en virtud del Tratado Internacional entre la Santa Sede y la República del Perú suscrito el 19 de julio de 1980;



			Que al respecto, se debe precisar que el artículo X del citado Tratado establece que la Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran continuarán gozando de las exoneraciones y beneficios tributarios y franquicias que les	 otorgan las leyes y normas legales vigentes; 



			Que como se aprecia, mediante la antes citada norma se pretende establecer una estabilidad jurídica en materia tributaria respecto a las exoneraciones y beneficios vigentes a la fecha de aprobación del citado instrumento internacional, el mismo que fuera ratificado mediante Decreto Ley 23211 del 24 de julio de 1980;



			Que a dicha fecha se encontraba vigente la exoneración respecto al Impuesto al Patrimonio Predial no Empresarial establecida en el inciso c) del artículo 25° del Decreto Ley 19654, modificado por el Decreto Ley 19994, de fecha 24 de abril de 1973, el mismo que consideraba como exonerados los predios de propiedad de entidades religiosas, sin necesidad de algún otro requisito o condición  adicional,  como podría ser el uso a que está destinado el inmueble o bajo la condición que no produzcan renta; que en aplicación del antes referido acuerdo -y siempre que el derecho interno lo permita- a las entidades religiosas les corresponderá la exoneración del impuesto que grave el patrimonio predial, aún cuando cambie la legislación y los supuestos de exoneración;



			Que es necesario examinar si existe conflicto entre el Acuerdo Internacional y la legislación interna vigente, toda vez que el Decreto Legislativo 776, vigente a partir del 1 de enero de 1994, en el numeral 2) del inciso c) del artículo 17°, al regular el Impuesto Predial, establece la inafectación al pago del impuesto, respecto a los predios que no produzcan renta, de propiedad de entidades religiosas y siempre que estén destinados a templos, conventos, monasterios y museos;



			Que el artículo 55° de la Constitución de 1993, establece que los Tratados celebrados por el Estado y en vigor, forman parte del derecho nacional; de esta forma, la Constitución reconoció a los Tratados como normas de derecho interno, mas no estableció que tuvieran una determinada jerarquía legal, como sí lo establecía la Constitución de 1979, la que de forma implícita, señaló que los tratados tenían el rango de ley;



			Que el artículo 27° de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados de 1969, estableció el principio consistente en que ningún Estado puede sustraerse a una obligación jurídica internacional invocando su contradicción con el derecho interno;



			Que, en consecuencia, cabe afirmar que la exoneración establecida en el inciso c) del artículo 25° del Decreto Ley 19654, modificado por el Decreto Ley 19994, aplicable ultractivamente en virtud del artículo X del Acuerdo Internacional entre la Santa Sede y la República del Perú celebrado el 19 de julio de 1980, continúa vigente y prevalece respecto a lo dispuesto en el Decreto Legislativo 776, en aplicación del artículo 55° de la Constitución, que incorpora al derecho nacional lo acordado en los tratados internacionales, y por ende, en razón a lo dispuesto en el artículo 27° de la Convención de Viena que recoge el principio según el cual el Estado suscriptor no puede sustraerse a una obligación jurídica internacional por existir una contradicción con el derecho interno;



			De acuerdo con el dictamen del Vocal Parra Rojas, cuyos fundamentos se reproducen;



			Con los Vocales Santos Guardamino, Parra Rojas y Santiváñez Yuli;



			RESUELVE:



			DECLARAR NULA la Resolución de Alcaldía N° 239-95, de fecha 28 de febrero de 1995 y, en consecuencia, REVOCAR la Resolución Directoral N° 4943-94, de fecha 31 de agosto de 1994, declarando que la recurrente continúa gozando de la exoneración al pago del Impuesto Predial respecto de todos los bienes de su propiedad en aplicación del Acuerdo Internacional celebrado entre la Santa Sede y la República del Perú, ratificado mediante Decreto Ley 23211 del 24 de julio de 1980.



			Regístrese, comuníquese y devuélvase a la Municipalidad Provincial de Arequipa, para sus efectos.



DICTAMEN DEL SEÑOR VOCAL:



EXPEDIENTE N°	:	6541-95

DICTAMEN N°	:	070-3-97 Vocal Parra Rojas

INTERESADO		:	MONASTERIO DE SANTA TERESA DEL CARMEN.

ASUNTO		:	Impuesto al Valor del Patrimonio Predial.

PROCEDENCIA	:	Municipalidad Provincial de Arequipa.

FECHA		:	Lima, 25 de abril de 1997  



Señor:



EL MONASTERIO DE SANTA TERESA DEL CARMEN impugna la Resolución de Alcaldía N°239-95 emitida por el Alcalde de la Municipalidad Provincial de Arequipa con fecha 28 de febrero de 1995, que declara infundada la reclamación interpuesta por la recurrente, ratificando la Resolución Directoral N°4943 emitida por la Oficina General de Rentas de la referida Municipalidad.



La recurrente basa su impugnación en los siguientes fundamentos:

La resolución apelada, al resolver su “reclamación”  no ha merituado la trascendencia jurídica del Acuerdo Internacional suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú el 19 de julio de 1980, aprobado mediante Decreto Ley 23211, ni se ha merituado la jurisprudencia del Tribunal Fiscal que consagró la prevalencia del citado Tratado Internacional frente a la Ley 23552 que otorgó un tratamiento idéntico a la Iglesia Católica, al que actualmente contempla el Decreto Legislativo 776.



Tampoco ha merituado la apelada los antecedentes legislativos de la inafectación del Impuesto Predial en favor de la Iglesia, pues los Decretos Leyes 19654 y 19994 son la fuente del beneficio tributario, que fue elevado a la categoría de tratado por el Acuerdo Internacional antes aludido.



Señala que el Impuesto Predial se encontraba vigente a la fecha de suscripción del Acuerdo, pues dicho tributo estuvo regido por los Decreto Leyes 19654 y 19994, recalcando que los cambios de denominación que ha sufrido el impuesto a lo largo de los años no significa que se trate de un tributo distinto, pues no ha variado el sujeto pasivo, el sujeto activo y el hecho generador de la obligación tributaria.



Precisa que su pedido de exoneración está referido a todos los predios de propiedad del Monasterio enumerados en su solicitud del 27 de octubre de 1994, sin embargo tanto en la Resolución Directoral N°4943 como en la Resolución de Alcaldía N°239-95 se hace referencia únicamente al predio situado en la calle Melgar 308, olvidando que el beneficio alcanza a todo tipo de predios de propiedad de la Iglesia Católica, independientemente que produzcan o no renta.



Por otro lado, la apelada se sustenta en los siguientes fundamentos:



Considera que el beneficio de exoneración acordado por la Santa Sede con el Gobierno Peruano, está referido a las exoneraciones vigentes a la fecha de suscripción del Concordato.

Se precisa que en el nuevo régimen tributario municipal, aprobado mediante el Decreto Legislativo 776, vigente a partir del 1 de enero de 1994, la inafectación del Impuesto Predial para entidades religiosas alcanza a los predios destinados a templos, conventos, monasterios y museos, por lo que extender dicho beneficio a aquellos predios que no cumplen ninguna de las formalidades y producen renta, será totalmente ilegal.



Del análisis de los dispositivos legales sobre la materia y la revisión de lo actuado, se aprecia lo siguiente:



1. La recurrente mediante solicitud de fecha 18 de marzo de 1994. pide que se respete la prevalencia del Tratado Internacional, tal como se respetó durante la vigencia de la ley 23552; es decir que solicita se la declare inafecta al pago del Impuesto Predial aprobado por el Decreto Legislativo 776, iniciándose administrativamente el expediente N°2268-94.



	En dicha solicitud se sostiene que el artículo 10° del Acuerdo Internacional suscrito entre la Santa Sede y el Gobierno del Perú establece que la Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran continuaran gozando de las exoneraciones y beneficios tributarios y franquicias que les otorgan las leyes y normas legales vigentes; precisamente a la entrada en vigencia de dicho tratado se encontraba vigente el artículo 25° del Decreto Ley 19654, modificado en sus incisos b) y c) por el Decreto Ley 19994, el mismo que estableció que la inafectación del Impuesto Predial a favor de la Iglesia Católica alcanzaba a todos los predios de su propiedad sin limitación alguna, es decir, produzcan o no renta y cualquiera fuera el destino que se les dé. Agrega que tanto el Tribunal Fiscal como la misma Municipalidad Provincial de Arequipa -en su Resolución N°3394 del 25 de julio de 1980- han reconocido la prevalencia del tratado sobre la Ley 23552 al conceder la inafectación del impuesto sin limitación alguna para las entidades de la Iglesia Católica.



2. Con fecha 31 de agosto de 1994 se emite la Resolución Directoral N°4943 suscrita por el Director de la Oficina General de Rentas de la Municipalidad Provincial de Arequipa, mediante la cual se resuelve declarar improcedente la solicitud presentada por la recurrente, por cuanto el predio no está dedicado a fines religiosos, en referencia al predio ubicado en la calle Melgar 308 que se cita en la introducción de la citada resolución.



3. Posteriormente con fecha 16 de setiembre de 1994 la interesada interpone el recurso que denomina de “reclamación” contra la Resolución Directoral N°4943; basa su impugnación en los siguientes fundamentos:



3.1. Procesalmente precisa que el acto reclamado es uno que tiene relación directa con la determinación de la deuda tributaria, toda vez que la emisión de la resolución de determinación depende del desconocimiento o no, por parte de la Municipalidad, de la inafectación del Impuesto al Valor del Patrimonio Predial.



3.2. En cuanto al aspecto sustancial señala que la resolución impugnada parte de la premisa errada en el sentido que la fuente de la inafectación es el Decreto Legislativo 776, cuando existe un instrumento jurídico superior a la propia ley tributaria, cual es el Acuerdo Internacional suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú del 19 de julio de 1980, aprobado por el Decreto Ley 23211.



Agrega que el artículo X del citado acuerdo establece que la Iglesia Católica continuará gozando de las exoneraciones y beneficios tributarios que les otorgan las leyes y normas legales vigentes y que, precisamente, a dicha fecha se encontraba vigente el Decreto Ley 19654, modificado por el Decreto Ley 19994, en cuyo inciso c) del artículo 25° se consagró la inafectación del Impuesto Predial para todos los predios de propiedad de la Iglesia, produzcan o no renta y cualquiera fuera el destino que se les dé.

Señala, además, que sobre estas mismas bases y principios se pronunció la Municipalidad de Arequipa, al emitir la Resolución de Alcaldía N°1237 del 9 de marzo de 1989.



Como se aprecia, la recurrente denominó a su recurso impugnativo como reclamación. por considerar que es un acto que tiene relación directa con la determinación de la deuda tributaria, toda vez que del reconocimiento de la inafectación o su negación, dependerá la emisión de la resolución de determinación; sin embargo, debe señalarse que, si bien el segundo párrafo del artículo 128° del Decreto Legislativo 776, vigente al momento de interponerse el recurso, establecía que también son reclamables los actos que tengan relación directa con la determinación de la deuda tributaria, la Resolución Directoral N°4943  no  tiene  dicha naturaleza, toda vez que ella, directamente, no permite determinar la deuda tributaria, sino que la Administración como consecuencia de lo resuelto, deberá establecer la base imponible, determinar el tributo y liquidar los interese siempre que exista deuda tributaria. 



Además, se debe precisar que la citada resolución se está pronunciando respecto a una solicitud de inafectación, pedido que se tramita bajo el procedimiento no contencioso regulado en el Título IV. artículos. 162° y 163° del Decreto Legislativo 773, entonces vigente.



Específicamente, el artículo 163° del citado Decreto Legislativo 773, establecía que la resolución que resuelve las solicitudes no contenciosas, vinculadas a la determinación de la obligación tributaria, será apelable ante el Tribunal Fiscal, en consecuencia considero que la Administración al recibir el recurso del 16 de setiembre de 1994, denominada como reclamación contra la Resolución Directoral N°4943, debió calificarse por la Administración como uno de apelación y remitirlo al Tribunal Fiscal, en aplicación supletoria del artículo 103° del Texto Único Ordenado de la Ley de Normas Generales de Procedimientos Administrativos, aprobado por D.S. N°02-94-JUS.



La Administración Municipal, lejos de tramitar como apelación la impugnación contra la Resolución Directoral N°4943, le dio indebidamente el trámite de reclamación y emitió la Resolución de Alcaldía N°239-95, de fecha 28 de febrero de 1995, declarando infundada la “reclamación” interpuesta por el Monasterio de Santa Teresa del Carmen, ratificando la Resolución Directoral N°4943 en todos sus extremos, de todo lo cual se advierte que la citada Resolución de Alcaldía N° 239-95 adolece del vicio de nulidad insalvable, de conformidad con el inciso 2) del artículo 109° del Decreto Legislativo 773, vigente al momento de interpuesto dicho recurso, y recogido en el Código Tributario vigente.



La recurrente una vez notificada con la Resolución de Alcaldía N°239-95, interpuso un nuevo recurso impugnativo que denominó de “apelación” el mismo que fue evaluado por el Concejo Municipal  -cuerpo colegiado formado por los regidores y el Alcalde- el mismo que adoptó  el Acuerdo de fecha 7 de setiembre de 1995, mediante el cual se determinó conceder el recurso de “apelación” interpuesto, acto que ha sido adoptado sin que tal instancia administrativa tenga la competencia para conocer dicha materia, toda vez que el segundo párrafo del artículo 122° de la Ley Orgánica de Municipalidades, Ley 23853, establece que los asuntos de índole tributario se regulan por las normas del Código Tributario; además, el inciso 8) del artículo 36° de la citada Ley Orgánica de Municipalidades, concordado con el artículo 123° del mismo cuerpo legal, al establecer las atribuciones de los Concejos Municipales, le otorgan competencia para conocer las apelaciones interpuestas por los miembros del Concejo Distrital contra los edictos, ordenanzas y decretos; en consecuencia, no existe norma tanto en el Código Tributario ni en la Ley Orgánica de Municipalidades que le otorgue la competencia al Concejo Municipal para conocer y pronunciarse sobre la admisibilidad o no de los recursos impugnativos de índole tributario, por lo que, en su oportunidad, dicho órgano deberá declarar la nulidad de dicho acto administrativo, conforme a ley.



Al ser competencia del Tribunal Fiscal el conocimiento de las apelaciones contra las resoluciones que resuelven las solicitudes no contenciosas vinculadas a la determinación de la obligación tributaria, como es el caso de la apelación de fecha 16 de setiembre de 1994  -que la recurrente denominó reclamación- contra la Resolución Directoral 4943, de conformidad con el primer párrafo del artículo 162° del Decreto Legislativo 816, se debe dilucidar el asunto materia del grado, cual es, determinar si el Monasterio Santa Teresa del Carmen se encuentra exonerada del pago del Impuesto Predial, regulado por el Decreto Legislativo 773, en virtud del Tratado Internacional entre la Santa Sede y la República del Perú suscrito el 19 de julio de 1980.



6.1. Al respecto, se debe precisar que el artículo X del citado Tratado establece lo siguiente:



“La Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran continuarán gozando de las exoneraciones  y  beneficios tributarios y franquicias que les otorgan las leyes y normas legales vigentes”



Como se aprecia, mediante la antes citada norma se pretende establecer una estabilidad jurídica en materia tributaria respecto a las exoneraciones y beneficios vigentes a la fecha de aprobación del citado instrumento internacional, el mismo que fuera ratificado mediante Decreto Ley 23211 del 24 de julio de 1980.



A dicha fecha se encontraba vigente la exoneración respecto al Impuesto al Patrimonio Predial no Empresarial establecida en el inciso c) del artículo 25° del Decreto Ley 19654, modificado por el Decreto Ley 19994, de fecha 24 de abril de 1973, el mismo que establecía lo siguiente:



“Artículo 25°.- Están exonerados los predios de propiedad de:



..............................................................................................	



 c) De entidades religiosas”

 

Como se observa, la exoneración del impuesto, que recae sobre el patrimonio predial, se configura en razón a la calidad de propietaria por parte de las entidades religiosas, sin necesidad de algún otro requisito o condición  adicional,  como podría ser el uso a que está destinado el inmueble o bajo la condición que no produzcan renta. En aplicación del antes referido acuerdo -y siempre que el derecho interno lo permita- a las entidades religiosas les corresponderá la exoneración del impuesto que grave el patrimonio predial, aún cuando cambie la legislación y los supuestos de exoneración.



6.2. Es necesario examinar si existe conflicto entre el Acuerdo Internacional y la legislación interna vigente, toda vez que el Decreto Legislativo 776, vigente a partir del 1 de enero de 1994, en el numeral 2) del inciso c) del artículo 17°, al regular el Impuesto Predial, establece la inafectación al pago del impuesto, respecto a los predios que no produzcan renta, de propiedad de entidades religiosas y siempre que estén destinados a templos, conventos, monasterios y museos.



Al respecto cabe señalar que el artículo 55° de la Constitución de 1993, establece que los Tratados celebrados por el Estado y en vigor, forman parte del derecho nacional. De esta forma, la Constitución reconoció a los Tratados como normas de derecho interno, mas no estableció que tuvieran una determinada jerarquía legal, como sí lo establecía la Constitución de 1979, la que de forma implícita, señaló que los tratados tenían el rango de ley.



Ahora bien, desde la perspectiva del Derecho Internacional, conforme lo señala Fabián Novak en “Los Tratados y la Constitución Peruana de 1993”, al comentar el alcance del artículo 101° de la Constitución de 1979, señala que el tratado no derogaba los preceptos de una ley que le eran opuestos, únicamente los dejaba inaplicables o en suspenso mientras el tratado estuviera vigente para el Perú; en este caso, se trataba de una relación horizontal y no vertical como la jerárquica, razón por la que sus efectos no eran derogatorios sino de inaplicabilidad. En la misma línea, Fernández Maldonado, en “Los Tratados Internacionales y el Sistema de Fuentes de Derecho en el Perú”, en la Revista Derecho N° 43-44 diciembre de 1989-diciembre 1990 p. 353, citado por Fabián Novak, sostuvo que las leyes internas que tenían normas que se hallaban en contradicción con las disposiciones de un Tratado, dejaban de aplicarse en favor de éste y, por otro lado, las leyes aprobadas con posterioridad a la entrada en vigencia de un Tratado, tampoco podían tener efectos jurídicos que pudieran impedir la aplicación del instrumento internacional.

 

Asimismo, a nivel de la doctrina de los publicistas, el profesor Adolfo Miaja de la Muela, mencionado también por Fabián Novak, evidencia la necesidad de la supremacía  del  Derecho  Internacional sobre el Derecho Interno, al señalar: “No se concibe un Derecho Internacional merecedor de este nombre, si no se afirma superior al Derecho dictado por los Estados, destinatarios de las normas de aquél”.



Esta primacía se ve finalmente reflejada en el artículo 27° de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados de 1969, en donde se estableció el principio consistente en que ningún Estado puede sustraerse a una obligación jurídica internacional invocando su contradicción con el derecho interno.



Como consecuencia de lo antes expuesto, cabe afirmar que la exoneración establecida en el inciso c) del artículo 25° del Decreto Ley 19654, modificado por el Decreto Ley 19994, aplicable ultractivamente en virtud del artículo X del Acuerdo Internacional entre la Santa Sede y la República del Perú celebrado el 19 de julio de 1980, continúa vigente y prevalece respecto a lo dispuesto en el Decreto Legislativo 776, en aplicación del artículo 55° de la Constitución, que incorpora al derecho nacional lo acordado en los tratados internacionales, y por ende, en razón a lo dispuesto en el artículo 27° de la Convención de Viena que recoge el principio según el cual el Estado suscriptor no puede sustraerse a una obligación jurídica internacional por existir una contradicción con el derecho interno.  

 

Por las consideraciones antes señaladas soy de opinión que el Tribunal Fiscal acuerde declarar nula la Resolución de Alcaldía N° 239-95, de fecha 28 de febrero de 1995, y pronunciándose sobre la apelación interpuesta contra la Resolución Directoral N° 4943-94, de fecha 31 de agosto de 1994, la revoque, declarando que la recurrente continúa gozando de la exoneración al pago del Impuesto Predial respecto de todos los bienes de su propiedad en aplicación del Acuerdo Internacional antes señalado.



Salvo mejor parecer.





RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL FISCAL Nº 778-5-97

(09 de abril de 1997)



EXPEDIENTE Nº	: 	957-97

INTERESADO	: 	CENTRO EDUCATIVO PARTICULAR MARÍA AUXILIADORA

ASUNTO	: 	FONAVI

PROCEDENCIA	: 	Ayacucho

FECHA 	: 	Lima, 09 de abril de 1997



		VISTA la apelación de puro derecho interpuesta por el CENTRO EDUCATIVO PARTICULAR MARÍA AUXILIADORA contra la Orden de Pago N° 243-1-00034 girada por la Oficina Zonal Ayacucho de la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria por concepto de Contribución al FONAVI -cuenta propia- correspondiente a los meses de enero a marzo de 1994.



CONSIDERANDO:



Que según el informe emitido por la Administración Tributaria, el escrito presentado por el recurrente cumple con los requisitos de admisibilidad establecidos en el Código Tributario, no existiendo reclamación en trámite sobre la misma materia;



Que la controversia se centra en determinar si el recurrente se encuentra exonerado del pago de la Contribución de FONAVI-cuenta propia, en aplicación de lo dispuesto por el acuerdo celebrado entre la Santa Sede y la República del Perú, constituyendo por tanto un problema de interpretación de normas, por lo que la apelación interpuesta califica como una de puro derecho;



Que de acuerdo con el artículo X del Decreto Ley N° 23111 de 24 de julio de 1980 que aprobó el acuerdo suscrito por la Santa Sede y el Estado Peruano, ratificado por el Decreto Legislativo N° 626 de 29 de noviembre de 1990 “La Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran continuarán gozando de las exoneraciones y beneficios tributarios y franquicias que les otorgan las leyes y normas legales vigentes”;



Que obra en el expediente el certificado otorgado por el Arzobispado de Ayacucho en el que consta que la Comunidad de Religiosas Hijas de María Auxiliadora quien promueve el Colegio “María Auxiliadora” pertenece a la Arquidiócesis de Ayacucho, por lo que se concluye que es una entidad perteneciente a la Iglesia Católica;

  

Que cuando se aprobó el tratado de la referencia, estaba vigente la Constitución Política de 1979, la que en su artículo 32° establecía que las universidades y los centros educativos y culturales estaban exonerados de todo tributo, creado o por crearse y por tanto de la Contribución al FONAVI;



Que de lo dicho se desprende que en el momento de suscripción del tratado, la Comunidad Religiosa “Hijas de María Auxiliadora” estaba exonerada de la Contribución al FONAVI-cuenta propia- por el centro educativo que dirigía bajo el nombre de “María Auxiliadora”;



De conformidad con el dictamen de la vocal Byrne Santa María, cuyos fundamentos se reproduce;



Con las vocales León Pinedo, Byrne Santa María y Chau Quispe a quien se llamó para completar Sala;



RESUELVE:



Declarar FUNDADA la apelación interpuesta, debiendo la Administración DEJAR SIN EFECTO la Orden de Pago N° 243-1-00034.



			Regístrese, comuníquese y devuélvase a la SUNAT, Oficina Zonal Ayacucho, para sus efectos.



DICTAMEN DEL SEÑOR VOCAL:



EXPEDIENTE Nº	: 	957-97

DICTAMEN N°	:	054-5-97 vocal Byrne Santa María

INTERESADO	: 	CENTRO EDUCATIVO PARTICULAR MARÍA AUXILIADORA

ASUNTO	: 	FONAVI

PROCEDENCIA	: 	Ayacucho

FECHA 	: 	Lima, 09 de abril de 1997



Señor:



CENTRO EDUCATIVO PARTICULAR MARÍA AUXILIADORA interpone apelación de puro derecho contra la Orden de Pago N° 243-1-00034 girada por la Oficina Zonal Ayacucho de la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria por concepto de la Contribución al FONAVI -Cuenta Propia- correspondiente a los meses de enero a marzo de 1994.



Argumentos del recurrente:



Conforme al acuerdo celebrado entre la Santa Sede y la República del Perú de 24 de julio de 1980, la Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran continuarían gozando de las exoneraciones y beneficios tributarios y franquicias otorgadas a la fecha de su celebración por las leyes y normas legales entonces vigentes, por lo quedando incurso dentro de tal supuesto, no se encuentra exonerado al pago del tributo acotado.



Asimismo, el Tribunal Fiscal mediante R.T.F. N° 4878-1 de 28 de setiembre de 1995 en una controversia similar ha declarado procedente el reclamo presentado por un centro educativo perteneciente a una congregación religiosa, por lo que siendo dicha jurisprudencia de observancia obligatoria, su caso debe ser resuelto con el mismo criterio.





Análisis:



Considerando que el recurrente ha interpuesto apelación de puro derecho, procede analizar si la misma cumple con los requisitos establecidos por la ley.



Según el artículo 151° del Código Tributario aprobado por el Decreto Legislativo N° 816, aplicable al caso de autos, puede interponerse apelación de puro derecho dentro del plazo de 20 días hábiles siguientes a la notificación, no siendo necesario interponer reclamación ante instancias previas. Dicho recurso debe ser presentado ante el órgano recurrido quien dará la alzada luego de verificar que se ha cumplido con los requisitos de admisibilidad y que no hay reclamación en trámite sobre la misma materia. La calificación del recurso como uno de puro derecho corresponde al Tribunal Fiscal.



Obra en autos la hoja de admisibilidad elaborada por el jefe del área jurídica de la Oficina Zonal Ayacucho de la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria en el que informa que el escrito presentado por el recurrente cumple con los requisitos establecidos por los artículos 23°, 137°, 146° y 151° del Código Tributario, por lo que procede que este Tribunal entre a calificar el mismo como uno de puro derecho.



La controversia se centra en determinar si el recurrente se encuentra exonerado del pago de la Contribución de FONAVI en aplicación de lo dispuesto por el acuerdo celebrado entre la Santa Sede y la República del Perú, constituyendo por tanto un problema de interpretación de normas, por lo que la apelación interpuesta califica como una de puro derecho.



De acuerdo con el artículo X del Decreto Ley N° 23111 de 24 de julio de 1980 que aprobó el acuerdo suscrito por la Santa Sede y el Estado Peruano, ratificado por el Decreto Legislativo N° 626 de 29 de noviembre de 1990 “La Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran continuarán gozando de las exoneraciones y beneficios tributarios y franquicias que les otorgan las leyes y normas legales vigentes”.



Por tanto, a fin de determinar si el recurrente se encuentra exonerado del pago de la Contribución al FONAVI debe verificarse si se cumplen los supuestos exigidos por la norma:



a.- Que sea una entidad integrante de la Iglesia Católica.



b.- Que en la época en que se suscribió el tratado citado estuviese exonerada del pago de la Contribución al FONAVI.



c.-  Respecto del primer requisito, obra en el expediente el certificado otorgado por el Arzobispado de Ayacucho en el que consta que la Comunidad de Religiosas Hijas de María Auxiliadora quien promueve el Colegio “María Auxiliadora” pertenece a la Arquidiócesis de Ayacucho, por lo que se concluye que es una entidad perteneciente a la Iglesia Católica.



d.- El segundo requisito exige que en el momento en que se suscribió el tratado, la comunidad religiosa “Hijas de María Auxiliadora” debía estar gozando de la exoneración de la Contribución al FONAVI respecto del colegio de su promoción, ello por cuanto a través del referido acuerdo se garantizó el régimen de beneficios, exoneraciones y franquicias que en el momento de su suscripción tenía la Iglesia Católica, sus jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran.



Como se sabe, cuando se aprobó el tratado de la referencia, estaba vigente la Constitución Política de 1979, la que en su artículo 32° estableció que las universidades y los centros educativos y culturales estaban exonerados de todo tributo, creado o por crearse y por tanto de la Contribución al FONAVI.



De lo dicho se desprende que en el momento de suscripción del tratado, la comunidad religiosa “Hijas de María Auxiliadora” estaba exonerada de la Contribución al FONAVI correspondiente al empleador por el centro educativo que dirigía bajo el nombre de “María Auxiliadora”.





Conclusión:



Por lo expuesto, soy de opinión que este Tribunal acuerde declarar FUNDADA la apelación interpuesta, debiendo la Administración DEJAR SIN EFECTO la Orden de Pago N° 243-1-00034.





					Salvo mejor parecer,





RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL FISCAL Nº 836-3-97

(25 de setiembre de 1997)



EXPEDIENTE	 	: 4514-93	

INTERESADO		: ASOCIACIÓN PERUANA DE LA IGLESIA DE JESUCRISTO DE 

			  LOS SANTOS DE LOS ÚLTIMOS DÍAS

ASUNTO		: Arbitrios de Alumbrado Público, Limpieza Pública, Parques y Jardines 

		 	  y Relleno Sanitario

PROCEDENCIA	: Lima

FECHA		: Lima, 25 de setiembre de 1997



		Vista la apelación interpuesta por la ASOCIACIÓN PERUANA DE LA IGLESIA DE JESUCRISTO DE LOS SANTOS DE LOS ÚLTIMOS DÍAS, contra la Resolución de Alcaldía Nº 102-93, de fecha 08 de febrero de 1993, que declara Infundado el recurso de apelación interpuesto contra la Resolución Directoral Nº 369-92-MLM/DMA/OGAT, de fecha 03 de marzo de 1992, sobre inafectación de los Arbitrios de Alumbrado Público, Limpieza Pública, Parques y Jardines y Relleno Sanitario;



		CONSIDERANDO: 



		Que el artículo 6° del Decreto Ley 22012, a través del cual se dictan medidas para uniformar preceptos de aplicación de arbitrios y alumbrado público, dejó sin efecto las exoneraciones del pago de los arbitrios de limpieza y de alumbrado público con excepción de las otorgadas en favor de predios destinados a la Defensa Nacional, a la función policial, a las Compañías de Bomberos, a templos y conventos y aquellas concedidas de acuerdo a las normas vigentes por convenios de excepción y privilegios diplomáticos, que mantendrán su régimen de exoneración permanente; igualmente prescribió que las exoneraciones genéricas de tributos que se otorguen no comprenderán a los arbitrios a que se refiere el citado Decreto Ley;



		Que la mencionada regla respecto de los arbitrios y alumbrado público restringe los privilegios vigentes al momento de su dación, limitándolas a determinados predios con un fin específico, entre ellos, los  destinados a templos y conventos;



		Que si bien es cierto la mencionada disposición legal mantiene inalterable las exenciones referidas a Conventos y Templos también lo es que al momento de la dación del Decreto Ley 22012, la recurrente, Asociación Peruana de la Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días, no tenía un régimen similar establecido legalmente con relación a los arbitrios municipales;



		Que el Edicto N° 092, que establece las tasas en la determinación de los arbitrios de alumbrado público y limpieza pública en Lima Metropolitana publicada el 20 de octubre de 1989, corrobora lo mencionado en el artículo 6° del Decreto Ley  22012;



		Que para que un beneficio tributario sea aplicable se requiere de mención expresa en su texto no sólo en virtud del principio de Legalidad consagrado en el artículo 139° de la Constitución Política del Perú de 1979, aplicable al caso de autos, sino en las numerales IV y IX del Título Preliminar del Texto Único Ordenado del Código Tributario aprobado por el Decreto Supremo N° 218-90-EF y, en ese sentido, deben ser interpretadas en forma restrictiva, criterio que ha sido recogido por numerosas resoluciones del Tribunal Fiscal;



		Que de acuerdo a lo dispuesto con el artículo 145° del Código Tributario aprobado por el Decreto Ley 25859 el recurso de apelación deberá ser presentado ante el órgano que dictó la resolución apelada, quien deberá elevar al Tribunal Fiscal el expediente respectivo, dentro de los treinta días hábiles siguientes a la presentación de la apelación, en ese sentido, al haberse apelado la Resolución Directoral Nº 369-92-MLM/DMA/OGAT de fecha 03 de marzo de 1992 no correspondía a la Municipalidad Provincial de Lima pronunciarse al respecto; en consecuencia, al ser un órgano incompetente para ello y en virtud de lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 109° del Código Tributario, aprobado por el mismo dispositivo legal, la Resolución de Alcaldía Nº 102-93, de fecha 08 de febrero de 1993, incurre en causal de nulidad;



		De acuerdo con el dictamen del Vocal Parra Rojas, cuyos fundamentos se reproduce;

			

		Con los Vocales Santos Guardamino, Parra Rojas y Santiváñez Yuli;



		RESUELVE;



		DECLARAR NULA la Resolución de Alcaldía Nº 102-93 de fecha 08 de febrero de 1993 y CONFIRMAR la Resolución Directoral Nº 369-92-MLM/DMA/OGAT, de fecha 03 de marzo de 1992.



		Regístrese, comuníquese y devuélvase a la Municipalidad Metropolitana de Lima, para sus efectos.



DICTAMEN DEL SEÑOR VOCAL:



EXPEDIENTE		: 4514-93

DICTAMEN		: 166-3-97 Vocal Parra Rojas

INTERESADO		: ASOCIACIÓN PERUANA DE LA IGLESIA DE JESUCRISTO DE 

			  LOS SANTOS DE LOS ÚLTIMOS DÍAS

ASUNTO		: Arbitrios de Alumbrado Público, Limpieza Pública, Parques y Jardines 

		  	  y Relleno Sanitario

PROCEDENCIA	: Lima

FECHA		: Lima, 25 de setiembre de 1997



ASOCIACIÓN PERUANA DE LA IGLESIA DE JESUCRISTO DE LOS SANTOS DE LOS ÚLTIMOS DÍAS, debidamente representada por Hernán Antenor Pesantes Silva, interpone recurso de apelación contra la Resolución de Alcaldía Nº 102-93, de fecha 08 de febrero de 1993, que declara Infundado el recurso de apelación interpuesto contra la Resolución Directoral Nº 369-92-MLM/DMA/OGAT, de fecha 03 de marzo de 1992, sobre solicitud de inafectación de los Arbitrios de Alumbrado Público, Limpieza Pública, Parques y Jardines y Relleno Sanitario.



La recurrente manifiesta que la Norma VII del Código Tributario vigente en ese entonces señalaba que toda exoneración o beneficio tributario concedido sin indicar plazo se entenderá otorgado por cinco años. La norma VIII del mismo Código, disponía por otro lado que para la aplicación de las normas tributarias podían utilizarse todos los métodos de interpretación admitidos en derecho.



Asimismo, el artículo 6° del Decreto Ley 22012 establece una inafectación y no una exoneración. En efecto, dicho artículo establece la exención del pago de los arbitrios de limpieza pública y alumbrado público en dos supuestos: i) En virtud de Convenios de Excepción y Privilegios Diplomáticos; y, ii) Para predios destinados a la Defensa Nacional, a la función policial, a las compañías de bomberos y a templos y conventos.



Continúa exponiendo, que en este último caso debe considerarse como templos los lugares destinados pública y exclusivamente a un culto, en tanto los conventos constituyen las casas donde vive una comunidad religiosa.



Manifiesta, que jurídicamente el beneficio contenido en el artículo 6° del Decreto Ley 22012 no es una exoneración puesto que según la norma VII del Código Tributario, las exoneraciones  tienen un plazo determinado, señalados por la ley que las crea o en su defecto rigen por cinco años. El artículo 6° del Decreto Ley 22102 establece un régimen de exoneración permanente. Con esta fórmula  evidentemente se constituye una inafectación.



De igual modo expresa que el Código Tributario establece que las resoluciones que resuelven procedimientos no contencioso son apelables ante el Tribunal Fiscal. Es el hecho que el 11 de octubre de 1991, solicitó la resolución de inafectación al Alcalde de la Municipalidad de Lima Metropolitana, respecto de los predios de su propiedad ubicados dentro de su jurisdicción.



Menciona que su solicitud ha sido denegada mediante dos resoluciones no arregladas a derecho. La última de ellas la Resolución de Alcaldía N° 102-93, no ha sido notificada formalmente, por lo que en virtud del artículo 104° debe entenderse que ha operado la notificación tácita con la presentación de este recurso.



La recurrente señala que la Resolución de Alcaldía 102-93 contiene una interpretación equivocada del Decreto Ley 22012 pues considera que, de declararse procedente la solicitud, se estaría estableciendo una exoneración en vías de interpretación. Evidentemente la mencionada resolución confunde la naturaleza del beneficio previsto en el artículo 6° de dicho Decreto Ley. Además, debe tenerse en cuenta que la exoneración permanente es para los predios destinados a templos y conventos de toda comunidad religiosa y no exclusivamente de la iglesia católica.



Manifiesta la quejosa que según el criterio de la Municipalidad, estas exoneraciones permanentes a templos y conventos son aplicables exclusivamente a la Iglesia Católica pues era la única comunidad religiosa que contaba con exoneraciones expresas.



Al respecto, afirma la recurrente que esta interpretación distingue donde la Ley no lo hace. Si el sentido del Decreto Ley 22012 hubiese sido restringir la exoneración a los templos y conventos católicos hubiese mencionado textualmente el adjetivo “católico”. Sin embargo una norma como la del Decreto Ley 22012 no puede restringir el beneficio sólo a favor de la Iglesia Católica, pues ésta no tenía ni tiene una característica especial que la diferencia de los demás cultos.



Arguye, que la Constitución Política de 1979 otorga a todos credos religiosos, los mismos derechos, desechando la preferencia por el culto católico que tenía la anterior Constitución.



Así, la Constitución garantiza la coexistencia pacífica del Estado con todas las Iglesias. Por ello,  mantener privilegios en favor de una religión determinada en desmedro de otra, es un acto inconstitucional que puede ser objeto de acciones de garantía en resguardo de sus derechos reconocidos por la Constitución, que resultan vulnerados por cualquier actividad .



Señala, que de otro lado el 20 de octubre  de 1989 se publicó el Edicto N° 092 que reitera el beneficio. Equivocadamente,  lo califica como exoneración por lo que, para el caso de los predios destinados a templos y conventos, limitaría ilegalmente el beneficio hasta el 20 de octubre de 1994. Sin embargo, es preciso hacer notar que no hace mención alguna a la Iglesia Católica. Ello hubiera significado una violación a la Constitución.



Manifiesta la recurrente, que la Resolución de Alcaldía N° 102-93 se equivoca al señalar: “Que los recurrentes no han demostrado contar con la exoneración de los tributos en mención a la fecha de la dación del Decreto Ley 22012, por lo que no existe exoneración en su favor que se deba mantener vigente” Este fundamento del Alcalde Metropolitano de Lima, carece de valor y es discriminatorio, pues se basa en considerar a la Iglesia Católica como la única entidad que puede merecer exoneraciones tributarias.



Por último, menciona que ha acreditado la propiedad de siete inmuebles ubicados dentro de la jurisdicción de la Municipalidad de Lima Metropolitana, los cuales son utilizados como templos y conventos por su comunidad religiosa. Su Iglesia además se encuentra constituida en el Perú desde hace muchos años para lo cual adjunta copia de las Resoluciones Ministeriales de reconocimiento como entidad con fines religiosos, educacionales, de asistencia y beneficencia.



Por su parte la Administración Tributaria a través de la Resolución Directoral N° 369-92-MLM/DMA/OGAT de fecha 3 de marzo de 1992 señala lo siguiente :



De la boleta notarial que adjunta la recurrente se advierte que la Institución no está comprendida dentro del ámbito de la Iglesia Católica del Perú.



Siendo así, no es de aplicación el Decreto Ley 22012 del 06 de diciembre de 1977, en el que ampara su pedido la Institución, toda vez que dicho beneficio sólo está reservado para los predios destinados a Templos y Conventos de la Iglesia Católica, quien a la dación de la referida norma legal gozaban de la exoneración del pago del Arbitrio de Alumbrado Público y Limpieza Pública, en virtud al Convenio suscrito entre la Santa Sede y el Gobierno Peruano.



De otro lado habiéndose distorsionado el uso de la tarifa 50 en los suministros Nos 340512 y 629878 al no proporcionar energía eléctrica a los servicios generales (Ascensores, luz de pasadizos y bombas de agua) sino para cultos religiosos, como es de verse en el Informe de la Oficina de Registro de Contribuyentes; deberá efectuarse las liquidaciones  por los adeudos a que hubiere llegar a dichos suministros por haber sido considerados indebidamente como inafectos.  



Consecuentemente de todo lo expuesto se concluye que no existe dentro del contexto de la legislación tributaria dispositivo alguno que ampare el pedido de la Institución recurrente, por lo que deviene improcedente lo solicitado.



Del análisis del caso de autos debe señalarse lo siguiente:



El artículo 6° del Decreto Ley 22012, a través del cual se dictan medidas para uniformar preceptos de aplicación de arbitrios y alumbrado público, estableció: “Déjese sin efecto las exoneraciones del pago de los  arbitrios  de  limpieza  y  de  alumbrado  público  con  excepción de las otorgadas en favor de predios destinados a la Defensa Nacional, a la función policial, a las Compañías de Bomberos, a templos y conventos y aquellas concedidas de acuerdo a las normas vigentes por convenios de excepción y privilegios diplomáticos, que mantendrán su régimen de exoneración permanente”; la misma regla prescribe que las exoneraciones genéricas de tributos que se otorguen no comprenderán a los arbitrios a que se refiere el citado Decreto Ley.



Como se puede apreciar la mencionada norma, respecto de los arbitrios y alumbrado público restringe los privilegios vigentes al momento de su dación, limitándolas a determinados predios con un fin específico, entre ellos, los  destinados a templos y conventos. Dicha afirmación se corrobora y es concordante con lo que se establece en la parte considerativa del mencionado dispositivo legal: así, en ella se señala que en cumplimiento de la política de simplificación y racionalización del sistema tributario es conveniente uniformar y reestructurar las normas de aplicación de los arbitrios de limpieza pública y de alumbrado público; asimismo, señala que es preciso limitar las exoneraciones al pago de los arbitrios municipales de limpieza y alumbrado público, atendiendo a que tales arbitrios constituyen la retribución de servicios prestados a la colectividad por los Concejos Municipales.



Si bien es cierto la mencionada disposición legal mantiene inalterable las exenciones referidas a Conventos y Templos también lo es que al momento de la dación del Decreto Ley 22012, la recurrente, Asociación Peruana de la Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días, no tenía un régimen similar establecido legalmente con relación a los arbitrios municipales.



Cabe agregar que el Edicto N° 092, que establece las tasas en la determinación de los arbitrios de alumbrado público y limpieza pública en Lima Metropolitana publicada el 20 de octubre de 1989, corrobora lo mencionado en el artículo 6° del Decreto Ley  22012.



De acuerdo con lo dispuesto en el inciso c) de  la norma IV  del Título Preliminar del Código Tributario, aplicable al caso de autos,  sólo por Ley se puede conceder exoneraciones y otros beneficios.



Asimismo, conforme a lo dispuesto en la Norma IX del Título Preliminar del Texto Único Ordenado del Código Tributario aprobado por el Decreto Supremo N° 218-90-EF en vía de interpretación no podrán crearse tributos, establecerse sanciones, concederse exoneraciones, ni extenderse las disposiciones tributarias a personas o supuestos distintos de los señalados en la ley.



En ese sentido para que un beneficio tributario sea aplicable se requiere de mención expresa en su texto no sólo en virtud del principio de Legalidad consagrado en el artículo 139° de la Constitución Política del Perú de 1979, aplicable al caso de autos, sino también de los numerales mencionados, por tanto deben ser interpretados en forma restrictiva, criterio que ha sido recogido por numerosas resoluciones del Tribunal Fiscal.



Por otro lado, de acuerdo a lo dispuesto con el artículo 145° del Código Tributario aprobado por el Decreto Ley 25859 el recurso de apelación deberá ser presentado ante el órgano que dictó la resolución apelada, quien deberá elevar al Tribunal Fiscal el expediente respectivo, dentro de los treinta días hábiles siguientes a la presentación de la apelación, en ese sentido, al haberse apelado la Resolución Directoral Nº 369-92-MLM/DMA/OGAT de fecha 03 de marzo de 1992 no correspondía a la Municipalidad Provincial de Lima pronunciarse al respecto; en consecuencia, al ser un órgano incompetente para ello y en virtud de lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 109° del Código Tributario aprobado por el mismo dispositivo legal, la Resolución de Alcaldía Nº 102-93, de fecha 08 de febrero de 1993, incurre en causal de nulidad.



Por lo expuesto soy de opinión por que se declare, la nulidad de la Resolución de Alcaldía Nº 102-93, de fecha 08 de febrero de 1993 y se confirme la Resolución Directoral Nº 369-92-MLM/DMA/OGAT, de fecha 03 de marzo de 1992.



Salvo mejor parecer,





RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL FISCAL Nº  043-4-98

(13 de enero de 1998)



EXPEDIENTE N°	:	4719-97

INTERESADO	:	INSTITUTO DE LOS HERMANOS DE LAS ESCUELAS

				CRISTIANAS DE LA SALLE

ASUNTO			: 	Impuesto al Valor del Patrimonio Predial

PROCEDENCIA	:	Cusco

FECHA			:	Lima, 13 de enero de 1998



 				Vista la apelación interpuesta por el INSTITUTO DE LOS HERMANOS DE LAS ESCUELAS CRISTIANAS LA SALLE representado por Miguel Luna García, contra la Resolución Ficta Denegatoria recaída en la apelación que interpuso el 19 de marzo de 1997 contra la Resolución Municipal N° 010-97-MDW/C de 07 de marzo de 1997, expedida por el Concejo Municipal de la Municipalidad Distrital de Wanchaq, que revocó en parte la Resolución de Alcaldía N° 561-96.MDW/C-SG de 27 de diciembre de 1996 y declaró inafecta al Impuesto al Valor del Patrimonio Predial el predio del recurrente, sólo en la parte dedicada a cumplir sus fines específicos que no produce renta.



					CONSIDERANDO:



				Que mediante Resolución del Tribunal Fiscal N° 159-6-97 del 08 de julio de 1997, se dispuso que previo al pronunciamiento de este Tribunal, la Municipalidad Provincial del Cusco debía resolver la apelación del recurrente, no obstante lo cual, esta entidad no ha resuelto dicho recurso a pesar de haber transcurrido en exceso el plazo de 30 días previsto en el artículo 99° del Decreto Supremo N° 02-94-JUS, por lo que corresponde conocer la apelación interpuesta contra la resolución ficta denegatoria de aquel recurso;



				Que en cuanto al procedimiento seguido en el presente caso, es de observar que la impugnación formulada por el recurrente contra la Resolución de Alcaldía N° 561-96-MDW/C-S6 de 27 de diciembre de 1996 fue resuelta por Resolución Municipal N° 010-97-MDV/C de 07 de marzo de 1997 expedida por el Concejo Municipal de la Municipalidad Distrital de Wanchaq, vulnerando así lo dispuesto en el artículo 96° de la Ley N° 23853, Ley Orgánica de Municipalidades, y en el artículo 124° del Código Tributario aprobado por Decreto Legislativo N° 816, normas que disponen que las reclamaciones en materia tributaria deben ser resueltas en primera instancia por el Alcalde Distrital y las impugnaciones contra éstas por el Alcalde Provincial, por lo que la referida Resolución Municipal es nula al amparo del artículo 109° del Código Tributario;



				Que respecto al asunto de fondo controvertido, esto es, si el recurrente se encuentra exonerado al pago del Impuesto Predial (antes Impuesto al Valor del Patrimonio Predial), es preciso anotar que si bien las normas aplicables a los ejercicios 1993 (Ley N° 23552) y 1994 en adelante (Decreto Legislativo N° 776), disponen que están exonerados únicamente los predios de las entidades religiosas que no produzcan renta, tratándose de predios de la Iglesia Católica - como es el caso del recurrente, conforme a la acreditación que obra a folios 59 del expediente -  tal restricción no es de aplicación;



 				Que el artículo X del Acuerdo Internacional celebrado entre la Santa Sede y la República del Perú aprobado mediante Decreto Ley N° 23211, dispuso que la Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran, continuarían gozando de las exoneraciones, beneficios tributarios y franquicias que le otorgaban las leyes y las normas legales vigentes en el momento de su celebración, tal como el Decreto Ley N° 19654, que establecía que estaban exonerados del impuesto los predios de las entidades religiosas sin exigirse su destino a un fin no lucrativo;



				Que de acuerdo a lo previsto en la Norma III del Título Preliminar del Código Tributario, así como en la doctrina del Derecho Internacional, los tratados internacionales prevalecen sobre las leyes internas, por lo que debe concluirse que los predios de la Iglesia Católica, dentro de los que se incluyen los del recurrente, se encuentran exonerados del Impuesto Predial, sin importar el destino otorgado a los mismos, criterio que anteriormente ha sido ya recogido por este Tribunal en sus Resoluciones Nos. 19960 de 4 de diciembre de 1986, 23455 de 14 de junio de 1990 y 761-1-96 de 31 de mayo de 1996, entre otras;



 				Que en tal virtud, los cobros pretendidos por la Municipalidad Distrital de Wanchaq por concepto de Impuesto Predial, respecto de los predios ubicados en las calles Garcilaso N° 221 y 223 y Tulumayo N° 135, resultan improcedentes, correspondiendo asimismo la devolución de lo indebidamente pagado por el recurrente por los años 1994 y 1995;



 				Que finalmente, en cuanto al Informe Oral solicitado por el recurrente, cabe indicar que el mismo resulta extemporáneo al haber vencido el plazo de 45 días contados a partir de la fecha de interposición del recurso de apelación a que hace referencia el artículo 150° del Código Tributario;



				De conformidad con el dictamen de la vocal Chau Quispe cuyos fundamentos se reproduce;

			Con las vocales Flores Talavera, Chau Quispe y Caller Ferreyros a quien se llamó para completar sala.



				RESUELVE:



 				1. DENEGAR por extemporánea la solicitud de informe oral presentada por el recurrente.

 				2. REVOCAR la Resolución Ficta Denegatoria recaída en la apelación que interpuso el recurrente el 19 de marzo de 1997, debiendo dejarse sin efecto el cobro por concepto de Impuesto Predial de los predios ubicados en las calles Garcilaso Nos. 221 y 223, y Tulumayo N° 135, por los años 1993 y 1996, devolviéndose la suma indebidamente pagada por los años 1994 y 1995; y

 

 				3. Declarar NULA la Resolución Municipal N° 010-97-MDW/C de 07 de marzo de 1997.



				REGISTRESE, COMUNIQUESE Y DEVUELVANSE los actuados a la  Municipalidad Provincial de Cusco, para sus efectos.



DICTAMEN DEL SEÑOR VOCAL:



EXPEDIENTE N°	:	4719-97

DICTAMEN 		:	N° 22 - Vocal Chau Quispe

INTERESADO	:	INSTITUTO DE LOS HERMANOS DE LAS ESCUELAS 				CRISTIANAS LA SALLE

ASUNTO	:	Impuesto al Valor del Patrimonio Predial

PROCEDENCIA	:	Cusco

FECHA		:	Lima, 13 de enero de 1998  



Señor:



INSTITUTO DE LOS HERMANOS DE LAS ESCUELAS CRISTIANAS LA SALLE representado por Miguel Luna García, interpone apelación contra la Resolución Ficta Denegatoria recaída en la apelación que interpuso el 19 de marzo de 1997 contra la Resolución Municipal N° 010-97-MDW/C de 07 de marzo de 1997, expedida por el Concejo Municipal de la Municipalidad Distrital de Wanchaq, que revocó en parte la Resolución de Alcaldía N° 561-96.MDW/C-SG de 27 de diciembre de 1996 y declaró inafecta al Impuesto al Valor del Patrimonio Predial el predio del recurrente, sólo en la parte dedicada a cumplir sus fines específicos que no produce renta.



Argumentos del Recurrente:



Mediante Resolución del Tribunal Fiscal N° 159-6-97 de 08 de julio de 1997, se devolvió el expediente N° 1980-97 a la Municipalidad Provincial del Cusco a fin que ésta emitiese pronunciamiento respecto de la apelación interpuesta contra la Resolución Municipal N° 010-97-MDW/C de 07 de marzo de 1997.



La Municipalidad Provincial del Cusco a la fecha, no obstante haber transcurrido más de 30 días a que hace referencia el artículo 99° del Decreto Supremo N° 02-94-JUS, no ha resuelto la impugnación formulada, por lo que interpone apelación contra la resolución denegatoria ficta, para que ésta sea conocida por el Tribunal Fiscal.



En cuanto al fondo del asunto, señala que la Municipalidad Distrital de Wanchaq pretende desconocerle la exoneración al Impuesto al Patrimonio Predial de que goza en aplicación del Acuerdo suscrito por la Santa Sede y la República del Perú el 19 de julio de 1980, según el cual, la Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran, continuarán gozando de las exoneraciones, beneficios y franquicias tributarias que otorgan las leyes y normas legales vigentes, lo que a su vez implica que el beneficio de exoneración concedido en ese entonces por el Decreto Ley N° 19954  para todos los predios de la Iglesia Católica sin excepción, le es aplicable, criterio recogido por diversas Resoluciones del Tribunal Fiscal tales como las N°s. 19960, 23455, 1768 y 761-1-96.



Argumentos de la Administración:



El recurrente al amparo del Acuerdo suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú el 19 de julio de 1980, solicita se le exonere del pago del Impuesto al Valor del Patrimonio Predial respecto del predio ubicado en la calle Garcilaso Nos. 121 y 123, el mismo que parcialmente se encuentra destinado al funcionamiento de tiendas y centros comerciales.



El referido acuerdo mantuvo las exoneraciones existentes hasta ese entonces a favor de la Iglesia Católica, sin embargo, posteriormente ha quedado limitado a sólo los predios que no produzcan renta, conforme al criterio establecido por el Tribunal Fiscal a través de sus Resoluciones Nos. 23455 y 19960, lo que concuerda también con lo dispuesto por el inciso c) del artículo 17° del Decreto Legislativo N° 776,  según el cual sólo están inafectos los predios de propiedad de las entidades religiosas que no produzcan renta y dedicados a cumplir sus fines específicos.



Análisis:



Mediante Resolución del Tribunal Fiscal N° 159-6-97 de 08 de julio de 1997, se declaró nulo el concesorio de la apelación al Tribunal Fiscal del recurso interpuesto contra la Resolución Municipal N° 010-97/MDW/C de 07 de marzo de 1997 e improcedente la apelación interpuesta por el recurrente con fecha 09 de mayo de 1997 contra la resolución ficta denegatoria, debiendo remitirse los actuados a la Municipalidad Provincial del Cusco para su conocimiento y resolución, por ser el órgano competente.



El 06 de agosto de 1997, la Municipalidad Provincial del Cusco recibió del Tribunal Fiscal el expediente sobre el cual había recaído la R.T.F. N° 159-6-97, para que en cumplimiento de la misma se pronunciara respecto de la apelación formulada contra la Resolución Municipal N° 010-97/MDW/C de 07 de marzo de 1997, expedida por el Concejo Provincial de la Municipalidad Distrital de Wanchaq. Sin embargo, a pesar de haber transcurrido en exceso el plazo de 30 días establecido por el artículo  99° del Decreto Supremo N° 02-94-JUS para resolver los recursos de apelación, la Municipalidad Provincial del Cusco no ha emitido pronunciamiento al respecto.



Por tanto, corresponde a este Tribunal resolver la apelación formulada contra la resolución ficta denegatoria recaída en la apelación que interpuso el recurrente contra la Resolución Municipal N° 010-97/MDW/C de 07 de marzo de 1997.



Surge de autos que el presente procedimiento se inició con los escritos presentados el 17 de octubre de 1996 por el recurrente ante la Municipalidad Distrital de Wanchaq, en los cuales -dada su condición de exonerado-, solicitó:



Se deje sin efecto la Notificación emitida por la Municipalidad Distrital de Wanchaq del 01 de octubre de 1996, sobre pago del Impuesto Predial correspondiente a los años 1993 y 1996 del predio ubicado en la calle Tulumayo N° 135 y se le devuelva lo indebidamente pagado por el mismo concepto años 1994 y 1995.



Se deje sin efecto la Notificación emitida por la Municipalidad Distrital de Wanchaq de 18 de setiembre de 1996, sobre pago del Impuesto Predial correspondiente a los años 1993 y 1996 del predio ubicado en la calle Garcilaso Nos. 221 y 223 y se le devuelva lo indebidamente pagado por el mismo concepto años 1994 y 1995.



Tales escritos fueron declarados improcedentes mediante Resolución de Alcaldía N° 561-96-MDW/C-SG de 27 de diciembre de 1996, lo que motivó que el recurrente interpusiera recurso de reconsideración, el cual fue resuelto mediante Resolución Municipal N° 010-97-MDW/C expedida por el Concejo Municipal de la Municipalidad Distrital de Wanchaq el 07 de marzo de 1997. Contra esta última resolución el recurrente interpuso apelación ante la Municipalidad Provincial del Cusco la que no fue resuelta, dando lugar a que aquél considere denegado su pedido e interponga apelación ante el Tribunal Fiscal.



Respecto al procedimiento observado en el presente caso, cabe mencionar que tratándose de un asunto tributario es de aplicación el articulo 96° de la Ley N° 23853, Ley Orgánica de Municipalidades, según el cual las reclamaciones sobre materia tributaria que interpongan individualmente los contribuyentes, se rigen por las disposiciones del Código Tributario, correspondiendo al Alcalde Provincial o Distrital, en su caso, expedir la Resolución en primera instancia, siendo que contra la resolución del Alcalde Provincial procede el recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal, salvo que la resolución se expida por un Alcalde Distrital, en cuyo caso, antes de remitirse al Tribunal Fiscal, debe agotarse el recurso jerárquico correspondiente ante el Alcalde Provincial respectivo.



La norma citada concuerda con el articulo 124° del Código Tributario aprobado por el Decreto Legislativo N° 816, aplicable al caso de autos, según el cual cuando la resolución sobre las reclamaciones haya sido emitida por órgano sometido a jerarquía, los reclamantes deberán apelar ante el superior jerárquico antes de recurrir al Tribunal Fiscal, siendo que en ningún caso podrá haber más de dos instancias antes de recurrir al Tribunal Fiscal.



Observando las normas citadas, la Municipalidad Distrital de Wanchaq debió resolver en primera instancia la reclamación interpuesta y luego, en segunda instancia, el Alcalde Provincial del Cusco.



En consecuencia, la Resolución Municipal N° 010-97-MDW/C es nula en aplicación del artículo 109° del Código Tributario, al haber sido expedida por un órgano incompetente.



En cuanto al asunto de fondo controvertido, esto es, si el recurrente se encuentra exonerado del pago del Impuesto Predial (antes Impuesto al Valor del Patrimonio Predial), es preciso anotar que si bien las normas aplicables a los ejercicios 1993 (Ley N° 23552) y 1994 en adelante (Decreto Legislativo N° 776), disponen que están exonerados únicamente los predios de las entidades religiosas que no produzcan renta, tratándose de predios de la Iglesia Católica - como es el caso del recurrente, conforme a la acreditación que obra a folios 59 del expediente -, tal restricción no es de aplicación.



En efecto, el artículo X del Acuerdo Internacional celebrado entre la Santa Sede y la República del Perú aprobado mediante Decreto Ley N° 23211, dispuso que la Iglesia Católica y las jurisdicciones y comunidades religiosas que la integran, continuarían gozando de las exoneraciones, beneficios tributarios y franquicias que le otorgaban las leyes y las normas legales vigentes en el momento de su celebración. Precisamente, en dicha época, estaba vigente el Decreto Ley N° 19654 que establecía que estaban exonerados del impuesto los predios de las entidades religiosas sin exigirse su destino a un fin no lucrativo. 



Si bien la actual Constitución Política se limita a señalar que los tratados celebrados por el Estado forman parte del derecho nacional y no establece expresamente que prevalecen sobre la ley, como sí lo hacía el artículo 101° de la Constitución Política de 1979, debe entenderse que desde la óptica del Derecho Internacional los tratados prevalecen sobre la ley, lo cual concuerda con la norma III del Titulo Preliminar del Código Tributario, cuerpo normativo que establece los principios generales, instituciones, procedimientos y normas del ordenamiento jurídico tributario, que señala como fuentes del Derecho Tributario en orden jerárquico, a la Constitución en primer lugar, luego a los tratados internacionales aprobados por el Congreso y ratificados por el Presidente de la República y en tercer lugar a las leyes tributarias y normas de rango equivalente.



En consecuencia, en atención a lo expuesto debe concluirse que los predios de la Iglesia Católica, dentro de los que se incluyen los del recurrente, se encuentran exonerados del Impuesto Predial, sin importar el destino otorgado a los mismos, criterio que anteriormente ha sido ya recogido por este Tribunal en sus Resoluciones Nos. 19960 de 4 de diciembre de 1986, 23455 de 14 de junio de 1990 y 761-1-96 de 31 de mayo de 1996, entre otras.



En tal virtud, los cobros pretendidos por la Municipalidad Distrital de Wanchaq resultan improcedentes, correspondiendo asimismo la devolución de lo indebidamente pagado por el recurrente por los años 1994 y 1995 por concepto de Impuesto Predial.



Finalmente, en cuanto al Informe Oral solicitado por el recurrente, cabe indicar que el mismo resulta extemporáneo al haber vencido el plazo de 45 días contados a partir de la fecha de interposición del recurso de apelación a que hace referencia el artículo 150° del Código Tributario.



Conclusión:



Por lo expuesto soy de opinión que este Tribunal acuerde: 



DENEGAR por extemporánea la solicitud de informe oral presentada por el recurrente.

REVOCAR la Resolución Ficta Denegatoria recaída en la apelación que interpuso el recurrente el 19 de marzo de 1997, debiendo dejarse sin efecto el cobro por concepto de Impuesto Predial de los predios ubicados en las calles Garcilaso Nos. 221 y 223, así como Tulumayo N° 135, por los años 1993 y 1996, devolviéndose la suma indebidamente pagada por los años 1994 y 1995. 

Declarar NULA la Resolución Municipal N° 010-97-MDW/C de 07 de marzo de 1997.



 							Salvo mejor parecer.





D)  RÉGIMEN DE DONACIONES





D-1.  DECRETO SUPREMO Nº 042-92-PCM

(El Peruano, 07 de abril de 1992)

DONACIONES CON BENEFICIO TRIBUTARIO A FAVOR

DE LA IGLESIA CATÓLICA



	CONSIDERANDO:

	Que la Iglesia Católica en el Perú desarrolla su servicio en beneficio de la comunidad nacional, dentro del marco jurídico establecido por el Acuerdo Internacional suscrito entre la Santa y la República del Perú el 19 de julio de 1980, aprobado por Decreto Ley No. 23211;

	Que dentro de los términos tradicionales de colaboración y cooperación mutuas dispuestas en el referido Acuerdo, entre la Iglesia Católica en el Perú y el Estado Peruano, deviene en necesario e imprescindible, precisar algunos  conceptos con respecto a las donaciones que goce de beneficios tributarios percibe la indicada Iglesia Católica en el Perú;

	En uso de las facultades conferidas al Presente de la República por los incisos 1) y 11) del artículo 211º. de la  Constitución Política del Perú; y,

	Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministro;

	DECRETA;

	Artículo 1º.- Precisar que las donaciones con beneficios tributarios a favor de la Iglesia Católica en el Perú, se conceden bajo los términos dispuestos por el artículo 8o. del  Acuerdo Internacional suscrito entre la Santa Sede y la  República del Perú el 19 de julio de 1980; para ello bastará como único requisito formal, que los Arzobispados, Obispados, Prelaturas y la Conferencia Episcopal Peruana, se inscriban en el Registro de Entidades  Perceptoras de Asignaciones Cívicas Deducibles.

	Artículo 2º.- Los comprobantes que extienda la Iglesia Católica, para gozar de los beneficios tributarios correspondientes, serán otorgados a través de la Conferencia Episcopal Peruana, los Arzobispados, Obispados, Prelaturas, Vicariatos Apostólicos para sus fines propios y para los fines de los Cabildos Eclesiásticos, Seminarios Diocesanos, Parroquias y a las misiones dependientes de aquellas, Ordenes y Congregaciones Religiosas, Institutos Seculares, asentados en las respectivas diócesis por las donaciones que efectúen las personas  naturales o jurídicas domiciliadas en las jurisdicciones correspondientes a cada territorio.

	Artículo 3º.- Exceptúase de las formalidades establecidas en el Decreto Supremo N° 041-92-EF, las donaciones a favor de la Iglesia católica en el perú para obtener el beneficio tributario correspondiente.

	Artículo 4º.- El presente Decreto Supremo será refrendado por el Presidente del Concejo de Ministros y Ministro de Trabajo y Promoción Social y por el Ministerio de Economía y Finanzas.

	ALBERTO FUJIMORI FUJIMORI

	ALFONSO DE LOS HEROS PEREZ ALBELA

	CARLOS BOLOÑA BEHR.





D-2.  RESOLUCIÓN SUPREMA Nº 508-93-PCM�

(El Peruano, 17 de noviembre de 1993)

PROCEDIMIENTO DE ACEPTACIÓN Y APROBACIÓN, INTERNAMIENTO DE DONACIONES DE CARÁCTER ASISTENCIAL O EDUCACIONAL

PROVENIENTES DEL EXTERIOR



	CONSIDERANDO:

	Que mediante Decreto Supremo N° 076-93-PCM, modificatorio del Decreto Supremo N° 127-91-PCM, se autoriza a la Secretaría Ejecutiva de Cooperación Técnica Internacional del Ministro de la Presidencia a conducir el registro de Instituciones Privadas sin fines de lucro, receptoras de donaciones de carácter asistencial o educacional provenientes del Exterior.

	En, en consecuencia, es  necesario el ordenamiento de los procedimientos del Régimen de Internamiento y Despacho de Donaciones proveniente del Extranjero para el sector público e institucional privadas;

	Que, en tal sentido, es indispensable que se agilicen y simplifiquen los procesos respectivos, en forma tal que el manejo de los trámites correspondientes permita que las mismas cumplan con su  finalidad, llegando a los beneficiarios en forma rápida y oportuna:

	Que es preocupación del Supremo Gobierno facilitar a las instituciones y personas donantes los procedimientos que, de acuerdo a los dispositivos legales vigentes deben cumplirse;

	Estando a la propuesta formulada por los  representantes de las dependencias del sector público que participan en el proceso de donaciones.

	De conformidad con el Decreto Ley N°21942, Decreto Supremo No. 076-93-PCM modificatorio  del Decreto Supremo No. 127-91-PCM, Ley No. 25035 y su Reglamento Decreto Supremo No. 070-89-PCM y Decreto Legislativo No. 015-92-PCM y Decreto Legislativo No. 560- Ley del Poder Ejecutivo:

	Estando a lo acordado:

	SE RESUELVE:

	Artículo 1o.. Aprobar la Directiva de Procedimientos de Aceptación y Aprobación, Internacional de Donaciones de Carácter Asistencial o Educacional provenientes del Exterior, la misma que forma parte de la presente Resolución.

	Artículo 2o.- La presente Resolución Suprema será refrendada por el Presidente del Consejo de Ministerios y Ministro de Industria, Turismo, Integración y negociaciones Comerciales  Internacional y por el Ministerio de la Presidencia.

	Regístrese; comuníquese y publíquese.

	Rúbrica del señor Presidente Constitucional de la República ALFONSO BUSTAMANTE Y BUSTAMANTE   MANUEL MAXIMO VARA OCHOA.



DIRECTIVA DE PROCEDIMIENTOS SOBRE ACEPTACION O

APROBACION INTERNAMIENTO DE DONACIONES DE

CARÁCTER ASISTENCIAL O EDUCACIONAL

PROVENIENTES  DEL EXTERIOR



1.	OBJETIVOS

Orientar y simplificar las procedimientos  sobre las donaciones de carácter asistencial o educacional provenientes del exterior.

2.	ALCANCE

La presente Directiva es de obligatorio cumplimiento por todas las entidades públicas e institutos privadas nacionales o extranjeras, sin fines de lucro que tramite el internamiento de donación por las Aduanas de la República.

3.	BASE LEGAL

3.1.	Decreto Legislativo No. 719 del 10/11/91- Ley de Cooperación Técnica Internacional y su Reglamento aprobado por Decreto Supremo No. 015-92-PCM del 31/10/92

3.2.	Decreto Ley No. 21942 del 27/09/77

3.3.	Decreto Supremo No. 127-90-PCM del 16/10/90

3.4.	Decreto Supremo No. 076-93-PCM del 14/10/93

Modificatorio del Decreto Supremo No. 127-91-PCM del 02/08/91.

3.5.	Ley No. 25035 del 10/06/89- Ley de Simplificación Administrativa y su Reglamento aprobado por Decreto Supremo No. 070-89-PCM del 01/09/89

3.6.	Resolución Suprema No. 450-84-RE del 12/09/84   

- Manuel de Procedimiento de Cooperación Técnica Internacional.

3.7.	Decreto Ley No. 23211 del 24/07/80 ratifica el Acuerdo suscrito entre la Santa y la República del Perú el 19/07/80.

4.	REGISTRO DE INSTITUCIONES PRIVADAS SIN FINES DE LUCRO RECEPTORAS DE DONACIONES DE CARÁCTER ASISTENCIAL O EDUCAIONAL PROVENIENTES DEL EXTERIOR.

La Secretaria Ejecutiva de Cooperación Técnica Internacional del Ministerio de la Presidencia conducirá el Registro de Instituciones Privadas fines de lucro receptoras de donaciones  de carácter asistencial  o educacional proveniente del exterior, que en adelante se denominará “Registro de Donaciones”.

5.	DEL “REGISTRO DE DONACIONES”

5.1.	Para la inscripción en el “Registro de Donaciones” se presentará lo siguiente:

Solicitud de inscripción  dirigida a la Secretaría Ejecutiva de Cooperación  Técnica Internacional del Ministerio  de la Presidencia.

Copia simple de la escritura de constitución otorgada por el Notario donde figuran sus Estatutos, Fines y Objetivos.

Copias literal certificada de su Inscripción en los Registros Públicos, expedida con antigüedad no mayor de tres (3) meses.

Nómina de Consejo Directivo vigentes con nombres completos y documentos de identidad.

Señalar domicilio legal.

5.2.	La Iglesia Católica en el Perú y sus jurisdicciones Arzobispados, Obispados, Prelaturas, Vicariatos Apostólicos y Conferencia Episcopal, por gozar de los atributos de la personería jurídica de derecho público y en atención a lo convenido en el Acuerdo Internacional  suscrito entre la Santa  Sede y el Gobierno del Perú el 19 de julio de 1980, está exceptuada de la  inscripción en el “Registro de Donaciones”.

5.3.	La Secretaria Ejecutiva de Cooperación Técnica Internacional inscribirá  privadas sin estos de lucro  receptoras de donaciones de carácter asistencial de educacional provenientes del exterior que hayan cumplido con los requisitos solicitados en un plazo no mayor de tres (03) días hábiles. De  existir observaciones a la documentación presentada, ésta deberá efectuarse dentro del plazo señalado, a fin de que la institución solicitante proceda a la subsanación  de las mismas en un plazo no mayor de cinco (05) días hábiles, en caso contrario será  denegada su inscripción.

5.4.	Si transcurrir  quince (15) días hábiles a partir de la fecha de presentación   de la solicitud o de la subsanación de las omisiones eventualmente señaladas, acreditada por el respectivo cargo de recepción, y no se hubiera dispuesto la inscripción  se tendrá  por registro a la instalación interesada.

La secretaría Ejecutiva Cooperación Técnica Internacional del Ministerio de la  Presidencia emitirá una constancia con carácter oficial de la inscripción efectuada en el “Registro de Donaciones”.

5.5.	Las Instalaciones Privadas sin fines de lucro Receptoras de Donaciones de Carácter asistencial  o educacional proveniente del exterior que se inscriban en el “Registro de Donaciones” deberá  presentar en enero  de cada año, informe sobre las actividades  realizadas  en el año precedente con la indicación expresas de la población final beneficiaria de las mismas.

5.6.	La inscripción  en el “Registro de Donaciones”, tienen  una vigencia de dos (02) años que podrá ser renovada por periodo  similar  previa verificación  de la existencia de los informes mencionados en el numeral  anterior, asimismo, en caso que la información en el “Registro de Donaciones” hubiera variado, ésta deberá  ser actualizada.

6.	DE LA TRAMITACION DE LAS RESOLUCIONES DE ACEPTACION O APROBACION DE LAS DONACIONES.

6.1.	Para la emisión de las resolución de aceptación o aprobación de donaciones se deberá presentar lo siguiente:

Solicitud  dirigida a la Oficina de Cooperación Técnica Internacional o de Presupuesto o las que hagan sus veces del sector correspondiente  por el Representante Legal de la Institucional, que contendrá  con el carácter de Declaración Jurada Simple, la identificación de la persona donante, nombre, domicilio, lugar de origen, descripción detallada de los bienes, cantidad, peso aproximado, valor monetario estimado, uso y destino final de la donación así como los beneficios.

Carta de Donación legalizada por los Consulados del Perú y por la Dirección de Legislación del Ministerio de Relaciones Exteriores, la cual deberá contener la siguiente información : identificación de la persona natural y/o jurídica, lugar de origen, descripción detallada de los bienes, cantidad, peso aproximado y valor monetario estimado.

En el  caso específico de la Iglesia  Católica  se requerirá la presentación de lo señalado en los ítems a) y b) debiendo la solicitud  ser suscrita por la autoridad eclesiástica responsable de la jurisdicción respectiva o la persona en la que expresamente se delegue esta autorización.

6.2.	Las Oficinas de Cooperación Técnica Internacional o Presupuesto o las que hagan sus veces, recibirán y tramitarán las solicitudes de aceptación o aprobación de donaciones  de carácter asistente o educacional proveniente  del extraer de las instituciones oficiales registradas, en un plazo de mayor de tres (3) días hábiles.

De existir observaciones a la documentación presentada estas  deberán efectuarse dentro del plazo señalado a fin  éstas deberán efectuarse dentro del plazo señalado a fin de que la institución solicitante proceda a la subsanación de las mismas en un plazo no mayor de cuatro (04) días hábiles, cumplido dicho término  se expedirá la resolución correspondiente, en caso contrario denegada la solicitud.

6.3.	Si transcurriera quince (15) días hábiles a partir de la fecha de presentación de la solicitud de la subsanación de las omisiones eventuales señaladas, acreditadas por el respectivo cargo de recepción, y no se hubiera emitido la resolución respectiva de aceptación o aprobación de la donación, ésta será emitida bajo responsabilidad en el término de 24 horas.

6.4.	La resolución de aceptación o aprobación de donación será emitida por el titular del pliego o por delegación  por las Oficinas de Cooperación Técnica o Presupuesto o las que hagan sus veces.

7.	DEL INTERNAMIENTO Y DESPACHO DE DONACIONES PROVENIENTES DEL EXTERIOR

7.1.	Para el retiro de las Aduanas de la República, de los bienes donados, se deberá presentar lo siguiente.

Resolución de aceptación o aprobación de donación emitida por el sector correspondiente.

Conocimiento  de Embarque o Guía Aérea, Postal o Guía Terrestre y la Factura Comercial de ser el caso, debiendo la información  consignada en el Conocimiento de Embarque guardar correspondencia  con la consignada en la Carta de Donación.

Copia Simple de la Carta de Donación.

7.2.	Las Aduanas de la República deberán efectuar el despacho de las mercancías dentro del plazo improrrogable de tres (03) días hábiles contadas a partir de la presentación de los requisitos establecidos, bajo responsabilidad del funcionamiento encargado por Ley.

7.3.	Las instituciones públicas o privadas sin fines de lucro receptoras  de donaciones de carácter asistencial o educacional provenientes del exterior deberá efectuar el retiro de las mercancías del plazo improrrogable de cinco (05) días hábiles contados a partir del día del descargo de los bienes donados, bajo responsabilidad del representante legal o del funcionamiento encargado por Ley.

7.4.	Las instituciones públicas o privadas debidamente reconocidas como receptoras de donaciones de carácter asistencial o educativa provenientes del exterior, podrán retirar la mercadería de las Aduanas  de la República de manera excepcional, a sola presentación de una solicitud en la que conste el cargo del sector correspondiente que acredite el trámite para la expedición de la resolución de aceptación o aprobación  de la donación correspondiente, copia simple de la Constancia de Inscripción el “Registro de Donaciones”, así como del Conocimiento de Embarque respectivo. Las instituciones antes mencionadas quedarán obligadas a presentar la resolución correspondiente en un plazo de quince días.

7.5.	Las Aduanas de la República designará  Vistas Oficiales  necesarias para el aforo de las donaciones que se tramitan con facilidades.

7.6.	La Superintendencia Nacional de Aduanas designará representantes encargados de coordinar con los distintos sectores responsables de emitir resoluciones de aceptación y aprobación  de donaciones fin de regularizar las facilidades otorgadas.

7.7.	Las instituciones receptoras de donaciones de carácter asistencial o educacional proveniente del exterior, están obligadas a presentar al sector de correspondiente  una copia del Acta de Entrega / Recepción de la donación recibirá.

8.	DEL SEGUIMIENTO Y CONTROL DE LAS DONACIONES.

8.1.	El sector que emite la resolución de aceptación o aprobación de donaciones provenientes del exterior, deberá efectuar el seguimiento y evaluación del uso y destino de las donaciones gestionadas por las instituciones inscritas en el Reglamento de Donaciones.

8.2.	Las Oficinas de Cooperación Técnicas Internacional o Presupuesto o las que hagan sus veces de los diversos sectores, coordinarán con la Contraloría General de la República el control posterior de las donaciones provenientes del exterior, así como transcribirán  la resolución de aceptación o aprobación en un plazo de tres (03) días hábiles a la  Secretaría Ejecutiva de Cooperación Técnica Internacional del Ministerio de la Presidencia.

La Contraloría General de la República establecerá el procedimiento selectivo de control sobre las instituciones beneficiarias del régimen de donación a que se refiere el artículo 1o. de Decreto Ley No.21942.

9.	DE LAS SANCIONES

9.1.	Toda  información falsa  o dolosa proporcionada por las Instituciones receptoras de donaciones de carácter asistencial o educacional provenientes del exterior queda sometida a las sanciones que señala el Decreto Penal Peruano.

9.2.	Constituye causales de cancelación de la inscripción en el Registro de Donaciones: la comprobada inexactitud dolosa de la información presentada, el uso y destino prohibido, no autorizado o ilícito de los bienes donados.

9.3.	El incumplimiento de lo dispuesto en los numerales 5.5 y 7.7 será casual de suspensión temporal de la inscripción en el Registro de Donaciones no menor de dos (02) meses, ni mayor de seis (06) meses. En caso de reincidencia se procederá a la cancelación de la inscripción  en el registro mencionado.

Las sanciones serán aplicadas previa notificación y descargo de la personas jurídica afectada. 





D-3.  DECRETO LEY N° 21942�

(El Peruano, 27 de setiembre de 1977)

AGILIZAN TRAMITES ADUANEROS A MERCADERIAS DONADAS DEL EXTRANJERO

	

CONSIDERANDO:

	Que, en atención a los fines a que están destinada las donaciones del exterior, se hace necesario agilizar los tramites de su despacho por las Aduanas de la República;

	En uso de las facultades de que está investido; y,

	Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;

	Ha dado el Decreto Ley siguiente:

	Art. 1°.- Las mercancías donadas provenientes del extranjero, consignadas al Gobierno Central, Gobierno Locales, Instituciones y Organismos Públicos, así como las donadas por concepto de Cooperación Técnica Internacional y las consignadas a instituciones privadas debidamente acreditadas en sus respectivos Sectores, dedicadas a fines asistenciales o educacionales en forma gratuita, gozarán de tratamiento preferencial en el despacho por las Aduanas de la República y estarán libres de pago de derechos específicos y adicionales consolidados en el Arancel de Aduanas, no siendo requisito para estos casos, la expedición de Resolución liberatoria.

	Art. 2º.- El despacho por las Aduanas de la República, de la mercadería a que se refiere el artículo anterior, se efectuará sin el requisito de Licencia Previa de Importación, por el solo mérito de la Resolución Ministerial que expida el Ministerio del Sector correspondiente, aceptando o aprobando la donación, según se trate de bienes donados a favor del Gobierno Central, Gobierno Locales, Instituciones  y Organismos  Públicos o Instituciones Privadas, respectivamente.

	Dicha Resolución será expedida en el término de 7 días hábiles contando a partir de la fecha de presentación de la solicitud por la entidad interesada.

	Art. 3º._ La Resolución Ministerial a que se refiere el artículo precedente, se transcribirá  a la Dirección General de Aduanas de Ministerio de Comercio, en el término de 3 días hábiles, contados a partir de su expedición; y  deberá contener los siguientes datos; Nombras de donante y donatario, cantidad y características de la mercancía, uso y destino de la misma y Aduana de despacho.

	Art. 4º.- La Contraloría General de la República establecerá el procedimiento selectivo de control sobre las entidades públicas o privadas beneficiarias del régimen de donación a que se refiere el Art. 1° del presente  D.L.

	Art. 5º.- Derógase el D.L. 21301 y demás disposiciones legales, en cuanto se opongan al presente Decreto – Ley

	Por tanto: Mando se Publique y cumpla.

	Lima, 27 de Setiembre de 1977.





D-4.	RESOLUCION DE INTENDENCIA  Nº 92-491-110-004592/SUNAT



Lima, 09 de Setiembre de 1972

	Vista la solicitud formulada por la Conferencia Episcopal Peruana, en representación de los  jurisdicciones  eclesiásticas de la Iglesia católica  existente con  el Perú, para la inscripción o actualización, que según corresponda, en los registros de Entidades Exoneradas del Impuesto a la Renta Perceptoras de asignaciones Cívicas Deducibles.

	CONSIDERANDO:

	Que de conformidad con el acuerdo suscrito por la Santa Sede con el Estado peruano, aprobado por Decreto Ley N° 23211 la Conferencia Episcopal Peruana, los Arzobispados, Obispados  Prelaturas, Vicariatos y la Conferencia Episcopal Peruana se inscriban en el Registro  de Entidades Perceptoras  de Asignaciones Cívicas Deducibles.

	 De conformidad con el Informe N° 535-92- EF/SUNAT 11.03.01 de la Carencia Jurídica Tributaria II y lo dispuesto  en la Ley  del Impuesto a la Renta N° 25381 y en los Decretos Supremo N° 068-92-Ef, 307-91-SF y 042-92-FCM.

	En uso de las atribuciones conferidas  en el D.S.N° 032-92-42-Ef del 18 de febrero de 1992.

SE RESUELVE:

ARTICULO 1° Declárese PROCEDENTE, a partir del 07 de setiembre de 1998, la inscripción  en el Registro de Entidades Exoneradas del Impuesto a la Renta y en el de Perceptoras de Asignaciones Cívicas Deducibles, en este último caso vigente  hasta el 06 de setiembre de 1995, de los Arzobispados, Obispado, Prelaturas y Vicariatos   de la Iglesia Católica que a continuación se enumera:



Jurisdicción Eclesiástica		Exoneradas 		Perceptoras

					Tom Fol N°Ins    	Tom Fol N°Ins

Arzobispado de Trujillo			XII 035 04435   	VIII 070 02144

Obispado del Callao			XII 036 04436   	VIII 071 02145

Obispado de Cajamarca			XII 180 04058   	VIII 078 02144

Obispado de Chimbote			XII 037 04437   	VIII 078 02147

Obispado de Abancay			XII 038 04438   	VIII 074 02148

Obispado de Chiclayo			XII 039 04439   	VIII 075 02149

Obispado de Huacho			XII 040 04440   	VIII 076 02150

Obispado de Huancavelica		XII 041 04441   	VIII 077 02151

Obispado de Huánuco			XII 042 04442   	VIII 078 02152

Obispado de Ica			XII 043 04443   	VIII 079 02153

Obispado de Puno			XII 044 04444   	VIII 080 02154

Obispado de Tarma			XII 045 04445   	VIII 081 02155

Obispado de Castrense		 	XII 046 04446   	VIII 082 02156

Prelatura de Chota			XII 047 04447   	VIII 083 02157

Prelatura de Chuquibamba		XII 048 04448   	VIII 084 02158

Prelatura de Chuquibambilla		XII 049 04449   	VIII 085 02159

Prelatura de Juli			XII 050 04450   	VIII 086 02160

Prelatura de Moyobamba		XII 051 04451   	VIII 087 02161

Prelatura de Sicuani			XII 052 04452  		VIII 088 02162

Prelatura de Yauyos			XII 053 04453   	VIII 089 02163

Vicariato Apostólico de Jaén		XII 054 04454 		VIII 090 02164

Vicariato Apostólico de Pucallpa	XII 054 04455 		VIII 091 02165

Vic. Apostólico de Pto. Maldonado	XII 054 04454 		VIII 092 02166

Vicariato de Apostólico de Yurimaguas	XII 057 04457 		VIII 093 02167

	

	ARTICULO 2° Declárese  PROCEDENTE la Actualidad de la Inscripción  en el registro de Entidades Perceptores de Asignaciones Cívicas Deducibles a partir del 07 de setiembre de 1992  y hasta  el 06 de setiembre de 1995 de los Arzobispados, Obispados, Prelaturas y Vicariatos de la Iglesia católica a continuación se enumeran y cuya inscripción consta:



Jurisdicción Eclesiástica			Perceptoras

					Tom	Fol	N° Ins

Conferencia Episcopal Peruana			IV  	093	12174

Arzobispado de Lima				IV	138	13220

Arzobispado de Arequipa			III	390	11742

Arzobispado de Ayacucho 			V	071	1450

Arzobispado  de Huancayo			III	270	10563

Arzobispado de Piura				IV	121	18050

Arzobispado de  Cuzco				VI	116	1592

Obispado de Chachapoyas			III	143	9377

Obispado de Huaraz				III	186	9789

Obispado de Tacna				III	362	11461

Obispado de Chulucanas			III	058	8532

Prelatura de Ayaviri				V	176	22162

Prelatura  de Caraveli				IV   	165 	13484

Prelatura de Huamachuco			V	033	20534

Prelatura de Huari				II	397	6912

Vicariato Apostólico de Iquitos			I 	117	594

Vicariato  Apostólico  de Requena		II	133	4261

Vic. Apostólico de San José del Amazonas	III	166	9583		

Vicariato  Apostólico De San Ramón		II	012	3053

	En cuanto a su Inscripción en el Registro de Entidades Exoneradas  del Impuesto a la Renta se mantiene vigente.





D-5.	RESOLUCION DE INTENDENCIA Nº	023-4-07453/SUNAT



Miraflores, 04 de setiembre de 1,995

	Vista la solicitud  formulada por la  “CONFERENCIA  EPISCOPAL PERUANA”, en representación de las cuarenta y dos  jurisdicciones eclesiásticas de la Iglesia católica existentes en el Perú, para la actualización, en los registros de Entidades Inafectas y exoneradas del Impuesto a la Renta y Perceptoras de Donaciones con Beneficio tributario.



	CONSIDERANDO:

	Que  de conformidad con el Acuerdo  suscrito por la Santa Sede con el Estado peruano, aprobado por Decreto Ley 23211, la Conferencia Episcopal Peruana, los Arzobispados, Obispados, Prelaturas y Vicariatos Apostólicos tiene  personería  y  capacidad jurídica y gozan de diversos  beneficios tributarios.

Que el D.S N° 042-92-PCM precisa que para que apere el beneficio tributario por donaciones a que se refiere el inciso d) del Artículo 88 de la Ley del Impuesto a la renta, bastará como único requisito formal que los Arzobispados, Obispados, Prelaturas, Vicariatos y la Conferencia Episcopal Peruana se  inscriban en el registro de entidades Perceptoras de  Asignaciones Cívicas Deducibles.

De conformidad con el Informe N° 794-95-EF/SUNAT-R1-14190 de la sección registros del departamento de Recaudación Mepeco de la Intendencia Regional Lima y lo dispuesto en la Ley del Impuesto a la Renta, Decreto legislativo N° 774 y en el Decreto Legislativo  Nº 774 y en el  Decreto Supremo N° 122-94-EF.

En uso de las atribuciones conferidas en el D.S. 032-92-EF del  18 de Febrero de 1,992 y de acuerdo a las facultades delegadas  mediante circular de la Superintendencia  Nacional Adjunto N°  007-95-SUNAT/ S2.00.

	SE RESUELVE:

		Declárese  PROCEDENTE  a partir del 07 de Setiembre de 1995, la actualidad en el Registro  de Entidades Inafectas  y Exoneraciones del Impuesto a la Renta y en el de Perceptoras de  Asignaciones Cívicas  Deducibles, en este último caso vigente hasta el 06 de setiembre de 1998, de los Arzobispados, Obispados, Prelaturas y Vicariatos de la Iglesia católica que a continuación se enumera:



Jurisdicción Eclesiástica



Conferencia Episcopal  Peruana

Arzobispado de Lima

Arzobispado de Arequipa

Arzobispado de Ayacucho

Arzobispado de Huancayo

Arzobispado de  Piura

Arzobispado de Cuzco

Arzobispado de Trujillo

Obispado de Chachapoyas

Obispado de Huaraz

Obispado de Tacna

Obispado de Chulucanas

Obispado de Callao

Obispado de  Cajamarca

Obispado de Chimbote 

Obispado de Abancay

Obispado de Chiclayo

Obispado de Huacho 

Obispado de Huancavelica

Obispado de Huánuco

Obispado de Ica

Obispado de Puno

Obispado de Tarma

Obispado Castrense

Prelatura de Ayavirí

Prelatura de Caraveli

Prelatura de Huamachuco

Prelatura de Huari

Prelatura de Chota

Prelatura de Chuquibamba

Prelatura de Chuquibambilla

Prelatura de Juli

Prelatura de Moyobamba

Prelatura de Sicuani 

Prelatura de Yauyos

Vicariato Apostólico de Iquitos  

Vicariato Apostólico de Requema 

Vicariato Apostólico de San José del Amazonas

Vicariato Apostólico de San Ramón

Vicariato Apostólico de Jaén 

Vicariato Apostólico de Pucallpa

Vicariato Apostólico de Puerto Maldonado

Vicariato Apostólico de Yurimaguas

En cuanto a su actualización en el Registro de Entidades  Inafectas y Exoneradas  del Impuesto a la Renta se mantiene vigente.

REGISTRESE  Y COMUNIQUESE



INFORME 		: N° 794-95-SUNAT – R1 – 1410

REFERENCIA	: HOJA DE TRAMITE N° 1020

INTERESADO	: “CONFERENCIA EPISCOPAL PERUANA”

ASUNTO     	: Actualización  en el Registro de entidades Inafectas y Exoneradas           del Impuesto a la Renta y de  Perceptoras de Donaciones con Beneficio Tributario. 



La interesada del rubro solicita la actualización, en los Registros indicados  en el epigrafe de las Jurisdicciones  Eclesiásticas que se detallan en el anexo que se adjunta.

Sobre el particular se informa lo siguiente:

De conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo Internacional suscrito la Santa Sede y la República del Perú, aprobado  por Decreto Ley 23211, la Iglesia Católica, y las Jurisdicciones y Comunidades  Religiosas que las integran gozan de los beneficios tributarios que les otorgan las normas legales vigentes.

Al respecto, el inciso a) del Artículo 19 de la Ley del Impuesto a la renta, Decreto Legislativo 774, señala que están exonerados  del Impuesto hasta el 31 de Diciembre del año 2,000, las rentas de las sociedades o instituciones religiosas destinen a la realización de sus fines específicos en el país, debiendo para  tal efecto solicitar su inscripción en el Registro de Entidades Exoneradas del Impuesto a la Renta.

Asimismo, mediante Decreto Supremo 042-92-PCM de 07 de abril de  1992, se precisó  que las donaciones que se realizan a favor  de la Iglesia Católica en el Perú, gozan de beneficio tributario contra el Impuesto a la Renta, bastando para ello como único requisito formal, que los Arzobispados, Obispados, Prelaturas, Vicariatos Apostólicos y la Conferencia Episcopal Peruana se inscriban en el Registro de Entidades Perceptoras de Donaciones  con Beneficio Tributario.

Cabe señalar que el beneficio tributario a que se refiere el párrafo precedente, se encuentra establecido en el inciso d) del artículo 88° de la Ley del Impuesto a la Renta.

En consecuencia, resulta procedente la actualización de Inscripción, en los Registros de entidades Inafectas y  Exoneradas del Impuesto a la renta y de Perceptores de Donaciones con Beneficio Tributario, de las  Jurisdicciones  Eclesiásticas que se detallan en el Anexo que forma parte  del presente Informe.

			Es cuanto cabe informar.

			Miraflores, 04 de Setiembre de 1995



ANEXO



Actualmente  en el Registro de Entidades Inafectas y Exoneradas del Impuesto a la Renta y Perceptoras de Donaciones con Beneficio Tributario.

Conferencia Episcopal Peruana

ARZOBISPADOS				PRELATURAS

Trujillo						Chimbote 

Lima						Chota

Arequipa						Chuquibamba

Ayacucho						Chuquibambilla

Huancayo						Juli

Piura						Moyobamba

Cuzco						Sicuani

							Yauyos

							Ayavíri

OBISPADOS					Caraveli

							Huamachuco

Callao						Huari

Abancay

Cajamarca

Chiclayo

Huacho 					VICARIATOS APOSTOLICOS 

Huancavelica 				

Huánuco						Jaén

Ica							Pucallpa

Puno						Puerto Maldonado

Tarma						Yurimaguas

Obispado Castrense				Iquitos

Chachapoyas					Requena

Chulucanas	San José del Amazonas (Indiana)

Huaraz 	San Ramón

Tacna





D-6.	RESOLUCION DE INTENDENCIA Nº 023-4-030403/SUNAT



Miraflores, 10 de setiembre de 1998.

	Vista la solicitud por la “CONFERENCIA EPISCOPAL PERUANA” en representación de las cuarenta y dos jurisdicciones eclesiásticas de la Iglesia Católica existentes en el Perú, para la actualización en el Registro Perceptoras de Donaciones con Beneficio Tributario.

	CONSIDERANDO:

	Que, de conformidad con el Acuerdo suscrito por la Santa Sede con el Estado Peruano, aprobado por Decreto Ley 23211, la Conferencia Episcopal Peruana, los Arzobispados, Obispados, Prelaturas y Vicariatos Apostólicos tienen personería y capacidad jurídica y gozan de diversos  beneficios tributarios.

	Que, el D.S.N° 024-92-PCM precisa que para que opere el beneficio tributario por donaciones  a que se refiere el inciso  d) del artículo 88 de la Ley del Impuesto a la Renta, bastará  como único requisito formal  que los Arzobispados, Obispados, Prelaturas, Vicariatos y la Conferencia  Episcopal  Peruana se inscriban en el registro de Entidades Perceptoras de Asignaciones Cívicas  deducibles.

	De conformidad con el Informe N° 3259-98-R1-1210 de la Sección Registro de la División  Recaudación de la Intendencia Regional Lima.

	En uso de las atribuciones conferidas por el Decreto  Legislativo N° 501-Ley General de la  SUNAT, el artículo 23° de la Resolución de Superintendencia 041-98/SUNAT –Texto Unico Ordenado del Estatuto de la SUNAT y, Memorándum Circular N° 05-97/17-000 de la Intendencia Nacional de Operaciones.

	SE RESUELVE:

	Declárese PROCEDENTE a partir del 07 de Setiembre de 1998, la actualización en el Registro de Entidades Perceptoras de Asignaciones Cívicas deducibles hasta el 06 de Setiembre del 2001, de los Arzobispados, Obispados, Prelaturas y Vicariatos de la Iglesia Católica que a continuación se enumera.



Jurisdicción Eclesiástica



Conferencia Episcopal  Peruana 

Arzobispado de Lima 

Arzobispado de Arequipa

Arzobispado de Ayacucho

Arzobispado de Huancayo

Arzobispado de Piura

Arzobispado de Cuzco

Arzobispado de Trujillo 

Obispado de Chachapoyas 

Obispado de Huaraz 

Obispado de Tacna y Moquegua

Obispado de Chulucanas

Obispado de Callao

Obispado de Chimbote

Obispado de Abancay 

Obispado de Chiclayo

Obispado de Huacho

Obispado de Huancavelica

Obispado de Huánuco

Obispado de Ica

Obispado de Puno

Obispado de Tarma

Obispado Castrense

Obispado de Cajamarca

Prelatura de Ayaviri 

Prelatura de Caraveli

Prelatura de Huamachuco

Prelatura de Huari

Prelatura de Chota

Prelatura de Chuquibamba

Prelatura de Chuquibambilla

Prelatura de Juli

Prelatura de Moyobamba

Prelatura de Sicuani

Prelatura de Yauyos

Vicariato Apostólico de Iquitos 

Vicariato Apostólico de Requena  

Vicariato Apostólico de San José del Amazonas

Vicariato Apostólico de San Ramón

Vicariato Apostólico de San Francisco Javier

Vicariato Apostólico de Pucallpa

Vicariato Apostólico de Puerto Maldonado

Vicariato Apostólico de Yurimaguas 





D-7.	RESOLUCION DE INTENDENCIA Nº 023-4-11827/ SUNAT



					Miraflores, 12 de Junio de 1,997



	Vista  la solicitud formulada por la “CONFERENCIA EPISCOPAL PERUANA” en  representación de los Obispados de Lurín, Carabayllo y Chosica, para la inscripción en el  Registro de Preceptoras de Donaciones con Beneficio Tributario. 



	CONSIDERANDO:

	Que de conformidad con el Acuerdo suscrito por la Santa Sede con el  Estado Peruano, aprobado por Decreto Ley 23211, la Conferencia Episcopal Peruana, los Arzobispados, Obispados, Prelaturas y Vicariatos Apostólicos tienen personería y capacidad jurídica y gozan de diversos  beneficios Tributarios.

	Que el D.S. N° 042-92-PCM precisa que para que opere el beneficio tributario por donaciones a que se refiere el inc. d) del artículo  88 de la Ley del Impuesto a la Renta, bastará  como único requisito formal que los Arzobispados, Obispado, Prelaturas, Vicariatos y la Conferencia Episcopal Peruana se inscriban en el Registro de Entidades Perceptoras de Donaciones con Beneficio Tributario 

	De conformidad con el Informe N° 787 – SUNAT- 21-432 de la Sección Registro de la División de Recaudación de la  Intendencia Regional Lima.

	En uso de las atribuciones conferidas en el D.S. 032-92 EF del 18 de Febrero de 1,992, modificado por la Resolución de Superintendencia N° 055-96/SUNAT, y en uso de las facultades delegadas mediante Circular de Superintendencia Nacional Adjunta N° 003-97/I7-000



	SE RESUELVE:



Declárese  PROCEDENTE, la inscripción de los Obispados de Chosica, Carabayllo y Lurín en el Registro de Entidades Perceptoras de Donaciones con Beneficio Tributario, la que se Inserta  en el Archivo Magnético N° 02822 a partir del 28 de Mayo de 1997 hasta el 27 de Mayo del 2000.



	Regístrase y Comuníquese. 





� Ley Universitaria vigente

� Recordemos que el Decreto Ley Nº 23211 es el que aprobó el Acuerdo Internacional suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú, por tanto el presente Decreto Legislativo Nº 882, no es aplicable en todo cuanto se oponga al referido Acuerdo, reconociendo el propio estado que la Iglesia Católica tiene un régimen jurídico especial.

� Recordemos que el Artículo X del Acuerdo Internacional suscrito entre la Santa Sede y la República del Perú estableció un régimen de inafectación tributaria para la Iglesia Católica en el Perú de conformidad con las disposiciones vigentes a la fecha de entrada en vigencia del referido Acuerdo, es decir en la fecha del canje de los instrumentos protocolares producida el 26 de julio de 1980.  Por esta razón, si bien en la actualidad existen nuevas normas tributarias, en lo que a la Iglesia Católica se refiere, continúan vigentes aquellas normas que se encontraban vigentes en 1980 y que contienen beneficios tributarios en favor de la Iglesia Católica en el Perú

� Derogado por el Decreto Legislativo Nº 821

� Constitución Política del Perú de 1979

� Existe un error en la Resolución original, debió decir Artículo 25º

� Recordemos que el Decreto Supremo Nº 287-68-HC establecía en su Artículo 18º literal c) que se encontraban exentos del Impuesto a la Renta las instituciones religiosas tales como conventos monasterios, seminarios órdenes y congregaciones.

� El presente régimen se aplica a todas las confesiones religiosas reconocidas en el Perú.

� Idem

� Constitución Política del Perú de 1979

� Op. Cit.

� Op. Cit.

� Op. Cit.

� Régimen aplicable a todas las confesiones religiosas reconocidas por el Estado Peruano y demás instituciones de carácter asistencial y/o educacional.

� Antecedente Jurídico de la Resolución Suprema Nº 508-93-PCM, tratada en el punto D-2 del presente título.






